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1 En términos de lo dispuesto en los transitorios Sexto, Noveno, fracciones III, IV y VI y Décimo 
Segundo, fracción II del Decreto por el que se expide la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 
República y su DECLARATORIA de entrada en vigor que le confiere Autonomía Constitucional; así 
como en los artículos 1, 3, y 6 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, en relación con el Acuerdo A/072/16, por el que se crea la Unidad de Transparencia y 
Apertura Gubernamental y se conforma el Comité de Transparencia de la Procuraduría General de 
la República. 
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C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Con motivo de las publicaciones de fecha 14 y 20 de diciembre de 2018 respectivamente en el 
Diario Oficial de la Federación, del Decreto de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 
República y de la DECLARATORIA de entrada en vigor de la Autonomía Constitucional de la 
Fiscalía General de la República, se desprende que dicha normativa tiene por objeto 
reglamentar la organización, funcionamiento y ejercicio de las atribuciones de la Fiscalía 
General de la República como Órgano Público Autónomo, dotado de personalidad jurídica y 
patrimonio propio a cargo de las funciones otorgadas al Ministerio Público de la Federación, de  
conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y demás disposiciones aplicables, y por 
la cual se abroga la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. 
 
En tanto se avanza en la transición orgánica de la Fiscalía General de la República, se debe 
tomar en consideración lo previsto en los transitorios Sexto, Noveno, fracciones III, IV y VI y 
Décimo Segundo, fracción II del Decreto aludido, que citan: 
 
 

Sexto. Todas las referencias normativas                                                                                                                                                                                                                                                          
a la Procuraduría General de la República o del Procurador General de la República, se 
entenderán referidas a la Fiscalía General de la República o a su titular respectivamente, 
en los términos de sus funciones constitucionales vigentes. Las referencias normativas a 
los agentes del Ministerio Público se entenderán referidas a las y los Fiscales en los términos 
de esta Ley. 
 
Noveno. A partir de su nombramiento, la persona titular de la Fiscalía General de la 
República, contará con un plazo de un año para definir la estrategia de transición, a partir 
de la realización de un inventario integral y un diagnóstico de los recursos financieros, 
humanos y materiales, casos pendientes, procesos de colaboración e inteligencia y 
cualquier otro insumo que considere necesario para la integración de un Plan Estratégico de 
Transición. Priorizará en orden de importancia el establecimiento del Servicio Profesional de 
Carrera y su Estatuto, la consolidación del sistema de información y análisis estratégico para 
la función fiscal, así como la reestructura y definición de los órganos administrativos y los 
sustantivos para la función fiscal. 
… 
 
III. Estrategia específica respecto al personal en activo y al reclutamiento de nuevos 
talentos, que contemple a su vez esquemas de retiro, liquidación, certificación, capacitación, 
desarrollo y gestión del cambio; 
 
IV. Estrategia para el diseño y activación de la nueva estructura organizativa; así como del 
proceso de cierre de las estructuras y procesos previos; 
… 
 
VI. Estrategia de transparencia, participación ciudadana y rendición de cuentas del proceso 
de transición que asegure la publicidad y mecanismos necesarios para el seguimiento, 
colaboración y vigilancia; 
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… 
 
Décimo Segundo. El proceso de transición del personal de la Procuraduría General de la 
República a la Fiscalía General de la República se llevará a cabo de acuerdo con el Plan 
Estratégico de Transición y será coordinado por la Unidad a cargo. Este proceso deberá 
llevarse a cabo conforme a los siguientes lineamientos: 
…. 
II. El personal adscrito a la Procuraduría General de la República que a la fecha de 
entrada en vigor del presente Decreto tenga nombramiento, continuará en la función que 
desempeña y tendrá derecho a participar en el proceso de elección para acceder al Servicio 
Profesional de Carrera de la Fiscalía General de la República en términos de los principios 
establecidos en la presente Ley. Para ello, se garantizará su acceso a los programas de 
formación, entrenamiento, fortalecimiento de capacidades y evaluación durante el periodo 
de transición, en los términos establecidos en los lineamientos provisionales; 

… 
 

Lo anterior, en correlación con los artículos 1, 3 y 6 del Reglamento de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República y el Acuerdo A/072/16, por el que se crea la Unidad de 
Transparencia y Apertura Gubernamental y se conforma el Comité de Transparencia de la 
Procuraduría General de la República, que señalan: 
 

Artículo 1. El presente Reglamento tiene por objeto establecer la organización y el 
funcionamiento de la Procuraduría General de la República para el despacho de los 
asuntos que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, su Ley Orgánica y 
otros ordenamientos encomiendan a la Institución, al Procurador General de la República y 
al Ministerio Público de la Federación. 
 
Artículo 3. Para el cumplimiento de los asuntos competencia de la Procuraduría, de su 
Titular y del Ministerio Público de la Federación, la Institución contará con las unidades 
administrativas y órganos desconcentrados siguientes: 
… 
 
Cada Subprocuraduría, la Oficialía Mayor, la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos 
Electorales, la Visitaduría General, cada Órgano Desconcentrado y cada unidad 
administrativa especializada creada mediante Acuerdo del Procurador contará con una 
coordinación administrativa que se encargará de atender los requerimientos de operación 
de las áreas bajo su adscripción, lo cual incluye la gestión de recursos financieros, 
materiales y humanos. 
… 
 
Artículo 6. Las facultades de los titulares de las unidades administrativas y órganos 
desconcentrados a que se refiere el artículo 3 de este Reglamento, se ejercerán por su 
conducto y por el personal a su cargo, de conformidad con las normas aplicables y lo que 
establezca el Procurador.  
 
La comunicación, actividades y flujo de información de las unidades administrativas y 
órganos desconcentrados a que se refiere el artículo 3 de este Reglamento, podrán 
realizarse mediante el uso de medios electrónicos, digitales u otra tecnología, de 
conformidad con los lineamientos que dicte el Procurador. 
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De lo expuesto, se concluye que en tanto no se defina la nueva estructura orgánica de la 
Fiscalía General de la República, es que este Comité de Transparencia con el fin de seguir 
cumplimentando las obligaciones previstas en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás 
disposiciones aplicables en la materia, el citado Órgano Colegiado continuará sesionando 
conforme lo establece el ya citado Acuerdo A/072/16. 
 
Atento a lo anterior, cualquier referencia a la entonces Procuraduría General de la República, se 
entenderá realizada a la ahora Fiscalía General de la República. 
 
Por otra parte, es importante puntualizar que con motivo de la emergencia sanitaria a nivel 
internacional, relacionada con el evento extraordinario que constituye un riesgo para la salud 
pública a través de la propagación del virus SARS-COVID2 y que potencialmente requiere una 
respuesta coordinada, es que desde el pasado viernes 20 de marzo en cumplimiento con las 
medidas establecidas por las autoridades sanitarias, se emitió el protocolo y medidas de 
actuación en la Fiscalía General de la República, por la vigilancia epidemiológica del 
Coronavirus COVID-19 para la protección de todas y todos sus trabajadores a nivel nacional y 
público usuario, en el sentido de que en la medida de lo posible se dé continuidad operativa a 
las áreas sustantivas y administrativas de esta institución, tal como se aprecia en el portal 
institucional de esta Fiscalía:  
 

https://www.gob.mx/fgr/articulos/protocolo-y-medidas-de-actuacion-ante-covid-
19?idiom=es  

  
En ese contexto, en atención al Protocolo y medidas de actuación que han sido tomadas en 
cuenta por diversas unidades administrativas de la Fiscalía General de la República con motivo 
de la pandemia que prevalece en nuestro país, documentos emitidos el 19 y 24 de marzo del 
año en curso, respectivamente, por el Coordinador de Planeación y Administración, es 
importante tomar en cuenta el contenido de lo del artículo 6, párrafo segundo del Reglamento 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, el cual señala que: 
 

Artículo 6. Las facultades de los titulares de las unidades administrativas y órganos 
desconcentrados a que se refiere el artículo 3 de este Reglamento, se ejercerán por su 
conducto y por el personal a su cargo, de conformidad con las normas aplicables y lo que 
establezca el Procurador. 
 
La comunicación, actividades y flujo de información de las unidades administrativas y 
órganos desconcentrados a que se refiere el artículo 3 de este Reglamento, podrán realizarse 
mediante el uso de medios electrónicos, digitales u otra tecnología, de conformidad con los 
lineamientos que dicte el Procurador. 

 
En concatenación, con el numeral cuarto, fracciones I y II del Oficio circular No. C/008/2018, 
emitido por la entonces Oficina del C. Procurador, a saber: 
 

 
 
 
 

https://www.gob.mx/fgr/articulos/protocolo-y-medidas-de-actuacion-ante-covid-19?idiom=es
https://www.gob.mx/fgr/articulos/protocolo-y-medidas-de-actuacion-ante-covid-19?idiom=es
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CUARTO. Se les instruye que comuniquen al personal adscrito o bajo su cargo que 
implementen, en el ejercicio de sus funciones, las siguientes directrices: 
 
I. Emplear mecanismos electrónicos de gestión administrativa para minimizar el uso de 
papel y fomentar la operatividad interna en un menor tiempo de respuesta;  
 
 
II. Priorizar el uso de correos electrónicos como sistema de comunicación oficial al interior 
de la Institución;  
… 

 
Así como lo escrito en el Acuerdo por el cual se establece el procedimiento de atención de 
solicitudes de acceso a la información pública y de datos personales prioritarias en donde 
se amplíe el término para dar respuesta signado por el Comité de Transparencia en su 
Novena Sesión Ordinaria 2019 de fecha 5 de marzo de ese año y el Procedimiento para 
recabar o recibir información en la Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental 
(UTAG), susceptible de revisión por parte del CT aprobado por ese Colegiado el fecha 22 de 
junio de 2018, a través del cual se instituyeron diversas medidas de atención, entre las cuales, 
destaca el siguiente: “5. Que excepcionalmente, se recibirán correos electrónicos enviados en 
tiempo y forma fundados y motivados, como adelanto a sus pronunciamientos institucional”, 
es que, el personal de la Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental, únicamente 
gestionará a través de correos electrónicos institucionales , hasta nuevo aviso, todos y cada 
uno de los trámites, procedimientos y demás medios de impugnación establecidos en la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados, Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares y demás normativa aplicable, entre los que se incluyen tanto las solicitudes de 
acceso a la información, como aquellas para el ejercicio de los derechos ARCO, y los medios de 
impugnación respectivos, así como procedimientos de investigación y verificación, de 
imposición de sanciones y denuncias por incumplimiento a las obligaciones de transparencia, 
así como diversos asuntos competencia de esta Unidad en la medida en que sus 
posibilidades técnicas, materiales y humanas lo permitan, hasta en tanto, no se tenga un 
comunicado por parte de las autoridades sanitarias que fomenten el reinicio de las 
actividades de manera presencial. 
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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I N T E G R A N T E S 
 
 
Lcda. Adi Loza Barrera. 
Titular de la Unidad de Transparencia y Apertura 
Gubernamental y la presidente del Comité de Transparencia. 
En términos de lo dispuesto en el Acuerdo A/072/2016 por el que se crea 
la Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental de la Procuraduría 
General de la República y se conforma el Comité de Transparencia, en 
concordancia con el artículo 64, fracción II de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. (DOF., 9.V.2016).  
 
Mtro. Ray Manuel Hernández Sánchez. 
Suplente del Director General de Recursos Materiales y 
Servicios Generales, y responsable del Área Coordinadora de 
Archivos en la Fiscalía General de la República. 
En términos de lo dispuesto en los artículos 18, fracción VII y 66, fracción 
VIII, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, en relación con el artículo 64, fracción I de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
Lic. Gerardo Vázquez González de la Vega. 
Suplente del Titular del Órgano Interno de Control de la 
Fiscalía General de la República.  
En términos de lo dispuesto en  los artículos 14, fracción X y 34 fracción XII 
de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República; así como los 
ACUERDOS: A/009/2019 por el que se instala el Órgano Interno de 
Control, el A/014/2019 por el que se crean las unidades administrativas 
del Órgano Interno de Control y Numeral SEGUNDO, fracción IV, inciso c) 
del A/OI/001/2019 por el que se distribuyen las facultades del Órgano 
Interno de Control entre sus unidades administrativas, publicados en el 
DOF el 14 de diciembre de 2018, 9 de mayo y 25 de septiembre de 2019, 
respectivamente. 
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SESIÓN DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA 
 
Siendo las 20:33 horas del día 12 de marzo de 2021, la Secretaria Técnica del Comité de 
Transparencia remitió vía electrónica a los enlaces de transparencia, en su calidad de 
representantes de las Unidades Administrativas (UA) competentes, los asuntos que serán 
sometidos a consideración del Comité de Transparencia en su Décima Sesión Ordinaria 2021 a 
celebrarse el día 16 de marzo de 2021, por lo que requirió a dichos enlaces, para que de contar 
con alguna observación al respecto, lo hicieran del conocimiento a esta Secretaría Técnica y 
que de no contar con un pronunciamiento de su parte, se daría por hecho su conformidad con 
la exposición desarrollada en el documento enviado.  

Lo anterior, con el fin de recabar y allegar los comentarios al Colegiado, a efecto de que cuente 
con los elementos necesarios para emitir una determinación a cada asunto.  

En ese contexto, tras haberse tomado nota de las observaciones turnadas por parte de las UA, 
la Secretaria Técnica del Comité de Transparencia notificó a los integrantes del Comité de 
Transparencia la versión final de los asuntos que serían sometidos a su consideración, con las 
respectivas propuestas de determinación. 

Derivado de lo anterior, tras un proceso de análisis a los asuntos, los integrantes del Comité de 
Transparencia emitieron su votación para cada uno de los casos, por lo que, contando con la 
votación de los tres integrantes de este Colegiado, la Secretaría Técnica del Comité, oficializó 
tomar nota de cada una de las determinaciones, por lo que procedió a realizar la presente acta 
correspondiente a la Décima Sesión Ordinaria 2021. 
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DESARROLLO DE LA SESIÓN Y ACUERDOS 
 

I. Lectura y en su caso aprobación del orden del día.  
 

II. Aprobación del Acta de la Sesión inmediata anterior. 
 

III. Análisis y resolución de las solicitudes de acceso a la información y solicitudes de 
datos personales: 

 
A. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la inexistencia de la 

información requerida: 
 
A.1. Folio 0001700044121 

B. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la clasificación de la 
información requerida: 
 
B.1. Folio 0001700041421 
B.2. Folio 0001700061921 
B.3. Folio 0001700066421 
B.4. Folio 0001700071221 
B.5. Folio 0001700072521 
B.6. Folio 0001700074221 
B.7. Folio 0001700075121 
B.8. Folio 0001700077121 
B.9. Folio 0001700077721 
B.10. Folio 0001700082221 
B.11. Folio 0001700083121 
B.12. Folio 0001700086921 

C. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la versión pública de 
la documentación requerida: 
 
C.1. Folio 0001701035920 - RRA 2652/21 
C.2. Folio 0001700038821 
C.3. Folio 0001700039721 
C.4. Folio 0001700060621 
C.5. Folio 0001700060721 

D. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la incompetencia de 
la información requerida 
 
D.1. Folio 0001700039621 

E.  Cumplimiento a las resoluciones del INAI:  
 
E.1. Folio 0001700755520 – RRA 12342/20 
E.2. Folio 0001700752120 – RRA 12545/20 
E.3. Folio 0001700803720 – RRA 12208/20 
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F. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la ampliación de término 
para dar respuesta a la información requerida: 
 

F.1. Folio 0001700047121 
F.2. Folio 0001700047221 
F.3. Folio 0001700058121 
F.4. Folio 0001700062221 
F.5. Folio 0001700063121 
F.6. Folio 0001700063221 
F.7. Folio 0001700063321 
F.8. Folio 0001700063421 
F.9. Folio 0001700063521 
F.10. Folio 0001700063621 
F.11. Folio 0001700063721 
F.12. Folio 0001700063821 
F.13. Folio 0001700063921 
F.14. Folio 0001700064021 
F.15. Folio 0001700064121 
F.16. Folio 0001700064221 
F.17. Folio 0001700064321 
F.18. Folio 0001700064421 
F.19. Folio 0001700064521 
F.20. Folio 0001700064621 
F.21. Folio 0001700064721 
F.22. Folio 0001700064821 
F.23. Folio 0001700064921 
F.24. Folio 0001700065021 
F.25. Folio 0001700065121 
F.26. Folio 0001700065221 
F.27. Folio 0001700065321 
F.28. Folio 0001700065421 
F.29. Folio 0001700065521 
F.30. Folio 0001700065721 
F.31. Folio 0001700067221 
F.32. Folio 0001700067321 
F.33. Folio 0001700067421 
F.34. Folio 0001700069721 
F.35. Folio 0001700070921 
F.36. Folio 0001700071021 
F.37. Folio 0001700071421 
F.38. Folio 0001700071521 
F.39. Folio 0001700071621 

G.  Solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO en las que se instruye o se analiza la 
procedencia o improcedencia de la información requerida 
 

G.1. Folio  0001700036021 
G.2. Folio  0001700043321 
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V. Asuntos generales.  
 
PUNTO 1. 
 

➢ Mensaje de la Titular de la Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental y la 
presidente del Comité de Transparencia.  
 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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A B R E V I A T U R A S 
FGR – Fiscalía General de la República. 
 
OF – Oficina del C. Fiscal General de la República. 
  
CA – Coordinación Administrativa  
 
SJAI – Subprocuraduría Jurídica y de Asuntos Internacionales. 
 
SCRPPA – Subprocuraduría de Control Regional, Procedimientos Penales y Amparo. 
 
SEIDO – Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delincuencia Organizada. 
 
SEIDF – Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delitos Federales. 
 
FEMDH – Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos. 
 
CMI – Coordinación de Métodos de Investigación  
 
CPA – Coordinación de Planeación y Administración.  
 
CAIA – Coordinación de Asuntos Internacionales y Agregadurías. 
 
CGSP – Coordinación General de Servicios Periciales. 
 
COPLADII – Coordinación de Planeación, Desarrollo e Innovación Institucional. 
 
CFySPC: Centro de Formación y Servicio Profesional de Carrera. 
 
CENAPI – Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia. 
 
PFM – Policía Federal Ministerial. 
 
FEADLE – Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos en contra de la Libertad de Expresión. 
 
FEDE – Fiscalía Especializada en Delitos Electorales. (Antes FEPADE) 
 
FEAI – Fiscalía Especializada en Asuntos Internos. (Antes VG) 
 
FEVIMTRA – Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas. 
 
UEAF – Unidad Especializada en Análisis Financiero. 
 
UTAG – Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental. 
 
DGCS – Dirección General de Comunicación Social. 
 
DGALEYN – Dirección General de Análisis Legislativo y Normatividad.  
 
OIC: Órgano Interno de Control.  
 
INAI – Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 
 
LFTAIP – Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
 
CFPP – Código Federal de Procedimientos Penales 
 
CNPP – Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 
CPEUM – Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos   
 

Y Unidades Administrativas diversas y Órganos Desconcentrados descritos en el Acuerdo A/238/12, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 20 de septiembre de 2012, así como las contempladas en otras normativas aplicables. 
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A C U E R D O S 
   
I. Aprobación del orden del día. 
 

Previa consulta de la Secretaria Técnica del Comité de Trasparencia a sus integrantes, los 
mismos por unanimidad aprueban el orden del día para la actual sesión. 
 

 
II. Aprobación del Acta de la Sesión inmediata anterior.  

 
Previa consulta de la Secretaria Técnica del Comité de Trasparencia a sus integrantes, los 
mismos por unanimidad aprueban el Acta de la Novena Sesión Ordinaria de 2021 que se registra 
en la gestión de la ahora Fiscalía General de la República, celebrada el 9 de marzo de 2021. 

 

III. Análisis y resolución de las solicitudes de acceso a la información y solicitudes de datos 
personales: 

 
En seguimiento al desahogo del orden del día, la Secretaría Técnica de este Órgano Colegiado 
procede a tomar nota de las decisiones que manifestaron los integrantes del Comité de 
Transparencia para cada una de las solicitudes enlistadas en la presente sesión. 
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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A. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la inexistencia de la 
información requerida: 
 

A.1. Folio de la solicitud 0001700044121 
 
 

Síntesis  
Nombre del delito y de la Ley, artículo, fracción e 
inciso en EUA que describe el delito de violación 
cometido en ese país 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Inexistencia   

 
Contenido de la Solicitud:  
“Solicito, con el debido respeto, se me informe:  1) El número con el que fue registrada la carpeta 
de investigación referente al hallazgo de diecinueve cuerpos calcinados en el poblado de Santa 
Anita, del municipio de Camargo.  2) En cuántas ocasiones y en qué casos el titular de la Fiscalía 
General de la República ha conformado equipos mixtos de investigación de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República.” (Sic) 
 
Otros datos para facilitar su localización: 
El artículo 48 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República dispone: Artículo 48. 
Equipos mixtos de investigación y litigación La persona titular de la Fiscalía General de la 
República, podrá conformar equipos mixtos de investigación con integrantes de distintas 
unidades fiscales y coordinaciones, así como con personal de otras Fiscalías o procuradurías de 
las entidades federativas a través de acuerdos de colaboración institucional, para el desarrollo 
de investigaciones y el ejercicio de la acción penal en el ámbito de sus competencias, cuando 
exista concurrencia de delitos, de fenómenos delictivos o para fines orientados al cumplimiento 
del Plan de Persecución Penal. En todos los casos se cuidará la integridad y no fragmentación de 
las investigaciones. Los acuerdos de colaboración con las entidades federativas deberán ser 
publicados en el Diario Oficial de la Federación y el órgano de difusión de la entidad federativa 
correspondiente. 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: FEMDH, SEIDO, SEIDF, SCRPPA y UTAG.  

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0193/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia en 
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primer término por unanimidad confirma declarar la 
inexistencia de la información requerida por el particular, 
en términos del artículo 141 de la LFTAIP, en 
concatenación con el criterio de interpretación 04/19 del 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales (INAI), que 
señala: 
 

Propósito de la declaración formal de inexistencia. El propósito de que los Comités de Transparencia 
emitan una declaración que confirme la inexistencia de la información solicitada, es garantizar al 
solicitante que se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la información de su interés; 
por lo cual, el acta en el que se haga constar esa declaración formal de inexistencia, debe contener los 
elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza del carácter exhaustivo de la 
búsqueda de lo solicitado. 

 
Lo anterior, toda vez que hay datos que apuntan a que la Fiscalía Estatal es quien pudiera contar 
con la información requerida, por tanto se concluye que con el fin de generar certeza al 
particular que se realizó el debido desahogo del procedimiento de búsqueda exigido por la Ley 
de la materia, así como demás elementos de tiempo, modo y lugar, se declaré la formal 
inexistencia de la información peticionada. 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la clasificación de la 
información requerida: 
 

B. 1. Folio de la solicitud 0001700041421 
 

 

Síntesis  Información relacionada con personal sustantivo de 
la institución  

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como reservada 

 
Contenido de la Solicitud:  
“1. Solicito el número de personal adscrito de esta dependencia al combate y erradicación 
del delito de trata de personas, desde 2012 hasta la fecha, detallar por año. 
2. Nombre, género, cargo con salario bruto y neto mensual de cada año 
3. Personal desplegado por entidad federativa para el combate del delito de trata de 
personas, por año” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CPA y FEMDH. 

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0194/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia 
determina la clasificación de reserva respecto del nombre 
del personal sustantivo de esta institución, ya que el 
proporcionar cualquier dato que asevere que dichas 
personas se encuentran realizando ese tipo de actividades, 
podría poner en riesgo su integridad física e incluso la vida, 
toda vez que realizan actividades de investigación y 
persecución de delitos en contra de la delincuencia 
organizada; lo anterior, de conformidad con el artículo 110, 
fracción V de la LFTAIP, hasta por un periodo de cinco 
años, o bien, cuando las causas que dieron origen a su 
clasificación subsistan, a decir:  

 
ARTÍCULO 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
… 
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V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 
... 

Aunado a lo anterior, se precisa que el Vigésimo Tercero de los Lineamientos Generales en 
materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de 
versiones públicas, dispone: 
 

VIGÉSIMO TERCERO. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la 
información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

 
Así las cosas, de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP, las cuales prevén que en los 
casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a 
su vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se 
expone la siguiente prueba de daño. 
 

I. Divulgar información relacionada con personal sustantivo de la Fiscalía General de la 
República representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo 
al interés público, en razón que la misma permite identificar y posiblemente hacer 
reconocibles para algunos grupos delictivos a ciertas personas que, por razones de su 
cargo, desempeñen funciones estrechamente relacionadas con facultades de 
prevención y persecución de los delitos federales, circunstancia que permitiría atentar 
contra su vida, seguridad o su salud, o bien las de su familia o entorno social. 

 
II. Derivado de que las actuaciones de la Fiscalía tienen como fin el interés público o 

general, la investigación y persecución de delitos, por conducto del Ministerio Público 
Federal y demás personal que lo auxilian, de conformidad con lo establecido en la 
normatividad aplicable; se desprende que el divulgar la información requerida, superaría 
el interés público, es decir, provocaría un riesgo de perjuicio toda vez que se estarían 
proporcionando indicios y demás elementos que afectarían directamente el curso o el 
resultado de las investigaciones a cargo de esta Institución Federal, al hacer públicos 
datos que permitirían localizar a los servidores públicos que realizan actividades 
sustantivas, en razón que se podría atentar contra su vida, seguridad o su salud, o bien 
las de su familia o entorno social, derivado que grupos delincuenciales que tengan 
interés alguno sobre las actuaciones de la indagatoria, atentarían en contra de ellos. 
 

III. Que atendiendo al principio de proporcionalidad, se desprende que el reservar 
información relativa a datos de personal sustantivo de dicha Institución, no se traduce en 
un medio restrictivo de acceso a la información, en virtud que dicha reserva prevalece al 
proteger la vida, la seguridad y la salud, como bien jurídico tutelado, de dichos 
funcionarios, mismos que garantizan en todo momento una procuración de justicia 
federal, eficaz y eficiente, apegada a los principios de legalidad, certeza jurídica y 
respeto a los derechos humanos previstos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y demás Leyes y Tratados Internacionales. 

 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
-- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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B.2. Folio de la solicitud 0001700061921 
 

 

Síntesis  Bitácoras de vuelo  

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como reservada  

 
 
Contenido de la Solicitud:  
“Luis Ángel Bedolla, por mi propio derecho, y en ejercicio de mi derecho humano al acceso a la 
información previsto y regulado en los artículos 6 apartado A de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y los diversos 4, 6, 15 y 17 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, comparezco para exponer: 
 
Por medio de la presente, respetuosa y atentamente solicito que me sean proporcionadas copias 
simples de todas y cada una de las bitácoras de vuelo de la aeronave Bombardier INC, modelo 
CL-600-2B16 (Challenger 605) con matrícula de vuelo XB-NWD, la cual forma parte del 
patrimonio de la Fiscalía General de la República. Ello, por el periodo que comprenda desde la 
fecha en que la misma fuera adquirida por la entonces Procuraduría General de la República en 
agosto de 2013, hasta la fecha. 
 
De igual manera, solicito que se me informe cual ha sido el uso que dicha institución le ha dado a 
dicha aeronave; es decir, para que tipo de actuaciones y actividades ha sido utilizada desde que 
fuera adquirida por la Procuraduría General de la República. Ello, incluyendo cualquier oficio o 
comunicado que incluya o se refiera a su uso.  
 
Ahora bien, a pesar de que el artículo 16 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública establece que no es necesario acreditar interés alguno para que las 
peticiones de información pública sean válidas, considero menester resaltar que la causa 
principal de mi petición radica en las múltiples ocasiones que dicha aeronave ha sido 
mencionada en notas periodísticas. En las mismas se mencionan que figuras conocidas como 
Roberto Borge Ángulo, Emilio Lozoya Austin y Alonso Ancira han abordado dicha aeronave con la 
finalidad de que enfrentaran diversos procesos penales por casos de corrupción en el país, e 
igualmente para que Joaquín El Chapo Guzmán Loera fuera extraditado a los Estados Unidos de 
América. Agrego las ligas a algunas de dichas notas de diversas fuentes periodísticas: 
  
Excelsior: https//www.excelsior.com.mx/nacional/aeronave-que-trae-a-lozoya-llevo-a-el-
chapo-a-eu/1394210 
 
El Horizonte: https//d.elhorizonte.mx/nacional/avion-que-traera-lozoya-tambien-traslado--
chapo-y-roberto-borge/2892923 
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El Financiero: https//www.elfinanciero.com.mx/nacional/alonso-ancira-es-extraditado-a-
mexico-desde-espana-es-traslado-en-avion-de-la-fiscalia 
 
De la información contenida en estas notas, se muestra que claramente se trata de un activo de 
la Fiscalía General de la República de alta relevancia, y que por su uso ha intervenido en asuntos 
del interés público. 
 
Finalmente, resalto que en la sesión ordinaria del Pleno del Instituto Nacional de Acceso a la 
Información del pasado 10 de febrero de 2021, se resolvió el recurso de revisión número RRA 
11929/20, el cual se interpuso en contra de esta autoridad por negarse a la entrega de versiones 
públicas de las bitácoras de vuelo de la referida aeronave a diverso peticionario. En dicha sesión 
se resolvió modificar la resolución de la Fiscalía, para que se entregue dicha documentación 
reservándose sólo la información relativa a los datos técnicos de la aeronave. Tomando en 
consideración que ejerzo mi derecho humano al acceso a la información pública en términos 
similares, considero que los mismos documentales me tendrían que ser otorgadas en los mismos 
términos a los que se refiere la resolución dictada en dicho recurso.  
 
Por lo anterior, solicito a esta autoridad me proporcione copia simple de la información solicitada, 
por ser ello procedente conforme a derecho.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CMI y CPA. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0195/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la clasificación de reserva invocada 
por la DGSA de la información solicitada en términos de lo 
establecido por las fracciones I, V, VII y XIII, articulo 110 
de la LFTAIP, hasta por un periodo de cinco años, o bien, 
cuando las causas que dieron origen a su clasificación 
subsistan.  
 

En ese tenor, resulta conveniente mencionar el contenido del citado precepto legal, que en su 
parte conducente refiere: 
 

De la Información Reservada 
Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
 
I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional y cuente 
con un propósito genuino y un efecto demostrable; 
… 
V. Pueda poner en riesgo La vida. seguridad o salud de una persona física 
… 
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VII. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 
… 
XIII. Las que por disposición expresa de una lt3y tengan tal carácter. siempre que sean acordes con las 
bases. principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no l.as. contravengan: así 
como las previstas en tratados internacionales. 
 

Robustece lo expuesto, lo contemplado en el numeral Décimo Séptimo, Décimo Octavo 
Vigésimo tercero de los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de 
la información, así como para la elaboración de versiones públicas, que a la letra señalan:  

 
Décimo séptimo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que de difundirse actualice o potencialice 
un riesgo o amenaza a la seguridad nacional cuando: 
… 
IV. Se obstaculicen o bloqueen las actividades de inteligencia o contrainteligencia y 
cuando se revelen normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones técnicas, 
tecnología o equipo que sean útiles para la generación de inteligencia para la seguridad 
nacional; 
 
VI. Se ponga en peligro la coordinación interinstitucional en materia de seguridad 
nacional; 
 
VII.  Se puedan menoscabar, obstaculizar o dificultar las estrategias o acciones para 
combatir la delincuencia organizada, la comisión de los delitos contra la seguridad de la 
nación, entendiéndose estos últimos como traición a la patria, espionaje, sedición, motín, 
rebelión, terrorismo, sabotaje, conspiración, el tráfico ilegal de materiales nucleares, de 
armas químicas, biológicas y convencionales de destrucción masiva; 
 
VIII.  Se posibilite la destrucción, inhabilitación o sabotaje de cualquier infraestructura de 
carácter estratégico o prioritario, así como la indispensable para la provisión de bienes o 
servicios públicos de agua potable, de emergencia, vías generales de comunicación o de 
cualquier tipo de infraestructura que represente tal importancia para el Estado que su 
destrucción o incapacidad tenga un impacto debilitador en la seguridad nacional; 
… 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser  
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de la 
seguridad nacional; sus normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones 
técnicas, tecnología o equipo útiles a la generación de inteligencia para la Seguridad 
Nacional, sin importar la naturaleza o el origen de los documentos que la consignen. 
 
Décimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que comprometa la seguridad pública, 
al poner en peligro las funciones a cargo de la Federación, la Ciudad de México, los Estados 
y los Municipios, tendientes a preservar y resguardar la vida, la salud, la integridad y el 
ejercicio de los derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público. 
 
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda entorpecer 
los sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
menoscabar o dificultar las estrategias contra la evasión de reos; o menoscabar o limitar la 
capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales. 
 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser 
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de 
la seguridad pública, sus planes, estrategias, tecnología, información, sistemas de 
comunicaciones. 
… 
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Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el 
artículo 113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la 
persona física y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud 
… 
Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VII de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos 
al obstaculizar las acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o 
menoscabar o limitar la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos. 
Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las 
actividades de persecución de los delitos, deben de actualizarse los siguientes 
elementos: 
  
I.        La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en 
trámite; 
II.       Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de 
investigación, o el proceso penal, según sea el caso, y 
III.      Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales 
judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal. 
… 
Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, 
podrá considerarse como información reservada, aquella que por disposición expresa de 
una ley o de un Tratado Internacional del que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal 
carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la Ley General. 
 
Para que se actualice este supuesto de reserva, los sujetos obligados deberán fundar y 
motivar la clasificación de la información, señalando de manera específica el supuesto 
normativo que expresamente le otorga ese carácter. 
 
 

Así las cosas, de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP, las cuales prevén que en los 
casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a 
su vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se 
exponen las siguientes pruebas de daño: 
 
Conforme al artículos 102 constitucional. corresponde al órgano público autónomo 
especializado denominado Fiscalía General de la República: 
 

Artículo 102. 
 
El Ministerio Público de la Federación se organizará en una Fiscalía General de la República como 
órgano público autónomo. dotado de personalidad Jurídica y patrimonio propio. 

 
Corresponde al Ministerio Público de la Federación la persecución, ante los tribunales, de todos los 
delitos del orden federal; y, por lo mismo. 'Solicitará las medidas· cautelares contra los imputados 
buscará. y presentaré! las pruebas que acrediten la participación de éstos en hechos que las leyes 
señalen como delito: procurará que los Juicios federales en materia penal se sigan ·en toda regularidad 
paro. que la impartición de Justicia sea pronta y expedita: pedirá la aplicación de las penas. e intervendrá 
en todos. los asuntos que la ley determine: 
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En este tenor, resultan delitos del orden federal, los que se. comenta contra la Federación·. el de 
delincuencia organizada. los que conforme a leyes generales corresponde conocer a las 
autoridades federales, así como lo que .. sean competencia de. los tribunales federales. 
 
Tal y como lo reconoce el multicitado artículo 102 apartado A párrafo sexto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Fiscalía General de la República se integra por 
servidores. públicos, personas físicas; los cuales· son quienes llevan a cabo directamente· las 
funciones que constitucionalmente se. encargan a ·este órgano público autónomo. 
 
En este sentido la información que se solicita se refiere precisamente a los traslados de esta􀅊 
personas físicas, servidores públicos en relación con las funciones que le son encomendadas. 
 
La divulgación de dicha información ubica. en tiempo y lugar las actividades llevadas a cabo por 
estas personas que tienen la encomienda de. cumplir con los mandatos constitucionales. de La 
Fiscalía General de la República.  
 
En adición a lo anterior. estas personas físicas son identificables de· forma individual. tanto en su 
persona, como en tiempo. y lugar a través de la información sobre los vuelos solicitada. 
 
La identificación de estas personas físicas y sus actividades en cumplimento del servicio público 
que tiene encomendado. permite de igual forma identificar a sus familiares cercanos. mediante 
la busca a través de instrumentos como internet. redes sociales. etc. Es dable identificar 
también a sus familiares. (hermanos. hijos. padres, esposos) y amistades. de donde se puede 
desprender nueva información que permita eventualmente conocer los lugares en los que 
pueden ser localizados posibles motivos por los que puedan ser amenazados o extorsionados. 
 
A lo anterior. se adicionan el hecho que. de dar a conocer la información. se genera un estado 
de riesgo a su seguridad personal y el de sus familias, pues además ya sabrían sus 
movimientos. sí como la forma de interceptarlos. aspecto que impacta e influye negativamente 
en su seguridad. como en el debido ejercicio de Las facultades y atribuciones que en materia 
de investigación y persecución de los delitos tiene el personal de esta Fiscalía.  
 
Las funciones que llevan a cabo los servidores públicos de la institución están dirigidas a 
personas imputadas por hechos que las Leyes tipifican como delitos del orden federal. Hechos 
y presuntos responsables en muchos caos de alta peligrosidad y sin respeto por la vida 
apegadas a las leyes. 
 
Bajo esa tesitura es que se actualizan los parámetros consagrados en nuestro artículo 6 
Constitucional.  
 
Lo anterior resulta así porque la Suprema Corte al resolver el amparo directo 2931/2015, 
concluyó que: el derecho a ser informado no es absoluto. pues a pesar de que el Estado tiene la 
obligación de informar a la población sobre temas de interés y relevancia pública, también se 
debe proteger y garantizar el derecho al honor o el derecho a la privacidad de las personas. 
 
La calidad de servidor público no 􀅊suprime Los derechos humanos a la vida, seguridad, 
privacidad que deben gozar las personas. Por el contrario" el interés general a la misma. vida, 
seguridad y privacidad hace necesaria la debida ponderación entre el derecho a la información 
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que no es absoluto frente a los derechos humanos de los servidores públicos de la Fiscalía 
General de la República y sus familias. 
 
Así lo ha reconocido nuestro Máximo Tribunal, al señalar que la restricción al derecho ·a la 
información es excepcional. debe- ser necesaria y orientada a proteger derechos humanos 
sustantivos, satisfacer un interés público, imperativo, es decir, se encuentra supeditado a: 
ciertos límites como la seguridad nacional, los intereses de la sociedad y los derechos de los 
gobernados (dignidad humana}.  
 
Ahora bien, si bien se· trata de servidores públicos· no es menos cierto que no son personas 
públicas y tiene derecho a la privacidad. mismo que es. reducido. con respecto al que, le asiste 
al resto d ellos ciudadanos por motivos exclusivamente ligados al tipo de actividad que 
desempeñan, ya que ello puede otorgar interés a la comunidad: también es cierto que no todos 
los servidores públicos debe de estar expuestos al dominio público de cualquier persona, pues 
inclusive por ello, la constitución y los tratados internacionales, han hecho patente las 
excepciones  derecho a la información y en diversos asuntos la Suprema Corte ha sostenido 
existen datos que guardan conexión con aspectos que son deseables que la ciudadanía 
conozca, como lo son actuaciones que los servidores públicos como parte de su labor, sin 
embargo existen otros datos o funcionarios que guardar. 
 
Ello es así, porque el interés no nace por el hecho de que la información incida sobre un hecho 
público. o porque la persona a que hace referencia tenga proyección pública o sea funcionario 
público. o porque desarrolle determinada actividad en un recinto igualmente público. es el. 
interés general. el que eventualmente permita pasar por encima de la intimidad de. los 
individuos y dar prevalencia al derecho a la información. mismo que no puede· ser ajeno a los 
derechos humanos que per se. cada individuo posee. dentro de los cuales se encuentra, el 
respeto a la dignidad humana.  
 
Asimismo. resulta claro que el Estado y sus instituciones están obligados a publicar de oficio 
sólo aquella información que· esté relacionada con asuntos de relevancia o interés público que 
pueda trascender a la vida o el ejercicio de los derechos de las personas. y que sea necesaria 
para 􀅊garantizar el pleno ejercicio del derecho a la información en su dimensión colectiva.  
Ello conforme lo previsto en el artículo 6 apartado A. fracciones l. y VIII, párrafo sexto de La 
Constitución Federal; 113, fracción V. de La Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; Vigésimo tercero de Los Lineamientos Generales en Materia de 
Clasificación y desclasificación de La Información, así como para la elaboración de Versiones 
Públicas. Con estos fundamentos .se realiza la siguiente prueba de daño: 
 

A. La divulgación de la información representa un riesgo real. demostrable e identificable, 
de puesta en peligro de la vida. salud y seguridad de los servidores públicos y sus 
familiares toda vez que. los servidores públicos de esta Fiscalía General de la República. 
son los encargados y/o se encuentran al mando del personal que- realiza labores y 
acciones de investigación, obtención de· pruebas. preparación para el ejercicio de la 
acción y ejercicio de la acción penal ante los tribunales. relacionadas con la comisión de 
delitos del orden federal. entre los que se encuentran los cometidos por el crimen 
organizado por lo que revelar la información solicitada. Implica inevitablemente exponer, 
no solo los datos de las actividades llevadas a cabo en cumplimiento' de las funciones 
constitucionales le: da la Fiscalía General .de la República. sino también a su vida, salud, 
seguridad y dignidad humana de dichos servidores públicos y de sus familiares.  
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En ese sentido, es que informar los tiempos y lugares, en que las personas que 'fungen 
como servidores públicos, dan cumplimiento de las funciones constitucionales de la 
Fiscalía ·General de la República. implicaría que· cualquier persona pudiese conocer las, 
estrategias, prácticas y formas de trabajo de los servidores públicos, permitiéndoles 
anticiparse a ellas, impidiendo o modificando las estrategias de ·investigación y 
persecución de los delitos, en detrimento de las atribuciones constitucionales de .la 
Fiscalía General de la República.  
 
Esta afectación al cumplimiento el mandato· constitucional a la Fiscalía, General de .la 
República, al mismo tiempo se traduce en la posibilidad que al conocer las actividades 
desarrolladas en cumplimiento· de estas, harían identificables a las personas en lo 
·individual. la obtención de los datos solicitados y una. búsqueda: a través, de 
instrumentos como internet. redes sociales, etc., permite identificar también a los 
familiares de los servidores públicos (hermanos, hijos; padres, cónyuges. y parejas 
sentimentales). De donde se puede desprender nueva "información que permita 
eventualmente conocer los lugares en los que pueden ser localizados b posibles 
motivos por los que. puedan ser amenazados o extorsionados.  
 
A lo que abona el hecho de dar a conocer la solicitado, se genera un estado de riesgo a 
la seguridad personal, pues además ya sabrían movimientos, operativos, la forma de 
interceptarlos aspectos que impacta e ·influyen negativamente tanto en él. entorno 
social y en el debido. ejercido de las facultades y atribuciones constitucionales que en 
materia de investigación y persecución de los delitos tiene, el personal de la Fiscalía. 
General 'de la República. 
 

B. El riesgo del perjuicio que supondría la divulgación de la información superaría. el interés 
pueblo, al darse a conocer datos-sensibles de las actividades y ejercicio de las 
funciones. Constitucionales de la Fiscalía General de la _República. datos de sus 
servidores públicos, personas, 'formas y rutas dé traslados ponen en rie 􀅊sgo no solo el 
éxito de las funciones institucionales, frente a. imputados del orden federal. así-como los 
grupos dé la delincuencia organizada, sino la vida, salud y seguridad de los servidores 
públicos, de sus familiares y entorno social. involucrando a terceros. 
 
Máxime que conforme los tratados internaciones de lo􀅊 que nuestro país forma parte. se 
tienen ampliamente protegidos. el derecho a la dignidad humana como base de otros 
derechos como el derecho a La Vida. integridad física. libre desarrollo-de La 
personalidad. vida privada, salud. familia. teniendo el derecho a la protección de La Ley 
contra tales injerencias o ataques. ya que se reconoce una superioridad de La dignidad 
humana. prohibiéndose cualquier conducta que La violente. gozando de La más amplia 
protección. en yirtud de todos Los derechos humanos que, se engloban en la misma y 
La calidad de servidores públicos no les coartan dichos derechos.  
 
En este sentido ·es· que en este ·asunto. eh particular. cobra importancia el derecho· a La 
intimidad de Los servidores públicos y su capacidad de autodeterminación toda vez que 
si bien La información requerida refiere a actividades Laborales. no es menos cierto que 
como ya se indicó con la revelación de otros datos adicionales como lo es la solicitada y 
los datos que ya son públicos. impacte inevitablemente en su vida personal y familiar 
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siendo que tienen derecho a decidir revelar (en el ámbito propio y reservado del 
individuo) ante los demás. sean poderes públicos o particulares la formación de datos: 
relativos a la propia persona, familia, pensamientos o sentimientos. Es decir. la plena 
disponibilidad sobre su vida y La decisión de lo que· puede revelar de _su intimidad -a 
los demás.  
 
La publicidad de ciertos datos. inevitablemente impactaran en su vida privada y familiar. 
así como ponerlo en riesgo de su propia vida. seguridad. salud e integridad y de sus 
familiares. pudiéndoles ocasionar un daño irreparable. pues toda persona tiene derecho 
a. vivir su propia vida y desarrollarse ·como pueda y pretenda, sin que ello signifique 
ocultar información. sino que ello signifique ocultar información. sino que ésta pudiera 
desarrollar su vida con libertad y con La posibilidad de resolver, a voluntad propia. que 
aspectos de su vida admite exponer al conocimiento de otros. para salvaguardar su 
dignidad humana.  
 
Así mismo. la información divulgada. restringe y puede significar que se impida que el 
Ministerio Público de la Federación investigue exitosamente Los hechos que· las leyes 
señalan como delitos del orden federal. 
 

C. Atendiendo al principio d proporcionalidad se de􀅊prende que el reservar la información 
solicitadas. ·es el medio menos restrictivo de ·acceso a la información y dicha reserva 
debe prevalecer al proteger el derecho a la vida. salud y· seguridad de los servidores 
públicos y sus familias. así como el derecho a la dignidad humana. ya que inclusive el 
bienestar de sus servidores públicos abona a la potencialización del mejor desempeño 
de sus servidores públicos y constituir a sus labores de procuración de. justicia., la vida, 
la seguridad y la salud, ·de cualquier funcionario público como bien jurídico tutelado ya 
que-·éstos ti􀅊nen como 'fin. garantizar en todo momento una procuración de justicia. 
federal. ·eficaz y eficiente, apegada a los principios de Legalidad, certeza jurídica y 
respe􀅊o ·a los derechos humanos, previsto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y demás, .Leyes y Tratados Internacionales.  

 
II. 
De otra parte, .la investigación y persecución de los delitos una función constitucional que 
corresponde al Ministerio Público de· [a· Federación, el cual se organiza en el órgano publico 
autónomo Fiscalía General" de la República [a persecución de los delitos, conforme-a: los 
artículos; 22 y 102 A de la Constitución Política de Los 'Estados Unidos Mexicanos que resultan' 
.del 'tenor siguiente: 

 
Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías. 
las cuales actuarán-bajo la conducción y.mando de .aquél en .el:ejercicio de,esta función. 
  
El ejercicio de la acción penal ante los. tribunales corresponde -al Ministerio Público; La ley 
determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal ante la 
autoridad Judicial:  
 
Artículo 102.  
A. 
El Ministerio, Público de la Federación se organizará. en una Fiscalía General de la 
República. como órgano público autónomo; dotado de personalidad jurídica y patrimonio 
propio propio, 
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Corresponde al Ministerio Público dé la Federación la Persecución; .ante· los tribunales, de 
todos los delitos del orden federal ."y, por lo mismo, las medidas cautelares contra los 
imputados,: buscará y presentará .. las pruebas 'que acrediten la· participación de: éstos en-
hechos que las leyes señalen como delito procurará que los Juicios. Federales en materia 
penal se sigan con toda regularidad para qué. la impartición de justicia sea pronta y 
.expedito; pedirá la aplicación de las penas; e intervendrá en .todos los asuntos que la ley 
determine: 

 
En este sentido. el Ministerio Publico de la Federación debe realizar sus funciones. con la 
secrecía que cada caso requiera.  
 
Para estas actividades, se hace necesario el transporte y traslado de personas y cosas. a fin de 
cumplir con el mandato constitucional de perseguir en los tribunales los delitos del orden 
federal. así como buscar y presentar las pruebas que acrediten Ja participación de [os 
imputados .éstos en hechos que las Leyes señalen como delitos del orden federal.  
 
Esta búsqueda de indicios y medios de pruebas ara ser presentados en ju idos requiere que. las 
actividades de los servidores públicos de la Fiscalía General de la República se lleven a cabo 
con el más· estricto sigilo.  
 
Sigilo reconocido por el ·artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales. al 
establecer: 
 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
 
Los registros de la investigación. así como todos los documentos. independientemente de su 
contenido o naturaleza. los objetos; tos registros de voz ·e imágenes o cosas que le estén 
relacionados, son estrictamente reservados. por lo. que únicamente· las partes. podrán tener 
acceso ó los mismos. con las limitaciones .. establecidas· en este Código y demás disposiciones 
aplicables.  
 
La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la 
investigación eh cualquier momento 

 
Estas funciones constitucionales representan actividades que ponen en riesgo la integridad 
física. y la vida de Los servidores públicos de La Fiscalía General de [a República, así como de 
sus familias. por relacionarse con imputados. por hechos 􀅊que las leyes señalan como delitos del 
orden federal y miembros de la delincuencia organizada. 
 
En consecuencia. Las funciones de la Fiscalía General de La República se encuadran en los. 
Supuestos. de la fracción VII del artículo 110 de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
información Pública. Vigésimo sexto de los Lineamientos Generales de Clasificación y 
Desclasificación de la información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas porque 
la revelación de la información constituye una obstrucción a la persecución de los delitos. Al 
efecto. 'Se realiza la siguiente prueba de daño: 
 

a. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable, 
.de perjuicio significativo a La procuración de Justicia al presentar un riesgo de 
obstrucción a las funciones· constitucionales otorgadas a esta Fiscalía General de La 
República, al obstaculizar las acciones y planes implementadas por ésta en las carpetas 
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de investigación/averiguaciones previas .limitando las referidas funciones y la capacidad 
de reacción de tos servidores públicos para realizar las funciones investigación y 
persecución de los delitos del .orden federal. integración de las. ·carpetas de 
investigación/averiguaciones previas, relacionadas con la comisión de delitos cometidas 
por organizaciones criminales y delincuentes federales que cometen hechos 
clasificados como delitos que conforma a Leyes generales corresponde ·conocer a las 
autoridades federales. 

 
Ello es- así- pues entregar la información solicitada implica exponer los datos de. las 
actividades llevada a cabo en cumplimento de Las funciones de La Fiscalía Gen􀅊eral de 
la República y revela lugares, personas, actividades llevadas a cabo en cumplimiento de 
las funciones constitucionales de la Fiscalía General de La· República, provocando que -
cualquier persona pudiese aprovecharse de ·ellas, estorbando con ellos los actos .de 
investigación y persecución de .Los delitos quebrantando inclusive el sigilo .que deben 
guardar estas conforme lo dispone el artículo 218 del Código Nacional. de 
Procedimientos Penales. 

 
Siendo por dicha razón que resulta además que estamos imposibilitados jurídicamente 
evidenciar algún número de averiguación previa/carpeta de investigación o. proceso 
penal determinado, así como de dirección y coordinación d los servidores públicos que 
llevan a cabo funciones sustantivas y el personal que los auxilia, sin embargo. La 
existencia de incidencia delictiva que se reporta es, con· mes. uy- se encuentra 
disponible en la página electrónica de Secretariado Ejecutivo el Sistema Nacional de 
·seguridad Pública:  
 
https://www.gob.mx/sesnsp/acciones-y-programas/incidencias­deUctiva-del-fuem-
federal?idiom-es. 

 
Ahora bien, se. debe considerar que tratándose de averiguaciones previas/carpetas de 
investigación y procesos penales que la revelación de información podría impactar a las 
partes del proceso penal. Quienes s􀅊on las únicas legitimas para tener información al 
respecto, ya que. cuando quien solicita la información no es parte en la indagatoria o 
proceso. el Estado está obligado a contar con mecanismos menos lesivos. al derecho de 
acceso a la justicia para proteger La difusión del contenido de Las investigaciones en -
curso y La integridad de Los expedientes.  
 
En ese sentido también se acredita el vínculo. que existe· ente la información solicitada y 
la carpeta de investigación/averiguación previa, o el proceso penal en trámite. puesto 
que-dichos hechos al ser posiblemente constitutivos de delitos del orden federal 
corresponden en su investigación y ejercicio de La acción penal a esta Fiscalía General 
de la República. a través de sus servidores públicos. 

 
b. El riesgo del perjuicio que supondría la divulgación de la información superaría ·el 

interés. público. la información solicitada conlleva datos sensibles de las actividades y 
ejercicio de las funciones constitucionales de la Fiscalía General de la República. datos 
de personas. que por el sigilo de investigación no deben ser conocidos y que 􀅊 mediante 
un simple ejercicio deductivo podrían ser descubiertos. así como forma y rutas de 
traslados, líneas y estrategias de investigación, poniendo en riesgo, el éxito d􀅊e las 
funciones institucionales. frente a imputadas del orden federal. así como los grupos de la 
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delincuencia organizada. Ello derivado de que Las actuaciones de la Fiscalía General de 
la República tienen como fin el interés público. o general. así como la investigación y 
persecución de Los delitos federales. 

 
Abona a· lo anterior. el hecho qué la divulgación de la ·información trasciende a Los 
funcionarios públicos ·de ·esta Fiscalía General de La República y al ser enlazados o 
asociados con otra información obtenida de diversas fuentes, a partir de estos. se 
revelan otros datos que en su conjunto que les permiten reconstruir Las actividades en 
cumplimiento del mandato constitucional de buscar Las pruebas relativas él los hechos 
que se investigan. los indicios y pruebas. que. ·se buscan, Los Lugares objeto de Las· 
diligencias de investigación, sobre todo tomando en cuenta que etas actividades deben 
realizarse en regiones que son de domino predominante de delincuentes federales. y de 
grupos delincuenciales, lo que pone en riesgo el alcance y fines de Las actividades de 
investigación e inclusive él ejercicio de La acción penal afectando el normal y correcto 
cumplimiento de las funciones constitucionales de la Fiscalía General de la República.  
 
Luego entonces, se actualizan los parámetros internacionales consagrados en nuestro 
artículo e Constitucional que prevé, que el derecho de acceso a la información puede 
limitarse en virtud de: a) interés público, así como remite a la legislación secundaria- para 
el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que 
busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de 
acceso a la Información. 
 

c. Atendiendo el principio de proporcionalidad, se desprende que el reservar la 
información solicitas, es el medio menos restrictivo de acceso a la información y dicha 
reserva debe prevalecer al proteger las funciones de procuración de Justicia que 
reportan el beneficio o perjuicio de la sociedad mexicana, ya que las funciones de 
procuración d􀅊 justicia realizadas. PGR la Fiscalía General del􀅊 República Inciden en los 
intereses d ésta pues es a los gobernados, a quien le repercute directamente el éxito o 
fracaso de la sanción penal de- los delitos federales conforme a las leyes existentes, así 
como a las víctimas fon quienes el estado mexicano tiene el deber de lograr una 
reparación integral del daño·. por lo que de revelarse la información podría resultar 
contraproducente a las funciones ministeriales que se reitera. son de orden público al 
ser el único órgano constitucionalmente facultado para ejercer la acción penal, así como 
incidir en la protección de la Vida. la seguridad y la salud. De cualquier ciudadano y 
funcionario público, como bien jurídico tutelado, ya que éstos tienen como fin garantizar 
en todo momento una procuración de justicia federal. eficaz y eficiente apegada a los 
principios de legalidad. ·certeza jurídica y respeto. a los derechos, humanos previstos en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. y demás Leyes y Tratados 
Internacionales. 

 
III. 
A la fiscalía General de la· República le corresponde investigar y perseguir los delitos. entre los 
que encontramos, aquellos cuyo bien jurídico tutelado es la Seguridad Pública (investigación y 
persecución de los ·delitos)' y la Seguridad Nacional (combate a la-delincuencia organizada). 
 
En este orden de ideas. aquellos. delitos que atentan contra la estabilidad de la nación son. 
competencia de La Fiscalía General de La República. por resultar amenazas de seguridad 
nacional  
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Al erecto la Ley de Seguridad Nacional Señala: 
 

Artículo 5 Para los efectos de la presente Ley. son amenazas a 
 
I. Actos tendentes a consumar espionaje. sabotaje; terrorismo. rebelión, traición a La patria. 

genocidio. en contra de Los· Estados Unidos Mexicanos dentro del territorio nacional; 
 
II. Actos de interferencia extranjera ·en los asuntos nacionales que puedan implicar una afectación al 

Estado Mexicano: 
 
III. Actos que􀅊e impidan a las autoridades actuar contra la delincuencia organizada 
 
IV. Actos _tendentes a que􀅊brantar la. unidad de las partes integrantes de la Federación. señaladas en. 

el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
 
V. Actos tendentes a obstaculizar o bloquear operaciones militares o navales contra la delincuencia 

organizada: 
 
VI. Actos eh contra de la seguridad de la aviación: 
 
VII. Actos que atenten e􀅊n contra del personal diplomático: 
 
VIII. Todo acto tendente a consumar el tráfico ilegal' de materiales nucleares. de armas químicas. 

biológicas y convencionales de destrucción masiva: 
 
IX. Actos ilícitos en contra de la navegación marítima: 
 
X. Todo acto de financiamiento. que acciones y organizaciones terroristas 
 
XI. Actos tendentes a obstaculizar o bloquear actividades de. inteligencia o contrainteligencia; 
 
XII. Actos tendientes a destruir o Inhabilitar la Infraestructura de carácter estratégico o indispensable 

para la provisión de bienes o servicios públicos, y 
 
XIII.Actos ilícitos eh contra del fisco federal a los que hace referencia el artículo 167 del Código 

Nacional de· Procedimientos Penales. 
 

Todos estos actos constituyen delitos del orden ·federal previstos en los artículos 123 a 129, 132 
a 140, 146 a 149 bis, 170 y 172 bis del Código Penal Federal: así como los artículos 167 del Código 
Nacional de· Procedimientos Penales; 102, 104, 105, 108, 109 y 113 bis del Código Fiscal de la 
Federación: 533, 559, 560 y 561, de la Ley de Vías Generales de Comunicación, ·2, A, 11 bis 2 y 2B 
de la Ley Federal Contra La Delincuencia Organizadora; 48 a 51 de La Ley Federal para el 
Control de Sustancias Químicas. Susceptibles de desvío para la Fabricación de Armas Químicas, 
entre otros.  
 
En consecuencia, las funciones ·de la Fiscalía General de .la República se encuadran en los 
supuestos de las fracciones I y X del artículo 110 de la Ley Federal de. Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, en relación con el artículo 51, el cual prevé una disposición expresa, en 
materia de reserva de i información por comprometer la. Seguridad Nacional, reserva ·que 
resulta acorde: con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y esta Ley Federal de Transparencia y Acceso, 
a la Información Pública, Décimo séptimo y Cuadragésimo noveno de los Lineamientos 
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Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información. así como la 
Elaboración de Versiones Públicas. Al efecto. se realiza la siguiente prueba de daño: 
 

a. La. divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable; 
de perjuicio significativo a la seguridad nacional toda vez que, los servidores públicos de 
esta Fiscalía General de la República son Los encargados y/o se encuentran al mando del 
personal que realiza labores y acciones de investigación. persecución e Integración de Las 
carpetas de: investigación/averiguaciones previas, relacionadas con la comisión de. 
delitos cometidos por el crimen organizado delitos del orden federal. tos que se cometan 
contra la Federación. os que conforme a leyes generales corresponde conocer a las 
autoridades federales. así como la que sean competencia de los tribunales federales por 
lo que· revelar la información solicitada. implica inevitablemente exponer no solo los datos 
de las actividades. Llevadas a cabo en cumplimiento de las funciones de la Fiscalía 
General de La República.  
 
En ese sentido. revelar los lugares. personas. actividades llevadas a cabo en cumplimiento 
de las funciones constitucionales de la Fiscalía General de la República. implicarla. que 
cualquier persona pudiese anticiparse a ellas. estorbando con ellos los actos de 
investigación y persecución de Los delitos que constituyen amenazas a La Seguridad 
Nacional. 
 
b. El riesgo del perjuicio que supondría la divulgación de la información. superaría el 
interés público. al darse, a conocer datos sensibles de las actividades y ejercicio de las 
funciones constitucionales de la Fiscalía General de la República. datos de personas. 
formas y rutas de traslados. Líneas y estrategias e investigación, poniendo en riesgo el 
éxito de Las funciones institucionales. frente a imputados del orden federal. así como los 
grupos de La delincuencia organizada! ello. derivado de que las actuaciones ·de la Fiscalía 
General de La República. tienen como fin el interés público o general. así como la 
investigación y persecución de los delitos federales. 
 
A lo anterior se abona él hecho de que la divulgación de la información solicitada. al ser 
enlazada o asociada con otra información obtenida de diversas fuentes. a partir de estos, 
se revelan otros datos que en su conjunto que les permiten reconstruir las actividades en 
cumplimento de. mandato constitucional d buscar las pruebas. relativa. a los hechos que 
se investiga. los indicios y pruebas que se buscan. los. lugares objeto de Las diligencias de 
investigación, sobre todo tomando en cuenta que etas actividades deben realizarse en 
regiones que son de domino predominante de ·delincuentes federales y de grupos 
delincuenciales. Luego La divulgación de esta información pondría en "riesgo el éxito de 
las actividades de investigación. afectando en normal y correcto cumplimiento de las 
funciones constitucionales de la Fiscalía General de la República.  
 
En contrapartida la información divulgada, pone en peligro al Ministerio Público de· la 
Federación y que investigue exitosamente los hechos que las leyes señalan como delitos 
del orden federal. Mientras que el conocimiento de la información relativa a vuelos ·en 
helicóptero no produce. ningún beneficio al interés público.  
 
Bajo esa tesitura .es que se actualizan los parámetros. internacionales consagrados en 
nuestro artículo 6 Constitucional, que prevé, que el derecho de. acceso a la información 
puede limitarse. en. virtud de: a) interés público; b) vida privada y e) datos personales, as􀅊í 
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como remite a la legislación secundaria. para el desarrollo. de, los supuestos específicos 
en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. 
 
c. Atendiendo. el principio de proporcionalidad se desprende qué el reservar La 
información solicitadas, es el medio menos restrictivo de acceso a la información y dicha. 
reserva debe prevalecer al proteger la seguridad nacional la cual atiende al interés de 
cada Nación. En su vertiente de procuración de justicia, la vida, la seguridad ·y La salud, 
'de cualquier funcionario público como bien jurídico tutelado, ya que ·estos tienen como 
fin garantizar en todo momento una procuración de justicia federal. eficaz y eficiente, 
apegada a los principios de legalidad, ·certeza jurídica y respeto a los derechos humanos 
previstos· en la Constitución Política de los Estados Unidos. Mexicanos, y demás Leyes y 
Tratados Internaciones. 
 
Luego entonces. se debe considerar que la información solicitada puede afectar 
irreparablemente los derechos humanos ele los servidores públicos, así como lesionar 
gravemente. el interés público de. La sociedad, ya que muchas veces los datos que se 
obtienen bajo La tutela del ejercicio del derecho a la información, cuando se correlaciona 
con otras piezas permitan tener una visión de conjunto del mosaico" que constituye .la 
estructura y operación de una institución. E Procuración de Justicia, ·como es el caso de 
La Fiscalía General de la República. 

 
Ello es así porque la información en el momento que es observada en un contexto. recopilando 
y reconstruyendo pequeños datos, puede revelar la opacidad operativa y económica de la 
Institución y de sus servidores públicos. dañarles irreparablemente derechos humanos y bienes 
jurídicos tutelados en favor de la nación 'Y sociedad mexicana. pues la información obtenida por 
dicho medio. así como notas periodísticas e incluso redes sociales (vínculos familiares). los 
grupos delictivos y delincuentes estaría capacitados y en condiciones para conocer e identificar 
las operaciones. e identificar. las rutas y zonas de traslados/viajes. de cada una de las personas 
que realizan actos de investigación y persecución de los. delitos federales y delincuencia 
organizada.  
 
De esta manera la publicidad de la información solicitada. ·no. solo es susceptible de 
transparentar y conocer la capacidad de ·reacción operativa y económica: de la Fiscalía General 
de la República son de generar amenazas al éxito del combate a los delitos federales y la 
delincuencia organizada a través de actos tendentes a obstaculizar o bloquear actividades· de: 
inteligencio o contrainteligencia en el combate a la delincuencia y la investigación de cielitos 
federales. ya qu 􀅊e al identificarse sus actividades dé los servidores públicos encargados de 
dichas tareas se- encontraron expuestos a amenazas reales e ·inminentes. tanto a 􀅊u vida e 
integridad físico como a la de su familia, pues es uno de· tos medios utilizados por los grupos 
delincuenciales para tiene acceso y descubrimiento de. información sensible.  
 
Además, se destaca que la divulgación de la: información de los servidores públicos de esta 
Fiscalía pone en peligro la secrecía constitucional y legal que deben guardar las 
investigaciones. pues tal información implica la. revelación de la identidad de quienes. en el 
contexto actual. se ·encuentran al frente. y llevan a cabo identidad de quienes. en el contexto 
actual. se ·encuentran al frente. y llevan a cabo tareas de alta peligrosidad (investigación y 
persecución de delitos federales).  
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Dicha información puede ser utilizada por sujetos ajenos al procedimiento penal para, impedir el 
debido combate a la delincuencia.  
 
De todo lo anterior se acredita un nexo causal entre· la entrega de información solicitada y la 
eficacia, objetividad y debida diligencia que rigen a. esta Institución y a sus servidores públicos, 
además de una vulneración flagrante a su derecho a la dignidad humana, vida, seguridad; salud 
de estos y sus familias por lo que no existe justificación para que se vulneren dichos derechos 
frente al derecho a la información del solicitante. 
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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B.3. Folio de la solicitud 0001700066421 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra de terceras personas 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“a) Deseo saber si existe alguna denuncia en contra de Guillermo Gutiérrez Badillo, secretario 
privado del gobernador de Querétaro, Francisco Domínguez Servién, quien en agosto de 2020 fue 
exhibido en un video recibiendo bolsas con dinero, lo que derivó en su destitución. 
 
b) Deseo saber si el gobernador Francisco Domínguez Servién u otro funcionario del Poder 
Ejecutivo de Querétaro denunció a Guillermo Gutiérrez Badillo, quien en agosto de 2020 fue 
exhibido en un video recibiendo bolsas con dinero, lo que derivó en su destitución.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: FECC, SCRPPA y SEIDF.  

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0196/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respecto de afirmar o negar 
la existencia o inexistencia de investigaciones o 
procedimientos penales en contra de la persona citada en 
la petición; ello conforme a lo previsto en el artículo 113, 
fracción I de la LFTAIP. 
 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine su culpabilidad a través de una 
sentencia condenatoria irrevocable, divulgar el nombre o nombres de las personas que han sido 
sujetas a líneas de investigación, se encontraría directamente relacionada con la afectación a su 
intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra la presunción de inocencia, generando un juicio 
a priori por parte de la sociedad. 

 
De esta forma, se precisa la imposibilidad por parte de esta Representación Social para emitir 
pronunciamiento sobre información que pueda atender la petición de mérito, por lo que 
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actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a 
la letra establece: 
 

TÍTULO CUARTO 
INFORMACIÓN CLASIFICADA 

CAPÍTULO III 
De la Información Confidencial 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 
 

Aunado a lo anterior, se precisa que en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones públicas, se dispone lo 
siguiente: 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO. Se considera información confidencial: 
I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y  
III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como 
confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o 
identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de 
estar sujeta a temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la 
información o sus representantes legales. 
 
Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna investigación a cargo de esta Fiscalía, esto es, que la misma permita 
señalar  o vincular a una persona con algún hecho posiblemente constitutivo de delito diverso 
a materia de delincuencia organizada y, que no cuente con una sentencia irrevocable, afecta 
directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, 
al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya 
determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando sea parte en el 
procedimiento penal, a saber: 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
ARTÍCULO 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  
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En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable.  

 
Robustece ello, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de 
definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber:  
 

Tesis: I.3o.C. J/71 (9a.)   
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Tribunales Colegiados de Circuito 
160425   1 de 3   
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5  Pag. 4036   
 
DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y 
ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes 
materiales de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que 
deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la 
finalidad del legislador, al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el 
Distrito Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y 
segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce 
su derecho de expresión a través de un medio de información masivo, afecte a sus semejantes, 
atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el 
orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe 
entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración 
que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el 
daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) 
que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 
Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
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Página: 1309 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 
6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, 
el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. 
otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que 
sometan dicha manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se 
ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una 
Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público.  
 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 
deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto 
mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos 
de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o 
a la perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de 
ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el 
orden público.  
Tesis Aislada 
Novena Época  
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Pleno  
Tomo: XI, Abril de 2000  
Tesis: P. LX/2000  
Página: 74 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho 
a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de 
la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la 
figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" 
o ‘secreto burocrático’. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo 
de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 
ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a 
que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar 
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daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que 
hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

 
Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía 
de los presuntos responsables, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 

 
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

 
Asimismo, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de presunción de 
inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a 
la letra establece: 
 

ARTÍCULO 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

 
De lo expuesto, se colige que dar a conocer lo requerido representa afectar la esfera de la vida 
privada de una persona identificada e identificable, al generar una percepción negativa sobre la 
persona, ya que se vulnera su honor y su intimidad, y por lo tanto su presunción de inocencia, 
en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad, sin 
que hayan sido demostradas, afectando su prestigio y buen nombre, tal es el caso de señalar 
que alguna persona ha cometido algún hecho posiblemente constitutivo de delito.   
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.4. Folio de la solicitud 0001700071221 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra de terceras personas 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“1.-Quiero saber cuántas averiguaciones previas y carpetas de investigación ha abierto la FGR 
(antes PGR) en contra del ex gobernador Roberto Borge Angulo en el periodo que abarca entre el 
1 de diciembre de 2000 a la fecha de la presente solicitud.  2.-En la respuesta favor de detallar el 
número de la averiguación y carpeta de investigación (según sea el caso) 3.-Favor de precisar en 
cada indagatoria iniciada el delito denunciado 4.-Favor de indicar la fecha de inicio de la 
indagatoria 5.- Favor de indicar el estatus de cada una de las indagatorias iniciadas (si continúan 
en trámite, se sobreseyeron, archivaron, se acumularon, se consignaron o judicializaron, si 
concluyeron con un criterio de oportunidad, si se logró sentencia o culminó en no ejercicio de la 
acción penal. (según sea el caso de la conclusión). 6.-En caso de haber concluido en no ejercicio 
de la acción penal, favor de precisar la fecha de dicha resolución. 7.-En caso de haberse 
consignado o judicializado, quiero saber el número de averiguación o carpeta, en qué causa 
penal recayó y el juzgado donde se radicó. 8.-Quiero saber si en alguna de las consignadas y 
judicializadas se logró alguna sentencia condenatoria, ya sea en primera instancia o definitiva 
(detallar en cual causa penal, por qué delito y el tipo de sentencia). 9.-Quiero saber si en alguna 
de las consignadas y judicializadas se obtuvo sentencia absolutoria o sobreseimiento (favor de 
detallar el número de causa penal y juzgado). 10.-Solicito que la búsqueda se realice con un 
criterio amplio buscando la información referente a indagatorias en general iniciadas contra la 
mencionada persona respecto de las cuales ya se haya notificado al imputado los hechos que se 
investigan por delitos relacionados al ejercicio del encargo (como servidor público o particular) o 
por cualquier tipo de delito (no sólo de corrupción) que se encuentren en alguno de estos 
supuestos: 1) en trámite tras haber sido iniciadas, 2) consignadas o judicializadas en proceso 
penal pendiente de resolver, 3) concluidas por el NEAP o terminadas por la aplicación de un 
medio alternativo de controversia o 4) concluidas con sentencia  (Quiero aclarar que no estoy 
pidiendo acceso a las actuaciones dentro de las averiguaciones previas, solo estoy pidiendo 
información general y estadística relacionada a dichas indagatorias). Una información similar ya 
se entregó en el folio 0001700048917 (también referente a un ex servidor público) y en respuesta a 
la solicitud 0001700569619 (RRA 01420/20).  Además la información debe ser pública porque en 
el RR 9663/19 Y RRA 01420/20 el INAI se ha pronunciado por la importancia de dar a conocer 
información relacionada a la solicitada en esta solicitud cuando se trate de personas que hayan 
sido servidores públicos. En el mismo recurso de revisión el INAI pidió a la FGR extender la 
búsqueda en indagatorias iniciadas por hechos relacionados al ejercicio de sus funciones. 
También en el recurso de revisión 1297/13 del entonces llamado IFAI, los comisionados se 
pronunciaron por dar información referente a indagatorias en trámite cuando se justifique la 
prevalencia del ejercicio del derecho de acceso a la información sobre el principio constitucional 
que rige el derecho a la privacidad y la intimidad de esa persona.” (Sic) 
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Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CAIA, SEIDO, SEIDF, FEDE, SCRPPA y 
FECC.  

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0197/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respecto de afirmar o negar 
la existencia o inexistencia de investigaciones o 
procedimientos penales en contra de la persona citada en 
la petición; ello conforme a lo previsto en el artículo 113, 
fracción I de la LFTAIP. 
 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine su culpabilidad a través de una 
sentencia condenatoria irrevocable, divulgar el nombre o nombres de las personas que han sido 
sujetas a líneas de investigación, se encontraría directamente relacionada con la afectación a su 
intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra la presunción de inocencia, generando un juicio 
a priori por parte de la sociedad. 

 
De esta forma, se precisa la imposibilidad por parte de esta Representación Social para emitir 
pronunciamiento sobre información que pueda atender la petición de mérito, por lo que 
actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a 
la letra establece: 
 

TÍTULO CUARTO 
INFORMACIÓN CLASIFICADA 

CAPÍTULO III 
De la Información Confidencial 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 
 

Aunado a lo anterior, se precisa que en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones públicas, se dispone lo 
siguiente: 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO. Se considera información confidencial: 
I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
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II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y  
III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como 
confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o 
identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de 
estar sujeta a temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la 
información o sus representantes legales. 
 
Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna investigación a cargo de esta Fiscalía, esto es, que la misma permita 
señalar  o vincular a una persona con algún hecho posiblemente constitutivo de delito diverso 
a materia de delincuencia organizada y, que no cuente con una sentencia irrevocable, afecta 
directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, 
al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya 
determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando sea parte en el 
procedimiento penal, a saber: 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
ARTÍCULO 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable.  

 
Robustece ello, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de 
definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber:  
 

Tesis: I.3o.C. J/71 (9a.)   
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Tribunales Colegiados de Circuito 
160425   1 de 3   
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5  Pag. 4036   
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DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y 
ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes 
materiales de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que 
deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la 
finalidad del legislador, al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el 
Distrito Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y 
segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce 
su derecho de expresión a través de un medio de información masivo, afecte a sus semejantes, 
atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el 
orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe 
entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración 
que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el 
daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) 
que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 
Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
Página: 1309 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 
6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, 
el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. 
otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que 
sometan dicha manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se 
ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una 
Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público.  
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Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 
deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto 
mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos 
de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o 
a la perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de 
ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el 
orden público.  
Tesis Aislada 
Novena Época  
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Pleno  
Tomo: XI, Abril de 2000  
Tesis: P. LX/2000  
Página: 74 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho 
a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de 
la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la 
figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" 
o ‘secreto burocrático’. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo 
de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 
ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a 
que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar 
daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que 
hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

 
Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía 
de los presuntos responsables, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 

 
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

 
Asimismo, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de presunción de 
inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a 
la letra establece: 
 

ARTÍCULO 13. Principio de presunción de inocencia 
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Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

 
De lo expuesto, se colige que dar a conocer lo requerido representa afectar la esfera de la vida 
privada de una persona identificada e identificable, al generar una percepción negativa sobre la 
persona, ya que se vulnera su honor y su intimidad, y por lo tanto su presunción de inocencia, 
en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad, sin 
que hayan sido demostradas, afectando su prestigio y buen nombre, tal es el caso de señalar 
que alguna persona ha cometido algún hecho posiblemente constitutivo de delito.   
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.5. Folio de la solicitud 0001700072521 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra de terceras personas 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“SOLICITO CONOCER TODAS LAS DENUNCIAS INICIADAS EN CONTRA DE GABRIELA LIMÓN 
GARCIA, ACTUAL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO FISCALÍA GENERAL DE 
JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, NUMERO DE EXPEDIENTE, DELITO Y SANCIÓN Y ESTATUS 
POR TODOS LOS CARGOS COMO SERVIDORA PÚBLICA.” (Sic) 
 
Otros datos para facilitar su localización: 
“REQUIERO LA INFORMACIÓN DE LA FECC, SEIDF, Y SCRPA” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: SEIDF, SCRPPA y FECC 

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0198/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respecto de afirmar o negar 
la existencia o inexistencia de investigaciones o 
procedimientos penales en contra de la persona citada en 
la petición; ello conforme a lo previsto en el artículo 113, 
fracción I de la LFTAIP. 
 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine su culpabilidad a través de una 
sentencia condenatoria irrevocable, divulgar el nombre o nombres de las personas que han sido 
sujetas a líneas de investigación, se encontraría directamente relacionada con la afectación a su 
intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra la presunción de inocencia, generando un juicio 
a priori por parte de la sociedad. 

 
De esta forma, se precisa la imposibilidad por parte de esta Representación Social para emitir 
pronunciamiento sobre información que pueda atender la petición de mérito, por lo que 
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actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a 
la letra establece: 
 

TÍTULO CUARTO 
INFORMACIÓN CLASIFICADA 

CAPÍTULO III 
De la Información Confidencial 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 
 

Aunado a lo anterior, se precisa que en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones públicas, se dispone lo 
siguiente: 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO. Se considera información confidencial: 
I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y  
III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como 
confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o 
identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de 
estar sujeta a temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la 
información o sus representantes legales. 
 
Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna investigación a cargo de esta Fiscalía, esto es, que la misma permita 
señalar  o vincular a una persona con algún hecho posiblemente constitutivo de delito diverso 
a materia de delincuencia organizada y, que no cuente con una sentencia irrevocable, afecta 
directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, 
al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya 
determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando sea parte en el 
procedimiento penal, a saber: 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
ARTÍCULO 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  
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En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable.  

 
Robustece ello, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de 
definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber:  
 

Tesis: I.3o.C. J/71 (9a.)   
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Tribunales Colegiados de Circuito 
160425   1 de 3   
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5  Pag. 4036   
 
DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y 
ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes 
materiales de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que 
deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la 
finalidad del legislador, al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el 
Distrito Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y 
segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce 
su derecho de expresión a través de un medio de información masivo, afecte a sus semejantes, 
atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el 
orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe 
entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración 
que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el 
daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) 
que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 
Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
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Página: 1309 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 
6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, 
el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. 
otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que 
sometan dicha manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se 
ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una 
Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público.  
 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 
deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto 
mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos 
de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o 
a la perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de 
ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el 
orden público.  
Tesis Aislada 
Novena Época  
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Pleno  
Tomo: XI, Abril de 2000  
Tesis: P. LX/2000  
Página: 74 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho 
a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de 
la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la 
figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" 
o ‘secreto burocrático’. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo 
de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 
ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a 
que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar 
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daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que 
hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

 
Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía 
de los presuntos responsables, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 

 
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

 
Asimismo, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de presunción de 
inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a 
la letra establece: 
 

ARTÍCULO 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

 
De lo expuesto, se colige que dar a conocer lo requerido representa afectar la esfera de la vida 
privada de una persona identificada e identificable, al generar una percepción negativa sobre la 
persona, ya que se vulnera su honor y su intimidad, y por lo tanto su presunción de inocencia, 
en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad, sin 
que hayan sido demostradas, afectando su prestigio y buen nombre, tal es el caso de señalar 
que alguna persona ha cometido algún hecho posiblemente constitutivo de delito.   
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.6. Folio de la solicitud 0001700074221 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra de terceras personas 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Por medio de la presente solicito lo siguiente 
1.- Indique cuántas denuncias y/o querellas ha presentado este organismo en contra del ex 
presidente del municipio de Carmen, Campeche, Pablo Gutiérrez Lazarus durante los ejercicios 
2018, 2019, 2020 y lo que va del 2021.  
2.- Manifieste los números de expedientes y/o carpetas de investigación con sus respectivos 
hechos, omisiones, y/o delitos que motivaron las denuncias y/o querellas que versen en contra 
del ex presidente del municipio de Carmen, Campeche, Pablo Gutiérrez Lazarus.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: SEIDF, SCRPPA, FEDE, FEMDH y FECC 

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0199/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respecto de afirmar o negar 
la existencia o inexistencia de investigaciones o 
procedimientos penales en contra de la persona citada en 
la petición; ello conforme a lo previsto en el artículo 113, 
fracción I de la LFTAIP. 
 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine su culpabilidad a través de una 
sentencia condenatoria irrevocable, divulgar el nombre o nombres de las personas que han sido 
sujetas a líneas de investigación, se encontraría directamente relacionada con la afectación a su 
intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra la presunción de inocencia, generando un juicio 
a priori por parte de la sociedad. 

 
De esta forma, se precisa la imposibilidad por parte de esta Representación Social para emitir 
pronunciamiento sobre información que pueda atender la petición de mérito, por lo que 
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actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a 
la letra establece: 
 

TÍTULO CUARTO 
INFORMACIÓN CLASIFICADA 

CAPÍTULO III 
De la Información Confidencial 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 
 

Aunado a lo anterior, se precisa que en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones públicas, se dispone lo 
siguiente: 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO. Se considera información confidencial: 
I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y  
III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como 
confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o 
identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de 
estar sujeta a temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la 
información o sus representantes legales. 
 
Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna investigación a cargo de esta Fiscalía, esto es, que la misma permita 
señalar  o vincular a una persona con algún hecho posiblemente constitutivo de delito diverso 
a materia de delincuencia organizada y, que no cuente con una sentencia irrevocable, afecta 
directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, 
al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya 
determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando sea parte en el 
procedimiento penal, a saber: 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
ARTÍCULO 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  



 
 
 
 
 
 
 
 

Décima Sesión Ordinaria                                                                                                                                         50 
 

 

En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable.  

 
Robustece ello, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de 
definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber:  
 

Tesis: I.3o.C. J/71 (9a.)   
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Tribunales Colegiados de Circuito 
160425   1 de 3   
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5  Pag. 4036   
 
DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y 
ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes 
materiales de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que 
deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la 
finalidad del legislador, al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el 
Distrito Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y 
segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce 
su derecho de expresión a través de un medio de información masivo, afecte a sus semejantes, 
atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el 
orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe 
entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración 
que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el 
daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) 
que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 
Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
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Página: 1309 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 
6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, 
el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. 
otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que 
sometan dicha manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se 
ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una 
Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público.  
 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 
deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto 
mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos 
de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o 
a la perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de 
ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el 
orden público.  
Tesis Aislada 
Novena Época  
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Pleno  
Tomo: XI, Abril de 2000  
Tesis: P. LX/2000  
Página: 74 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho 
a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de 
la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la 
figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" 
o ‘secreto burocrático’. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo 
de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 
ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a 
que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar 
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daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que 
hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

 
Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía 
de los presuntos responsables, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 

 
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

 
Asimismo, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de presunción de 
inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a 
la letra establece: 
 

ARTÍCULO 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

 
De lo expuesto, se colige que dar a conocer lo requerido representa afectar la esfera de la vida 
privada de una persona identificada e identificable, al generar una percepción negativa sobre la 
persona, ya que se vulnera su honor y su intimidad, y por lo tanto su presunción de inocencia, 
en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad, sin 
que hayan sido demostradas, afectando su prestigio y buen nombre, tal es el caso de señalar 
que alguna persona ha cometido algún hecho posiblemente constitutivo de delito.   
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.7. Folio de la solicitud 0001700075121 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra de terceras personas 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Por mi propio derecho, a traves de este medio solicito me sea otorgada las carpetas de 
investigacion u informacion inherente sobre la investigacion abierta en la Fiscalia General de la 
Republica, en la Unidad especializada en investigacion de delitos cometidos por servidores 
públicos y contra la administracion de justicia, en contra de los servidores públicos adscritos a la 
Alcaldía de Cuajimalpa de Morelos en la Ciudad de México cuyos nombres son: C.C. José de 
Jesús Arrieta Espinosa, Alejandra Maldonado Soto y Ernesto Garcia Neri, por supuestos actos de 
corrupcion, extorsion y los demas que conozca la Fiscalía General de la Ciudad de México y la 
Fiscalía General de la República, inherentes al ejercicio de sus funciones como servidores 
públicos.” (Sic) 
 
Otros datos para facilitar su localización: 
“los servidores publicos son servidores publicos adscritos a la alcaldía de Cuajimalpa de Morelos 
en la Ciudad de México, sus nombres son  C.C. José de Jesús Arrieta Espinosa, Alejandra 
Maldonado Soto y Ernesto Garcia Neri, se adjunta oficio de la FGR” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: SEIDF y FECC 

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0200/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respecto de afirmar o negar 
la existencia o inexistencia de investigaciones o 
procedimientos penales en contra de la persona citada en 
la petición; ello conforme a lo previsto en el artículo 113, 
fracción I de la LFTAIP. 
 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine su culpabilidad a través de una 
sentencia condenatoria irrevocable, divulgar el nombre o nombres de las personas que han sido 
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sujetas a líneas de investigación, se encontraría directamente relacionada con la afectación a su 
intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra la presunción de inocencia, generando un juicio 
a priori por parte de la sociedad. 

 
De esta forma, se precisa la imposibilidad por parte de esta Representación Social para emitir 
pronunciamiento sobre información que pueda atender la petición de mérito, por lo que 
actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a 
la letra establece: 
 

TÍTULO CUARTO 
INFORMACIÓN CLASIFICADA 

CAPÍTULO III 
De la Información Confidencial 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 
 

Aunado a lo anterior, se precisa que en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones públicas, se dispone lo 
siguiente: 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO. Se considera información confidencial: 
I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y  
III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como 
confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o 
identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de 
estar sujeta a temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la 
información o sus representantes legales. 
 
Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna investigación a cargo de esta Fiscalía, esto es, que la misma permita 
señalar  o vincular a una persona con algún hecho posiblemente constitutivo de delito diverso 
a materia de delincuencia organizada y, que no cuente con una sentencia irrevocable, afecta 
directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, 
al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya 
determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
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proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando sea parte en el 
procedimiento penal, a saber: 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
ARTÍCULO 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable.  

 
Robustece ello, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de 
definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber:  
 

Tesis: I.3o.C. J/71 (9a.)   
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Tribunales Colegiados de Circuito 
160425   1 de 3   
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5  Pag. 4036   
 
DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y 
ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes 
materiales de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que 
deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la 
finalidad del legislador, al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el 
Distrito Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y 
segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce 
su derecho de expresión a través de un medio de información masivo, afecte a sus semejantes, 
atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el 
orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe 
entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración 
que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el 
daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) 
que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 
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Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
Página: 1309 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 
6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, 
el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. 
otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que 
sometan dicha manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se 
ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una 
Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público.  
 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 
deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto 
mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos 
de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o 
a la perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de 
ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el 
orden público.  
Tesis Aislada 
Novena Época  
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Pleno  
Tomo: XI, Abril de 2000  
Tesis: P. LX/2000  
Página: 74 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho 
a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de 
la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la 
figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" 
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o ‘secreto burocrático’. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo 
de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 
ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a 
que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar 
daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que 
hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

 
Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía 
de los presuntos responsables, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 

 
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

 
Asimismo, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de presunción de 
inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a 
la letra establece: 
 

ARTÍCULO 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

 
De lo expuesto, se colige que dar a conocer lo requerido representa afectar la esfera de la vida 
privada de una persona identificada e identificable, al generar una percepción negativa sobre la 
persona, ya que se vulnera su honor y su intimidad, y por lo tanto su presunción de inocencia, 
en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad, sin 
que hayan sido demostradas, afectando su prestigio y buen nombre, tal es el caso de señalar 
que alguna persona ha cometido algún hecho posiblemente constitutivo de delito.   
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.8. Folio de la solicitud 0001700077121 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra del que suscribe 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como reservada  

 
Contenido de la Solicitud:  
Ivan Cocoletzi López 
“Si existe o no alguna investigación en mi contra o en la que se me señale cdomo persona sujeta 
a investigación, posible autor, posible participe, indiciado, imputado o acusado de la comisión de 
algún hecho que la ley señale como delito” 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: UTAG. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0201/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la reserva del pronunciamiento 
institucional respecto de afirmar o negar la existencia o 
inexistencia de alguna línea de investigación en la que se 
encuentre el suscrito, de conformidad con el artículo 110, 
fracción VII de la LFTAIP, hasta por un periodo de cinco 
años. 

 
Por lo que, a fin de otorgar una justificación a la causal de clasificación aprobada por este 
Órgano Colegiado, se expone la siguiente prueba de daño:  

 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable 

de perjuicio significativo al interés público, toda vez que al aseverar la existencia de un 
procedimiento penal en contra de una persona identificada o identificable, se estaría 
alertando al probable responsable o a sus cómplices, y con ello, podrían sustraerse de 
la acción de la justicia, o alterar y destruir los medios de prueba que en su caso 
estuviere recabando el Ministerio Público de la Federación. 
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Ahora bien, el negar la existencia o inexistencia de dichos procedimientos, se traduce 
en que el Ministerio Público de la Federación no lleva a cabo investigaciones por 
hechos presumiblemente constitutivos de delito en contra de determinada persona, y 
con ello, se podría continuar con la realización de dichas conductas delictivas con la 
certeza de que no existe o existió investigación ministerial en su contra.  
 

II. El riesgo de perjuicio que supone la divulgación de la información supera el interés 
público general, ya que todas las actuaciones de la Fiscalía General de la República 
tienen como fin el interés público, representado en la procuración de justicia a favor de 
la sociedad, interés que se vería en detrimento a fin de salvaguardar un interés 
particular. 

 
III. La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía General de la República sobre la 

existencia o inexistencia de la información peticionada, no se traduce en un medio 
restrictivo al derecho de acceso a la información, ni del debido proceso, en razón de la 
importancia del interés jurídico tutelado en la causal de clasificación antes invocada, ya 
que en caso de existir alguna investigación en contra de una persona, la Ley en la 
materia, salvaguarda el derecho de los imputados para su debida defensa y debido 
proceso.  

 
En ese sentido, si bien toda la información en posesión de las autoridades federales, 
estatales y municipales, es pública y susceptible de acceso por los particulares; el 
derecho de acceso a la información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de 
interés público previstas en la normativa correspondiente, es decir, el régimen de 
excepciones a la publicidad de la información obedece a un criterio de ponderación. En 
el caso concreto, se actualiza una razón de excepcionalidad, toda vez que existe un 
riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos. 
 
La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía en sentido afirmativo o negativo 
respecto a la información peticionada, no puede traducirse en un medio restrictivo a su 
derecho de acceso a la información, en razón que de la naturaleza de dicha 
información resulta proporcional al atender la importancia del interés jurídico tutelado 
en la causal de clasificación antes invocada, consistente en la prevención de los delitos 
como facultad de esta Institución, consistente en la implementación de acciones para 
evitar su comisión; en ese sentido, en un ejercicio de ponderación de derechos cabe 
señalar que el interés general se coloca por encima de un interés particular en torno al 
cual, las numerosas y diversas pretensiones y aspiraciones que son tuteladas por el 
derecho pueden clasificarse en dos grandes grupos, en el primero, se incluyen las 
pretensiones que tienden a satisfacer las necesidades específicas de los individuos y 
grupos sociales; dichas pretensiones constituyen el interés privado, y tienen las 
características de que, al ser satisfechas, se producen beneficios solamente para 
determinadas personas.  
 
Por el contrario, en el segundo grupo se encuentran las pretensiones que son 
compartidas por la sociedad en su conjunto, y cuya satisfacción origina beneficios para 
todos los integrantes de una colectividad. Estas últimas pretensiones son garantizadas 
mediante la actividad constante de los órganos del Estado, y para referirse a ellas se 
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utiliza la expresión interés público. Por ello, la protección otorgada al interés público 
tiene mayor alcance jurídico que la tutela concedida a los intereses privados. 
 
De esta suerte, el interés público es protegido por el Estado no sólo mediante 
disposiciones legislativas, sino también a través de un gran número de medidas de 
carácter administrativo que integran una actividad permanente de los poderes 
públicos, dirigida a satisfacer las necesidades colectivas. En cambio, en relación al 
interés privado, el Estado se limita a crear las condiciones propias para que los 
particulares satisfagan sus pretensiones mediante su propio esfuerzo. Así, se colige 
que el interés público es el conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades 
colectivas de los miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervención 
directa y permanente del Estado. 
 
En este tenor, se garantiza el acceso a la información en posesión de los sujetos 
obligados con determinadas limitaciones, atendiendo a razones de interés público. No 
obstante, estas limitaciones se deben interpretar de forma restrictiva, con el fin de que 
únicamente se niegue la información cuando exista un riesgo de daño sustancial a los 
intereses jurídicamente protegidos, que sea mayor al interés general de tener acceso a 
lo solicitado; por lo que, para la negativa de la información, es necesario que se 
demuestre en forma clara y debidamente sustentada el mérito de la reserva o 
confidencialidad de ésta. 

No obstante lo anterior, resulta conveniente traer a colación lo dictado por los Tribunales 
Colegiados de Circuito, en las siguientes Tesis Jurisprudenciales: 

 

INVESTIGACIÓN INICIAL. LA INTEGRACIÓN DE LA CARPETA RESPECTIVA POR EL MINISTERIO 
PÚBLICO DURANTE ESTA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO ORAL, POR REGLA 
GENERAL, ESTÁ EXENTA DEL CONTROL CONSTITUCIONAL MEDIANTE LA PROMOCIÓN DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, POR NO AFECTAR EL INTERÉS JURÍDICO NI LEGÍTIMO DEL GOBERNADO. 
Conforme a los artículos 21, párrafo tercero, de la CPEUM y 211, fracción I, inciso a), 212, 213, 214, 216, 217, 
218 y 251 del CNPP, la etapa de investigación inicial en el procedimiento penal acusatorio oral, tiene por 
objeto que el Ministerio Público reúna los requisitos o datos de prueba necesarios para el ejercicio de la 
acción penal, por lo cual, dada su naturaleza jurídica, no puede suspenderse, interrumpirse o cesar en 
su curso. En efecto, el inicio y trámite de la investigación inicial a cargo del representante social, por 
regla general, están exentos de cualquier acción tendiente a su suspensión o paralización, incluso, del 
control constitucional mediante la promoción del juicio de   amparo indirecto, porque los actos 
verificados durante esta etapa, como la integración de la carpeta respectiva por la autoridad ministerial, 
no irrogan perjuicio al gobernado, pues no trascienden irreparablemente en su esfera jurídica, debido a 
que son susceptibles de anularse o contrarrestarse cuando el fiscal formule la imputación ante el Juez 
de control, y se inicie la etapa de investigación complementaria o formalizada, o bien, en caso de que 
se determine el no ejercicio de la acción penal. Se afirma lo anterior, porque de considerar que los 
actos dictados durante la sustanciación de la investigación inicial, afectan el interés jurídico o legítimo 
del gobernado y con ello la procedencia del juicio de amparo, se obstaculizaría injustificadamente la 
potestad deber del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para establecer que se ha 
cometido un hecho señalado en la ley como delito y que existe la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión. Así, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la 
integración de la carpeta mencionada, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 107, fracción I, de la Constitución Federal 
y 5o., fracción I, de la ley de la materia, relativa a la falta de interés jurídico y legítimo del quejoso, ya 
que no le causa una afectación real y actual, directa, ni derivada de su especial situación frente al orden 
jurídico, aunque esta regla general puede admitir excepciones que deben examinarse en lo particular. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DÉCIMA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN SALTILLO, COAHUILA. Amparo en revisión 65/2016 (cuaderno auxiliar 413/2016) del 
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índice del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, con 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila. 26 de mayo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Guillermo 
Maldonado Maldonado. Secretaria: Liliana Carmona Vega. 

 
AUDIENCIA DE CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA Y FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN. 
CONTRA LA OMISIÓN DE REQUERIR LA PRESENCIA FORMAL Y MATERIAL DEL IMPUTADO PARA SU 
CELEBRACIÓN, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO SER UN ACTO QUE 
TENGA UNA EJECUCIÓN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN POR NO AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS 
FUNDAMENTALES. El artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo dispone que el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose 
por ellos los que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la CPEUM y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte; es decir, sus consecuencias deben ser de tal 
gravedad que impidan en forma actual el ejercicio de sus derechos, y no únicamente que produzcan 
una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva, que no necesariamente llegará a trascender al 
resultado del fallo. Por lo que los actos deben recaer sobre derechos cuyo significado rebase lo 
estrictamente procesal, es decir, que produzcan una afectación material de derechos sustantivos del 
gobernado. En efecto, los derechos afectados por el acto de autoridad deben revestir la categoría de 
derechos sustantivos, definición antagónica o contraria a los de naturaleza formal o adjetiva, entendidos 
éstos como aquellos en los que la afectación no es actual, a diferencia de los sustantivos, sino que 
depende de que llegue o no a trascender al desenlace del juicio o procedimiento, momento en el cual 
sus secuelas pueden consumarse en forma efectiva. Consecuentemente, si el acto reclamado es la 
omisión de requerir la presencia formal y material del imputado para la audiencia de cierre de la 
investigación complementaria y formulación de acusación, el juicio de amparo indirecto es 
improcedente conforme a la causal prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el citado 
artículo 107, fracción V, de la propia ley, al no ser un acto que tenga una ejecución de imposible 
reparación, porque sus consecuencias no afectan materialmente ninguno de los derechos 
fundamentales del quejoso tutelados por la Constitución Federal o por los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea Parte. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 57/2016. 12 de agosto de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. Secretaria: Claudia Carolina Monsiváis de León.  

 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. EL DERECHO 
DEL IMPUTADO A OBTENER COPIA DE LA CARPETA EN LA QUE OBREN LOS REGISTROS DE 
INVESTIGACIÓN, OPERA A PARTIR DE QUE SEA CONVOCADO A LA AUDIENCIA INICIAL. El artículo 218 
del CNPP establece que en la etapa de investigación inicial, los registros de voz e imágenes, 
documentos, objetos o cosas que obren en la carpeta son estrictamente reservados; carácter que dejan 
de tener, cuando el imputado se encuentre detenido o comparezca a que se le reciba su entrevista; por 
lo que a partir de ese momento deberá brindarse el acceso a dichos registros. Por su parte, el artículo 
219 del propio código dispone que será hasta que el imputado y su defensor sean convocados a la 
audiencia inicial que tendrán derecho a obtener copia de los registros de investigación. De esta manera, 
el derecho de acceso a la carpeta de investigación previsto en el artículo 218 referido, no implica que 
deba brindarse al imputado copia de dichas constancias, pues ese derecho opera a partir de que se le 
convoca a la audiencia inicial. Sin que lo anterior implique una interpretación restrictiva y retroactiva 
respecto a los alcances del derecho de defensa adecuada en el sistema de justicia penal acusatorio, 
sino que se trata del cumplimiento de las pautas que para su ejercicio estableció el legislador en 
relación con la expedición de copias, en atención a la calidad de la persona imputada y a la etapa en 
que se encuentre el procedimiento. En efecto, durante la investigación inicial formalmente no se ha 
imputado a la persona que se investiga; de ahí que su defensa pueda ejercerse adecuadamente con el 
solo acceso a la carpeta; lo que no ocurre una vez que se le ha llamado a la audiencia inicial, pues 
dadas las consecuencias que pudieran derivar -dictado de un auto de vinculación a proceso hace 
necesario que la defensa se ejerza, en caso de así solicitarlo el imputado, con copias de la carpeta de 
investigación. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.  

 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. POR REGLA GENERAL, SU INTEGRACIÓN NO CAUSA UNA 
AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA ESFERA JURÍDICA DEL INDICIADO, POR LO QUE EL JUICIO 
DEAMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE, HECHA EXCEPCIÓN 
CUANDO SE VEA COMPROMETIDO ALGÚN DERECHO HUMANO DEL QUEJOSO. De conformidad con 
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los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de 
la Ley de Amparo, el juicio de amparo indirecto procede contra actos que causen una afectación real y 
actual en la esfera jurídica del quejoso. Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación 
como una de las etapas del procedimiento penal acusatorio, que a su vez comprende dos fases, la 
inicial y la complementaria. En éstas, el Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, 
está la de recibir las querellas y/o denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la 
investigación, sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
autorizados en ella. De esta manera, si la integración de la carpeta de investigación es consecuencia 
directa de la noticia criminal cuyo objeto es que el Ministerio Público reúna indicios para el 
esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la acción 
penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño, entonces, por regla general, su 
integración no causa una afectación real y actual en la esfera jurídica del indiciado, circunstancia que 
torna improcedente el juicio de amparo indirecto promovido en su contra, con excepción de los casos 
en los que se vea comprometido algún derecho humano del quejoso, como podría ser, tratándose de 
órdenes de cateo, intervención de comunicaciones privadas, toma de muestras de fluido corporal, vello 
o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, lo que deberá analizarse en el caso específico. 
Estimar lo contrario, entorpecería la facultad del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para 
establecer que se ha cometido un hecho señalado en la ley como delito y existe la probabilidad de que 
el imputado lo cometió o participó en su comisión. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  
Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña Aguilera.  
 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. SU INICIO NO PRODUCE UNA AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA 
ESFERA JURÍDICA DEL IMPUTADO, POR LO QUE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN 
SU CONTRA ES IMPROCEDENTE. De conformidad con los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, 
fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos que causen una afectación real y actual en la esfera jurídica del quejoso. 
Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación como una de las etapas del 
procedimiento penal, que a su vez comprende dos fases, la inicial y la complementaria. En éstas, el 
Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, está la de recibir las querellas y/o 
denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la investigación, sin que pueda 
suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en ella. De esta manera, 
el inicio de la carpeta de investigación no produce una afectación real y actual en la esfera jurídica del 
imputado, porque el hecho de que la víctima, ofendido o cualquier persona a quien le conste que se ha 
cometido un hecho probablemente constitutivo de un delito, denuncie o formule querella contra 
determinado individuo y, como consecuencia de ello, el Ministerio Público, dentro de sus facultades, 
tenga que iniciar una carpeta de investigación, no constituye un acto de molestia o privativo contra 
quien se imputó algún hecho, por lo que el juicio de amparo indirecto promovido en su contra es 
improcedente.TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 
de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña 
Aguilera.  Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.9. Folio de la solicitud 0001700077721 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra del que suscribe 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como reservada  

 
Contenido de la Solicitud:  
LUIS HECTOR BARRERA HUERTA apoderado de COLATINCO SOCIEDAD DE PRODUCCIÓN 
RURAL DE RESPONSBILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE  
"...solicito se informe a mi representada COLATINCO SOCIEDAD DE PRODUCCIÓN RURAL DE 
RESPONSBILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE, si existe denuncia o denuncias en contra de 
la misma por parte de la Auditortía Superior de la Federación, como se ha venido señalando pór 
diversos medios de comunicación y en su caso sea citada a fin de hacer valer sus derechos 
legales y constitucionales que le asisten." 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: UTAG. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0202/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la reserva del pronunciamiento 
institucional respecto de afirmar o negar la existencia o 
inexistencia de alguna línea de investigación en la que se 
encuentre el suscrito, de conformidad con el artículo 110, 
fracción VII de la LFTAIP, hasta por un periodo de cinco 
años. 

 
Por lo que, a fin de otorgar una justificación a la causal de clasificación aprobada por este 
Órgano Colegiado, se expone la siguiente prueba de daño:  

 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable 

de perjuicio significativo al interés público, toda vez que al aseverar la existencia de un 
procedimiento penal en contra de una persona identificada o identificable, se estaría 
alertando al probable responsable o a sus cómplices, y con ello, podrían sustraerse de 



 
 
 
 
 
 
 
 

Décima Sesión Ordinaria                                                                                                                                         64 
 

 

la acción de la justicia, o alterar y destruir los medios de prueba que en su caso 
estuviere recabando el Ministerio Público de la Federación. 

 
Ahora bien, el negar la existencia o inexistencia de dichos procedimientos, se traduce 
en que el Ministerio Público de la Federación no lleva a cabo investigaciones por 
hechos presumiblemente constitutivos de delito en contra de determinada persona, y 
con ello, se podría continuar con la realización de dichas conductas delictivas con la 
certeza de que no existe o existió investigación ministerial en su contra.  
 

II. El riesgo de perjuicio que supone la divulgación de la información supera el interés 
público general, ya que todas las actuaciones de la Fiscalía General de la República 
tienen como fin el interés público, representado en la procuración de justicia a favor de 
la sociedad, interés que se vería en detrimento a fin de salvaguardar un interés 
particular. 

 
III. La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía General de la República sobre la 

existencia o inexistencia de la información peticionada, no se traduce en un medio 
restrictivo al derecho de acceso a la información, ni del debido proceso, en razón de la 
importancia del interés jurídico tutelado en la causal de clasificación antes invocada, ya 
que en caso de existir alguna investigación en contra de una persona, la Ley en la 
materia, salvaguarda el derecho de los imputados para su debida defensa y debido 
proceso.  

 
En ese sentido, si bien toda la información en posesión de las autoridades federales, 
estatales y municipales, es pública y susceptible de acceso por los particulares; el 
derecho de acceso a la información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de 
interés público previstas en la normativa correspondiente, es decir, el régimen de 
excepciones a la publicidad de la información obedece a un criterio de ponderación. En 
el caso concreto, se actualiza una razón de excepcionalidad, toda vez que existe un 
riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos. 
 
La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía en sentido afirmativo o negativo 
respecto a la información peticionada, no puede traducirse en un medio restrictivo a su 
derecho de acceso a la información, en razón que de la naturaleza de dicha 
información resulta proporcional al atender la importancia del interés jurídico tutelado 
en la causal de clasificación antes invocada, consistente en la prevención de los delitos 
como facultad de esta Institución, consistente en la implementación de acciones para 
evitar su comisión; en ese sentido, en un ejercicio de ponderación de derechos cabe 
señalar que el interés general se coloca por encima de un interés particular en torno al 
cual, las numerosas y diversas pretensiones y aspiraciones que son tuteladas por el 
derecho pueden clasificarse en dos grandes grupos, en el primero, se incluyen las 
pretensiones que tienden a satisfacer las necesidades específicas de los individuos y 
grupos sociales; dichas pretensiones constituyen el interés privado, y tienen las 
características de que, al ser satisfechas, se producen beneficios solamente para 
determinadas personas.  
 
Por el contrario, en el segundo grupo se encuentran las pretensiones que son 
compartidas por la sociedad en su conjunto, y cuya satisfacción origina beneficios para 
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todos los integrantes de una colectividad. Estas últimas pretensiones son garantizadas 
mediante la actividad constante de los órganos del Estado, y para referirse a ellas se 
utiliza la expresión interés público. Por ello, la protección otorgada al interés público 
tiene mayor alcance jurídico que la tutela concedida a los intereses privados. 
 
De esta suerte, el interés público es protegido por el Estado no sólo mediante 
disposiciones legislativas, sino también a través de un gran número de medidas de 
carácter administrativo que integran una actividad permanente de los poderes 
públicos, dirigida a satisfacer las necesidades colectivas. En cambio, en relación al 
interés privado, el Estado se limita a crear las condiciones propias para que los 
particulares satisfagan sus pretensiones mediante su propio esfuerzo. Así, se colige 
que el interés público es el conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades 
colectivas de los miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervención 
directa y permanente del Estado. 
 
En este tenor, se garantiza el acceso a la información en posesión de los sujetos 
obligados con determinadas limitaciones, atendiendo a razones de interés público. No 
obstante, estas limitaciones se deben interpretar de forma restrictiva, con el fin de que 
únicamente se niegue la información cuando exista un riesgo de daño sustancial a los 
intereses jurídicamente protegidos, que sea mayor al interés general de tener acceso a 
lo solicitado; por lo que, para la negativa de la información, es necesario que se 
demuestre en forma clara y debidamente sustentada el mérito de la reserva o 
confidencialidad de ésta. 

No obstante lo anterior, resulta conveniente traer a colación lo dictado por los Tribunales 
Colegiados de Circuito, en las siguientes Tesis Jurisprudenciales: 

 

INVESTIGACIÓN INICIAL. LA INTEGRACIÓN DE LA CARPETA RESPECTIVA POR EL MINISTERIO 
PÚBLICO DURANTE ESTA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO ORAL, POR REGLA 
GENERAL, ESTÁ EXENTA DEL CONTROL CONSTITUCIONAL MEDIANTE LA PROMOCIÓN DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, POR NO AFECTAR EL INTERÉS JURÍDICO NI LEGÍTIMO DEL GOBERNADO. 
Conforme a los artículos 21, párrafo tercero, de la CPEUM y 211, fracción I, inciso a), 212, 213, 214, 216, 217, 
218 y 251 del CNPP, la etapa de investigación inicial en el procedimiento penal acusatorio oral, tiene por 
objeto que el Ministerio Público reúna los requisitos o datos de prueba necesarios para el ejercicio de la 
acción penal, por lo cual, dada su naturaleza jurídica, no puede suspenderse, interrumpirse o cesar en 
su curso. En efecto, el inicio y trámite de la investigación inicial a cargo del representante social, por 
regla general, están exentos de cualquier acción tendiente a su suspensión o paralización, incluso, del 
control constitucional mediante la promoción del juicio de   amparo indirecto, porque los actos 
verificados durante esta etapa, como la integración de la carpeta respectiva por la autoridad ministerial, 
no irrogan perjuicio al gobernado, pues no trascienden irreparablemente en su esfera jurídica, debido a 
que son susceptibles de anularse o contrarrestarse cuando el fiscal formule la imputación ante el Juez 
de control, y se inicie la etapa de investigación complementaria o formalizada, o bien, en caso de que 
se determine el no ejercicio de la acción penal. Se afirma lo anterior, porque de considerar que los 
actos dictados durante la sustanciación de la investigación inicial, afectan el interés jurídico o legítimo 
del gobernado y con ello la procedencia del juicio de amparo, se obstaculizaría injustificadamente la 
potestad deber del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para establecer que se ha 
cometido un hecho señalado en la ley como delito y que existe la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión. Así, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la 
integración de la carpeta mencionada, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 107, fracción I, de la Constitución Federal 
y 5o., fracción I, de la ley de la materia, relativa a la falta de interés jurídico y legítimo del quejoso, ya 
que no le causa una afectación real y actual, directa, ni derivada de su especial situación frente al orden 
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jurídico, aunque esta regla general puede admitir excepciones que deben examinarse en lo particular. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DÉCIMA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN SALTILLO, COAHUILA. Amparo en revisión 65/2016 (cuaderno auxiliar 413/2016) del 
índice del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, con 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila. 26 de mayo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Guillermo 
Maldonado Maldonado. Secretaria: Liliana Carmona Vega. 

 
AUDIENCIA DE CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA Y FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN. 
CONTRA LA OMISIÓN DE REQUERIR LA PRESENCIA FORMAL Y MATERIAL DEL IMPUTADO PARA SU 
CELEBRACIÓN, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO SER UN ACTO QUE 
TENGA UNA EJECUCIÓN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN POR NO AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS 
FUNDAMENTALES. El artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo dispone que el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose 
por ellos los que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la CPEUM y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte; es decir, sus consecuencias deben ser de tal 
gravedad que impidan en forma actual el ejercicio de sus derechos, y no únicamente que produzcan 
una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva, que no necesariamente llegará a trascender al 
resultado del fallo. Por lo que los actos deben recaer sobre derechos cuyo significado rebase lo 
estrictamente procesal, es decir, que produzcan una afectación material de derechos sustantivos del 
gobernado. En efecto, los derechos afectados por el acto de autoridad deben revestir la categoría de 
derechos sustantivos, definición antagónica o contraria a los de naturaleza formal o adjetiva, entendidos 
éstos como aquellos en los que la afectación no es actual, a diferencia de los sustantivos, sino que 
depende de que llegue o no a trascender al desenlace del juicio o procedimiento, momento en el cual 
sus secuelas pueden consumarse en forma efectiva. Consecuentemente, si el acto reclamado es la 
omisión de requerir la presencia formal y material del imputado para la audiencia de cierre de la 
investigación complementaria y formulación de acusación, el juicio de amparo indirecto es 
improcedente conforme a la causal prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el citado 
artículo 107, fracción V, de la propia ley, al no ser un acto que tenga una ejecución de imposible 
reparación, porque sus consecuencias no afectan materialmente ninguno de los derechos 
fundamentales del quejoso tutelados por la Constitución Federal o por los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea Parte. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 57/2016. 12 de agosto de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. Secretaria: Claudia Carolina Monsiváis de León.  

 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. EL DERECHO 
DEL IMPUTADO A OBTENER COPIA DE LA CARPETA EN LA QUE OBREN LOS REGISTROS DE 
INVESTIGACIÓN, OPERA A PARTIR DE QUE SEA CONVOCADO A LA AUDIENCIA INICIAL. El artículo 218 
del CNPP establece que en la etapa de investigación inicial, los registros de voz e imágenes, 
documentos, objetos o cosas que obren en la carpeta son estrictamente reservados; carácter que dejan 
de tener, cuando el imputado se encuentre detenido o comparezca a que se le reciba su entrevista; por 
lo que a partir de ese momento deberá brindarse el acceso a dichos registros. Por su parte, el artículo 
219 del propio código dispone que será hasta que el imputado y su defensor sean convocados a la 
audiencia inicial que tendrán derecho a obtener copia de los registros de investigación. De esta manera, 
el derecho de acceso a la carpeta de investigación previsto en el artículo 218 referido, no implica que 
deba brindarse al imputado copia de dichas constancias, pues ese derecho opera a partir de que se le 
convoca a la audiencia inicial. Sin que lo anterior implique una interpretación restrictiva y retroactiva 
respecto a los alcances del derecho de defensa adecuada en el sistema de justicia penal acusatorio, 
sino que se trata del cumplimiento de las pautas que para su ejercicio estableció el legislador en 
relación con la expedición de copias, en atención a la calidad de la persona imputada y a la etapa en 
que se encuentre el procedimiento. En efecto, durante la investigación inicial formalmente no se ha 
imputado a la persona que se investiga; de ahí que su defensa pueda ejercerse adecuadamente con el 
solo acceso a la carpeta; lo que no ocurre una vez que se le ha llamado a la audiencia inicial, pues 
dadas las consecuencias que pudieran derivar -dictado de un auto de vinculación a proceso hace 
necesario que la defensa se ejerza, en caso de así solicitarlo el imputado, con copias de la carpeta de 
investigación. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.  
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CARPETA DE INVESTIGACIÓN. POR REGLA GENERAL, SU INTEGRACIÓN NO CAUSA UNA 
AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA ESFERA JURÍDICA DEL INDICIADO, POR LO QUE EL JUICIO 
DEAMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE, HECHA EXCEPCIÓN 
CUANDO SE VEA COMPROMETIDO ALGÚN DERECHO HUMANO DEL QUEJOSO. De conformidad con 
los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de 
la Ley de Amparo, el juicio de amparo indirecto procede contra actos que causen una afectación real y 
actual en la esfera jurídica del quejoso. Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación 
como una de las etapas del procedimiento penal acusatorio, que a su vez comprende dos fases, la 
inicial y la complementaria. En éstas, el Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, 
está la de recibir las querellas y/o denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la 
investigación, sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
autorizados en ella. De esta manera, si la integración de la carpeta de investigación es consecuencia 
directa de la noticia criminal cuyo objeto es que el Ministerio Público reúna indicios para el 
esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la acción 
penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño, entonces, por regla general, su 
integración no causa una afectación real y actual en la esfera jurídica del indiciado, circunstancia que 
torna improcedente el juicio de amparo indirecto promovido en su contra, con excepción de los casos 
en los que se vea comprometido algún derecho humano del quejoso, como podría ser, tratándose de 
órdenes de cateo, intervención de comunicaciones privadas, toma de muestras de fluido corporal, vello 
o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, lo que deberá analizarse en el caso específico. 
Estimar lo contrario, entorpecería la facultad del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para 
establecer que se ha cometido un hecho señalado en la ley como delito y existe la probabilidad de que 
el imputado lo cometió o participó en su comisión. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  
Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña Aguilera.  
 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. SU INICIO NO PRODUCE UNA AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA 
ESFERA JURÍDICA DEL IMPUTADO, POR LO QUE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN 
SU CONTRA ES IMPROCEDENTE. De conformidad con los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, 
fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos que causen una afectación real y actual en la esfera jurídica del quejoso. 
Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación como una de las etapas del 
procedimiento penal, que a su vez comprende dos fases, la inicial y la complementaria. En éstas, el 
Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, está la de recibir las querellas y/o 
denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la investigación, sin que pueda 
suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en ella. De esta manera, 
el inicio de la carpeta de investigación no produce una afectación real y actual en la esfera jurídica del 
imputado, porque el hecho de que la víctima, ofendido o cualquier persona a quien le conste que se ha 
cometido un hecho probablemente constitutivo de un delito, denuncie o formule querella contra 
determinado individuo y, como consecuencia de ello, el Ministerio Público, dentro de sus facultades, 
tenga que iniciar una carpeta de investigación, no constituye un acto de molestia o privativo contra 
quien se imputó algún hecho, por lo que el juicio de amparo indirecto promovido en su contra es 
improcedente.TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 
de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña 
Aguilera.  Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.10. Folio de la solicitud 0001700082221 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra de terceras personas 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“INFORME SOBRE EL SEGUIMIENTO QUE SE HA DADO A LA DENUNCIA PRESENTADA POR 
FRANCISCO ROSETE RAMÍREZ, DIRIGIDA A LA TITULAR DE LA FISCALÍA DE ASUNNTOS 
INTERNOS, RECIBIDA POR OFICIALIA DE PARTES DE LA FISCALIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
CON FECHA 17 DE DICIEMBRE DE 2020.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: SEIDF y FECC 

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0203/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respecto de afirmar o negar 
la existencia o inexistencia de investigaciones o 
procedimientos penales en contra de la persona citada en 
la petición; ello conforme a lo previsto en el artículo 113, 
fracción I de la LFTAIP. 
 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine su culpabilidad a través de una 
sentencia condenatoria irrevocable, divulgar el nombre o nombres de las personas que han sido 
sujetas a líneas de investigación, se encontraría directamente relacionada con la afectación a su 
intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra la presunción de inocencia, generando un juicio 
a priori por parte de la sociedad. 

 
De esta forma, se precisa la imposibilidad por parte de esta Representación Social para emitir 
pronunciamiento sobre información que pueda atender la petición de mérito, por lo que 
actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a 
la letra establece: 
 

TÍTULO CUARTO 
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INFORMACIÓN CLASIFICADA 
CAPÍTULO III 

De la Información Confidencial 
 

ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 
 

Aunado a lo anterior, se precisa que en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones públicas, se dispone lo 
siguiente: 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO. Se considera información confidencial: 
I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y  
III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

 
En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como 
confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o 
identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de 
estar sujeta a temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la 
información o sus representantes legales. 
 
Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna investigación a cargo de esta Fiscalía, esto es, que la misma permita 
señalar  o vincular a una persona con algún hecho posiblemente constitutivo de delito diverso 
a materia de delincuencia organizada y, que no cuente con una sentencia irrevocable, afecta 
directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, 
al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya 
determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando sea parte en el 
procedimiento penal, a saber: 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
ARTÍCULO 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable.  



 
 
 
 
 
 
 
 

Décima Sesión Ordinaria                                                                                                                                         70 
 

 

 
Robustece ello, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de 
definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber:  
 

Tesis: I.3o.C. J/71 (9a.)   
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Tribunales Colegiados de Circuito 
160425   1 de 3   
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5  Pag. 4036   
 
DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y 
ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes 
materiales de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que 
deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la 
finalidad del legislador, al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el 
Distrito Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y 
segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce 
su derecho de expresión a través de un medio de información masivo, afecte a sus semejantes, 
atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el 
orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe 
entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración 
que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el 
daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) 
que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 
Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
Página: 1309 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 
6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, 
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el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. 
otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que 
sometan dicha manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se 
ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una 
Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones 
específicas tendientes a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que 
en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público.  
 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no 
deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto 
mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos 
de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o 
a la perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de 
ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el 
orden público.  
Tesis Aislada 
Novena Época  
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Pleno  
Tomo: XI, Abril de 2000  
Tesis: P. LX/2000  
Página: 74 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho 
a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de 
la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la 
figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" 
o ‘secreto burocrático’. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo 
de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 
ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a 
que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar 
daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que 
hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 
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Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía 
de los presuntos responsables, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 

 
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

 
Asimismo, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de presunción de 
inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a 
la letra establece: 
 

ARTÍCULO 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

 
De lo expuesto, se colige que dar a conocer lo requerido representa afectar la esfera de la vida 
privada de una persona identificada e identificable, al generar una percepción negativa sobre la 
persona, ya que se vulnera su honor y su intimidad, y por lo tanto su presunción de inocencia, 
en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad, sin 
que hayan sido demostradas, afectando su prestigio y buen nombre, tal es el caso de señalar 
que alguna persona ha cometido algún hecho posiblemente constitutivo de delito.   
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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B.11. Folio de la solicitud 0001700083121 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra del que suscribe 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como reservada  

 
Contenido de la Solicitud:  
FEDERICO MADRAZO HASSEY 
"Me sea informada la situación jurídica del suscrito FEDERICO MADRAZO HASSEY, ante esa H. 
Delegación, solicitando para tal efecto que me sean informados los datos de identificación de 
todas y cada una de las carpetas de investigación que se encuentran radicadas en la misma en 
las que aparezca el C. FEDERICO MADRAZO HASSEY..." 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: UTAG. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0204/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la reserva del pronunciamiento 
institucional respecto de afirmar o negar la existencia o 
inexistencia de alguna línea de investigación en la que se 
encuentre el suscrito, de conformidad con el artículo 110, 
fracción VII de la LFTAIP, hasta por un periodo de cinco 
años. 

 
Por lo que, a fin de otorgar una justificación a la causal de clasificación aprobada por este 
Órgano Colegiado, se expone la siguiente prueba de daño:  

 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable 

de perjuicio significativo al interés público, toda vez que al aseverar la existencia de un 
procedimiento penal en contra de una persona identificada o identificable, se estaría 
alertando al probable responsable o a sus cómplices, y con ello, podrían sustraerse de 
la acción de la justicia, o alterar y destruir los medios de prueba que en su caso 
estuviere recabando el Ministerio Público de la Federación. 
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Ahora bien, el negar la existencia o inexistencia de dichos procedimientos, se traduce 
en que el Ministerio Público de la Federación no lleva a cabo investigaciones por 
hechos presumiblemente constitutivos de delito en contra de determinada persona, y 
con ello, se podría continuar con la realización de dichas conductas delictivas con la 
certeza de que no existe o existió investigación ministerial en su contra.  
 

II. El riesgo de perjuicio que supone la divulgación de la información supera el interés 
público general, ya que todas las actuaciones de la Fiscalía General de la República 
tienen como fin el interés público, representado en la procuración de justicia a favor de 
la sociedad, interés que se vería en detrimento a fin de salvaguardar un interés 
particular. 

 
III. La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía General de la República sobre la 

existencia o inexistencia de la información peticionada, no se traduce en un medio 
restrictivo al derecho de acceso a la información, ni del debido proceso, en razón de la 
importancia del interés jurídico tutelado en la causal de clasificación antes invocada, ya 
que en caso de existir alguna investigación en contra de una persona, la Ley en la 
materia, salvaguarda el derecho de los imputados para su debida defensa y debido 
proceso.  

 
En ese sentido, si bien toda la información en posesión de las autoridades federales, 
estatales y municipales, es pública y susceptible de acceso por los particulares; el 
derecho de acceso a la información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de 
interés público previstas en la normativa correspondiente, es decir, el régimen de 
excepciones a la publicidad de la información obedece a un criterio de ponderación. En 
el caso concreto, se actualiza una razón de excepcionalidad, toda vez que existe un 
riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos. 
 
La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía en sentido afirmativo o negativo 
respecto a la información peticionada, no puede traducirse en un medio restrictivo a su 
derecho de acceso a la información, en razón que de la naturaleza de dicha 
información resulta proporcional al atender la importancia del interés jurídico tutelado 
en la causal de clasificación antes invocada, consistente en la prevención de los delitos 
como facultad de esta Institución, consistente en la implementación de acciones para 
evitar su comisión; en ese sentido, en un ejercicio de ponderación de derechos cabe 
señalar que el interés general se coloca por encima de un interés particular en torno al 
cual, las numerosas y diversas pretensiones y aspiraciones que son tuteladas por el 
derecho pueden clasificarse en dos grandes grupos, en el primero, se incluyen las 
pretensiones que tienden a satisfacer las necesidades específicas de los individuos y 
grupos sociales; dichas pretensiones constituyen el interés privado, y tienen las 
características de que, al ser satisfechas, se producen beneficios solamente para 
determinadas personas.  
 
Por el contrario, en el segundo grupo se encuentran las pretensiones que son 
compartidas por la sociedad en su conjunto, y cuya satisfacción origina beneficios para 
todos los integrantes de una colectividad. Estas últimas pretensiones son garantizadas 
mediante la actividad constante de los órganos del Estado, y para referirse a ellas se 
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utiliza la expresión interés público. Por ello, la protección otorgada al interés público 
tiene mayor alcance jurídico que la tutela concedida a los intereses privados. 
 
De esta suerte, el interés público es protegido por el Estado no sólo mediante 
disposiciones legislativas, sino también a través de un gran número de medidas de 
carácter administrativo que integran una actividad permanente de los poderes 
públicos, dirigida a satisfacer las necesidades colectivas. En cambio, en relación al 
interés privado, el Estado se limita a crear las condiciones propias para que los 
particulares satisfagan sus pretensiones mediante su propio esfuerzo. Así, se colige 
que el interés público es el conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades 
colectivas de los miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervención 
directa y permanente del Estado. 
 
En este tenor, se garantiza el acceso a la información en posesión de los sujetos 
obligados con determinadas limitaciones, atendiendo a razones de interés público. No 
obstante, estas limitaciones se deben interpretar de forma restrictiva, con el fin de que 
únicamente se niegue la información cuando exista un riesgo de daño sustancial a los 
intereses jurídicamente protegidos, que sea mayor al interés general de tener acceso a 
lo solicitado; por lo que, para la negativa de la información, es necesario que se 
demuestre en forma clara y debidamente sustentada el mérito de la reserva o 
confidencialidad de ésta. 

No obstante lo anterior, resulta conveniente traer a colación lo dictado por los Tribunales 
Colegiados de Circuito, en las siguientes Tesis Jurisprudenciales: 

 

INVESTIGACIÓN INICIAL. LA INTEGRACIÓN DE LA CARPETA RESPECTIVA POR EL MINISTERIO 
PÚBLICO DURANTE ESTA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO ORAL, POR REGLA 
GENERAL, ESTÁ EXENTA DEL CONTROL CONSTITUCIONAL MEDIANTE LA PROMOCIÓN DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, POR NO AFECTAR EL INTERÉS JURÍDICO NI LEGÍTIMO DEL GOBERNADO. 
Conforme a los artículos 21, párrafo tercero, de la CPEUM y 211, fracción I, inciso a), 212, 213, 214, 216, 217, 
218 y 251 del CNPP, la etapa de investigación inicial en el procedimiento penal acusatorio oral, tiene por 
objeto que el Ministerio Público reúna los requisitos o datos de prueba necesarios para el ejercicio de la 
acción penal, por lo cual, dada su naturaleza jurídica, no puede suspenderse, interrumpirse o cesar en 
su curso. En efecto, el inicio y trámite de la investigación inicial a cargo del representante social, por 
regla general, están exentos de cualquier acción tendiente a su suspensión o paralización, incluso, del 
control constitucional mediante la promoción del juicio de   amparo indirecto, porque los actos 
verificados durante esta etapa, como la integración de la carpeta respectiva por la autoridad ministerial, 
no irrogan perjuicio al gobernado, pues no trascienden irreparablemente en su esfera jurídica, debido a 
que son susceptibles de anularse o contrarrestarse cuando el fiscal formule la imputación ante el Juez 
de control, y se inicie la etapa de investigación complementaria o formalizada, o bien, en caso de que 
se determine el no ejercicio de la acción penal. Se afirma lo anterior, porque de considerar que los 
actos dictados durante la sustanciación de la investigación inicial, afectan el interés jurídico o legítimo 
del gobernado y con ello la procedencia del juicio de amparo, se obstaculizaría injustificadamente la 
potestad deber del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para establecer que se ha 
cometido un hecho señalado en la ley como delito y que existe la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión. Así, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la 
integración de la carpeta mencionada, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 107, fracción I, de la Constitución Federal 
y 5o., fracción I, de la ley de la materia, relativa a la falta de interés jurídico y legítimo del quejoso, ya 
que no le causa una afectación real y actual, directa, ni derivada de su especial situación frente al orden 
jurídico, aunque esta regla general puede admitir excepciones que deben examinarse en lo particular. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DÉCIMA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN SALTILLO, COAHUILA. Amparo en revisión 65/2016 (cuaderno auxiliar 413/2016) del 
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índice del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, con 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila. 26 de mayo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Guillermo 
Maldonado Maldonado. Secretaria: Liliana Carmona Vega. 

 
AUDIENCIA DE CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA Y FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN. 
CONTRA LA OMISIÓN DE REQUERIR LA PRESENCIA FORMAL Y MATERIAL DEL IMPUTADO PARA SU 
CELEBRACIÓN, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO SER UN ACTO QUE 
TENGA UNA EJECUCIÓN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN POR NO AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS 
FUNDAMENTALES. El artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo dispone que el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose 
por ellos los que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la CPEUM y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte; es decir, sus consecuencias deben ser de tal 
gravedad que impidan en forma actual el ejercicio de sus derechos, y no únicamente que produzcan 
una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva, que no necesariamente llegará a trascender al 
resultado del fallo. Por lo que los actos deben recaer sobre derechos cuyo significado rebase lo 
estrictamente procesal, es decir, que produzcan una afectación material de derechos sustantivos del 
gobernado. En efecto, los derechos afectados por el acto de autoridad deben revestir la categoría de 
derechos sustantivos, definición antagónica o contraria a los de naturaleza formal o adjetiva, entendidos 
éstos como aquellos en los que la afectación no es actual, a diferencia de los sustantivos, sino que 
depende de que llegue o no a trascender al desenlace del juicio o procedimiento, momento en el cual 
sus secuelas pueden consumarse en forma efectiva. Consecuentemente, si el acto reclamado es la 
omisión de requerir la presencia formal y material del imputado para la audiencia de cierre de la 
investigación complementaria y formulación de acusación, el juicio de amparo indirecto es 
improcedente conforme a la causal prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el citado 
artículo 107, fracción V, de la propia ley, al no ser un acto que tenga una ejecución de imposible 
reparación, porque sus consecuencias no afectan materialmente ninguno de los derechos 
fundamentales del quejoso tutelados por la Constitución Federal o por los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea Parte. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 57/2016. 12 de agosto de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. Secretaria: Claudia Carolina Monsiváis de León.  

 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. EL DERECHO 
DEL IMPUTADO A OBTENER COPIA DE LA CARPETA EN LA QUE OBREN LOS REGISTROS DE 
INVESTIGACIÓN, OPERA A PARTIR DE QUE SEA CONVOCADO A LA AUDIENCIA INICIAL. El artículo 218 
del CNPP establece que en la etapa de investigación inicial, los registros de voz e imágenes, 
documentos, objetos o cosas que obren en la carpeta son estrictamente reservados; carácter que dejan 
de tener, cuando el imputado se encuentre detenido o comparezca a que se le reciba su entrevista; por 
lo que a partir de ese momento deberá brindarse el acceso a dichos registros. Por su parte, el artículo 
219 del propio código dispone que será hasta que el imputado y su defensor sean convocados a la 
audiencia inicial que tendrán derecho a obtener copia de los registros de investigación. De esta manera, 
el derecho de acceso a la carpeta de investigación previsto en el artículo 218 referido, no implica que 
deba brindarse al imputado copia de dichas constancias, pues ese derecho opera a partir de que se le 
convoca a la audiencia inicial. Sin que lo anterior implique una interpretación restrictiva y retroactiva 
respecto a los alcances del derecho de defensa adecuada en el sistema de justicia penal acusatorio, 
sino que se trata del cumplimiento de las pautas que para su ejercicio estableció el legislador en 
relación con la expedición de copias, en atención a la calidad de la persona imputada y a la etapa en 
que se encuentre el procedimiento. En efecto, durante la investigación inicial formalmente no se ha 
imputado a la persona que se investiga; de ahí que su defensa pueda ejercerse adecuadamente con el 
solo acceso a la carpeta; lo que no ocurre una vez que se le ha llamado a la audiencia inicial, pues 
dadas las consecuencias que pudieran derivar -dictado de un auto de vinculación a proceso hace 
necesario que la defensa se ejerza, en caso de así solicitarlo el imputado, con copias de la carpeta de 
investigación. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.  

 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. POR REGLA GENERAL, SU INTEGRACIÓN NO CAUSA UNA 
AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA ESFERA JURÍDICA DEL INDICIADO, POR LO QUE EL JUICIO 
DEAMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE, HECHA EXCEPCIÓN 
CUANDO SE VEA COMPROMETIDO ALGÚN DERECHO HUMANO DEL QUEJOSO. De conformidad con 
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los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de 
la Ley de Amparo, el juicio de amparo indirecto procede contra actos que causen una afectación real y 
actual en la esfera jurídica del quejoso. Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación 
como una de las etapas del procedimiento penal acusatorio, que a su vez comprende dos fases, la 
inicial y la complementaria. En éstas, el Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, 
está la de recibir las querellas y/o denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la 
investigación, sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
autorizados en ella. De esta manera, si la integración de la carpeta de investigación es consecuencia 
directa de la noticia criminal cuyo objeto es que el Ministerio Público reúna indicios para el 
esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la acción 
penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño, entonces, por regla general, su 
integración no causa una afectación real y actual en la esfera jurídica del indiciado, circunstancia que 
torna improcedente el juicio de amparo indirecto promovido en su contra, con excepción de los casos 
en los que se vea comprometido algún derecho humano del quejoso, como podría ser, tratándose de 
órdenes de cateo, intervención de comunicaciones privadas, toma de muestras de fluido corporal, vello 
o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, lo que deberá analizarse en el caso específico. 
Estimar lo contrario, entorpecería la facultad del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para 
establecer que se ha cometido un hecho señalado en la ley como delito y existe la probabilidad de que 
el imputado lo cometió o participó en su comisión. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  
Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña Aguilera.  
 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. SU INICIO NO PRODUCE UNA AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA 
ESFERA JURÍDICA DEL IMPUTADO, POR LO QUE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN 
SU CONTRA ES IMPROCEDENTE. De conformidad con los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, 
fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos que causen una afectación real y actual en la esfera jurídica del quejoso. 
Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación como una de las etapas del 
procedimiento penal, que a su vez comprende dos fases, la inicial y la complementaria. En éstas, el 
Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, está la de recibir las querellas y/o 
denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la investigación, sin que pueda 
suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en ella. De esta manera, 
el inicio de la carpeta de investigación no produce una afectación real y actual en la esfera jurídica del 
imputado, porque el hecho de que la víctima, ofendido o cualquier persona a quien le conste que se ha 
cometido un hecho probablemente constitutivo de un delito, denuncie o formule querella contra 
determinado individuo y, como consecuencia de ello, el Ministerio Público, dentro de sus facultades, 
tenga que iniciar una carpeta de investigación, no constituye un acto de molestia o privativo contra 
quien se imputó algún hecho, por lo que el juicio de amparo indirecto promovido en su contra es 
improcedente.TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 
de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña 
Aguilera.  Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 



 
 
 
 
 
 
 
 

Décima Sesión Ordinaria                                                                                                                                         78 
 

 

B.12. Folio de la solicitud 0001700086921 
 

 

Síntesis  Investigaciones en contra del que suscribe 

Sentido de la resolución Confirma  

Rubro  Información clasificada como reservada  

 
Contenido de la Solicitud:  
FEDERICO MADRAZO HASSEY 
"Me sea informada la situación jurídica del suscrito FEDERICO MADRAZO HASSEY, ante esa H. 
Delegación, solicitando para tal efecto que me sean informados los datos de identificación de 
todas y cada una de las carpetas de investigación que se encuentran radicadas en la misma en 
las que aparezca el C. FEDERICO MADRAZO HASSEY..." 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: UTAG. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0205/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la reserva del pronunciamiento 
institucional respecto de afirmar o negar la existencia o 
inexistencia de alguna línea de investigación en la que se 
encuentre el suscrito, de conformidad con el artículo 110, 
fracción VII de la LFTAIP, hasta por un periodo de cinco 
años. 

 
Por lo que, a fin de otorgar una justificación a la causal de clasificación aprobada por este 
Órgano Colegiado, se expone la siguiente prueba de daño:  

 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable 

de perjuicio significativo al interés público, toda vez que al aseverar la existencia de un 
procedimiento penal en contra de una persona identificada o identificable, se estaría 
alertando al probable responsable o a sus cómplices, y con ello, podrían sustraerse de 
la acción de la justicia, o alterar y destruir los medios de prueba que en su caso 
estuviere recabando el Ministerio Público de la Federación. 
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Ahora bien, el negar la existencia o inexistencia de dichos procedimientos, se traduce 
en que el Ministerio Público de la Federación no lleva a cabo investigaciones por 
hechos presumiblemente constitutivos de delito en contra de determinada persona, y 
con ello, se podría continuar con la realización de dichas conductas delictivas con la 
certeza de que no existe o existió investigación ministerial en su contra.  
 

II. El riesgo de perjuicio que supone la divulgación de la información supera el interés 
público general, ya que todas las actuaciones de la Fiscalía General de la República 
tienen como fin el interés público, representado en la procuración de justicia a favor de 
la sociedad, interés que se vería en detrimento a fin de salvaguardar un interés 
particular. 

 
III. La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía General de la República sobre la 

existencia o inexistencia de la información peticionada, no se traduce en un medio 
restrictivo al derecho de acceso a la información, ni del debido proceso, en razón de la 
importancia del interés jurídico tutelado en la causal de clasificación antes invocada, ya 
que en caso de existir alguna investigación en contra de una persona, la Ley en la 
materia, salvaguarda el derecho de los imputados para su debida defensa y debido 
proceso.  

 
En ese sentido, si bien toda la información en posesión de las autoridades federales, 
estatales y municipales, es pública y susceptible de acceso por los particulares; el 
derecho de acceso a la información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de 
interés público previstas en la normativa correspondiente, es decir, el régimen de 
excepciones a la publicidad de la información obedece a un criterio de ponderación. En 
el caso concreto, se actualiza una razón de excepcionalidad, toda vez que existe un 
riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos. 
 
La reserva del pronunciamiento de esta Fiscalía en sentido afirmativo o negativo 
respecto a la información peticionada, no puede traducirse en un medio restrictivo a su 
derecho de acceso a la información, en razón que de la naturaleza de dicha 
información resulta proporcional al atender la importancia del interés jurídico tutelado 
en la causal de clasificación antes invocada, consistente en la prevención de los delitos 
como facultad de esta Institución, consistente en la implementación de acciones para 
evitar su comisión; en ese sentido, en un ejercicio de ponderación de derechos cabe 
señalar que el interés general se coloca por encima de un interés particular en torno al 
cual, las numerosas y diversas pretensiones y aspiraciones que son tuteladas por el 
derecho pueden clasificarse en dos grandes grupos, en el primero, se incluyen las 
pretensiones que tienden a satisfacer las necesidades específicas de los individuos y 
grupos sociales; dichas pretensiones constituyen el interés privado, y tienen las 
características de que, al ser satisfechas, se producen beneficios solamente para 
determinadas personas.  
 
Por el contrario, en el segundo grupo se encuentran las pretensiones que son 
compartidas por la sociedad en su conjunto, y cuya satisfacción origina beneficios para 
todos los integrantes de una colectividad. Estas últimas pretensiones son garantizadas 
mediante la actividad constante de los órganos del Estado, y para referirse a ellas se 
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utiliza la expresión interés público. Por ello, la protección otorgada al interés público 
tiene mayor alcance jurídico que la tutela concedida a los intereses privados. 
 
De esta suerte, el interés público es protegido por el Estado no sólo mediante 
disposiciones legislativas, sino también a través de un gran número de medidas de 
carácter administrativo que integran una actividad permanente de los poderes 
públicos, dirigida a satisfacer las necesidades colectivas. En cambio, en relación al 
interés privado, el Estado se limita a crear las condiciones propias para que los 
particulares satisfagan sus pretensiones mediante su propio esfuerzo. Así, se colige 
que el interés público es el conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades 
colectivas de los miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervención 
directa y permanente del Estado. 
 
En este tenor, se garantiza el acceso a la información en posesión de los sujetos 
obligados con determinadas limitaciones, atendiendo a razones de interés público. No 
obstante, estas limitaciones se deben interpretar de forma restrictiva, con el fin de que 
únicamente se niegue la información cuando exista un riesgo de daño sustancial a los 
intereses jurídicamente protegidos, que sea mayor al interés general de tener acceso a 
lo solicitado; por lo que, para la negativa de la información, es necesario que se 
demuestre en forma clara y debidamente sustentada el mérito de la reserva o 
confidencialidad de ésta. 

No obstante lo anterior, resulta conveniente traer a colación lo dictado por los Tribunales 
Colegiados de Circuito, en las siguientes Tesis Jurisprudenciales: 

 

INVESTIGACIÓN INICIAL. LA INTEGRACIÓN DE LA CARPETA RESPECTIVA POR EL MINISTERIO 
PÚBLICO DURANTE ESTA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO ORAL, POR REGLA 
GENERAL, ESTÁ EXENTA DEL CONTROL CONSTITUCIONAL MEDIANTE LA PROMOCIÓN DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, POR NO AFECTAR EL INTERÉS JURÍDICO NI LEGÍTIMO DEL GOBERNADO. 
Conforme a los artículos 21, párrafo tercero, de la CPEUM y 211, fracción I, inciso a), 212, 213, 214, 216, 217, 
218 y 251 del CNPP, la etapa de investigación inicial en el procedimiento penal acusatorio oral, tiene por 
objeto que el Ministerio Público reúna los requisitos o datos de prueba necesarios para el ejercicio de la 
acción penal, por lo cual, dada su naturaleza jurídica, no puede suspenderse, interrumpirse o cesar en 
su curso. En efecto, el inicio y trámite de la investigación inicial a cargo del representante social, por 
regla general, están exentos de cualquier acción tendiente a su suspensión o paralización, incluso, del 
control constitucional mediante la promoción del juicio de   amparo indirecto, porque los actos 
verificados durante esta etapa, como la integración de la carpeta respectiva por la autoridad ministerial, 
no irrogan perjuicio al gobernado, pues no trascienden irreparablemente en su esfera jurídica, debido a 
que son susceptibles de anularse o contrarrestarse cuando el fiscal formule la imputación ante el Juez 
de control, y se inicie la etapa de investigación complementaria o formalizada, o bien, en caso de que 
se determine el no ejercicio de la acción penal. Se afirma lo anterior, porque de considerar que los 
actos dictados durante la sustanciación de la investigación inicial, afectan el interés jurídico o legítimo 
del gobernado y con ello la procedencia del juicio de amparo, se obstaculizaría injustificadamente la 
potestad deber del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para establecer que se ha 
cometido un hecho señalado en la ley como delito y que existe la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión. Así, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la 
integración de la carpeta mencionada, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 107, fracción I, de la Constitución Federal 
y 5o., fracción I, de la ley de la materia, relativa a la falta de interés jurídico y legítimo del quejoso, ya 
que no le causa una afectación real y actual, directa, ni derivada de su especial situación frente al orden 
jurídico, aunque esta regla general puede admitir excepciones que deben examinarse en lo particular. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DÉCIMA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN SALTILLO, COAHUILA. Amparo en revisión 65/2016 (cuaderno auxiliar 413/2016) del 
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índice del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, con 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila. 26 de mayo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Guillermo 
Maldonado Maldonado. Secretaria: Liliana Carmona Vega. 

 
AUDIENCIA DE CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA Y FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN. 
CONTRA LA OMISIÓN DE REQUERIR LA PRESENCIA FORMAL Y MATERIAL DEL IMPUTADO PARA SU 
CELEBRACIÓN, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO SER UN ACTO QUE 
TENGA UNA EJECUCIÓN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN POR NO AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS 
FUNDAMENTALES. El artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo dispone que el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose 
por ellos los que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la CPEUM y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte; es decir, sus consecuencias deben ser de tal 
gravedad que impidan en forma actual el ejercicio de sus derechos, y no únicamente que produzcan 
una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva, que no necesariamente llegará a trascender al 
resultado del fallo. Por lo que los actos deben recaer sobre derechos cuyo significado rebase lo 
estrictamente procesal, es decir, que produzcan una afectación material de derechos sustantivos del 
gobernado. En efecto, los derechos afectados por el acto de autoridad deben revestir la categoría de 
derechos sustantivos, definición antagónica o contraria a los de naturaleza formal o adjetiva, entendidos 
éstos como aquellos en los que la afectación no es actual, a diferencia de los sustantivos, sino que 
depende de que llegue o no a trascender al desenlace del juicio o procedimiento, momento en el cual 
sus secuelas pueden consumarse en forma efectiva. Consecuentemente, si el acto reclamado es la 
omisión de requerir la presencia formal y material del imputado para la audiencia de cierre de la 
investigación complementaria y formulación de acusación, el juicio de amparo indirecto es 
improcedente conforme a la causal prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el citado 
artículo 107, fracción V, de la propia ley, al no ser un acto que tenga una ejecución de imposible 
reparación, porque sus consecuencias no afectan materialmente ninguno de los derechos 
fundamentales del quejoso tutelados por la Constitución Federal o por los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea Parte. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 57/2016. 12 de agosto de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. Secretaria: Claudia Carolina Monsiváis de León.  

 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. EL DERECHO 
DEL IMPUTADO A OBTENER COPIA DE LA CARPETA EN LA QUE OBREN LOS REGISTROS DE 
INVESTIGACIÓN, OPERA A PARTIR DE QUE SEA CONVOCADO A LA AUDIENCIA INICIAL. El artículo 218 
del CNPP establece que en la etapa de investigación inicial, los registros de voz e imágenes, 
documentos, objetos o cosas que obren en la carpeta son estrictamente reservados; carácter que dejan 
de tener, cuando el imputado se encuentre detenido o comparezca a que se le reciba su entrevista; por 
lo que a partir de ese momento deberá brindarse el acceso a dichos registros. Por su parte, el artículo 
219 del propio código dispone que será hasta que el imputado y su defensor sean convocados a la 
audiencia inicial que tendrán derecho a obtener copia de los registros de investigación. De esta manera, 
el derecho de acceso a la carpeta de investigación previsto en el artículo 218 referido, no implica que 
deba brindarse al imputado copia de dichas constancias, pues ese derecho opera a partir de que se le 
convoca a la audiencia inicial. Sin que lo anterior implique una interpretación restrictiva y retroactiva 
respecto a los alcances del derecho de defensa adecuada en el sistema de justicia penal acusatorio, 
sino que se trata del cumplimiento de las pautas que para su ejercicio estableció el legislador en 
relación con la expedición de copias, en atención a la calidad de la persona imputada y a la etapa en 
que se encuentre el procedimiento. En efecto, durante la investigación inicial formalmente no se ha 
imputado a la persona que se investiga; de ahí que su defensa pueda ejercerse adecuadamente con el 
solo acceso a la carpeta; lo que no ocurre una vez que se le ha llamado a la audiencia inicial, pues 
dadas las consecuencias que pudieran derivar -dictado de un auto de vinculación a proceso hace 
necesario que la defensa se ejerza, en caso de así solicitarlo el imputado, con copias de la carpeta de 
investigación. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.  

 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. POR REGLA GENERAL, SU INTEGRACIÓN NO CAUSA UNA 
AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA ESFERA JURÍDICA DEL INDICIADO, POR LO QUE EL JUICIO 
DEAMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE, HECHA EXCEPCIÓN 
CUANDO SE VEA COMPROMETIDO ALGÚN DERECHO HUMANO DEL QUEJOSO. De conformidad con 
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los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de 
la Ley de Amparo, el juicio de amparo indirecto procede contra actos que causen una afectación real y 
actual en la esfera jurídica del quejoso. Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación 
como una de las etapas del procedimiento penal acusatorio, que a su vez comprende dos fases, la 
inicial y la complementaria. En éstas, el Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, 
está la de recibir las querellas y/o denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la 
investigación, sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
autorizados en ella. De esta manera, si la integración de la carpeta de investigación es consecuencia 
directa de la noticia criminal cuyo objeto es que el Ministerio Público reúna indicios para el 
esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la acción 
penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño, entonces, por regla general, su 
integración no causa una afectación real y actual en la esfera jurídica del indiciado, circunstancia que 
torna improcedente el juicio de amparo indirecto promovido en su contra, con excepción de los casos 
en los que se vea comprometido algún derecho humano del quejoso, como podría ser, tratándose de 
órdenes de cateo, intervención de comunicaciones privadas, toma de muestras de fluido corporal, vello 
o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, lo que deberá analizarse en el caso específico. 
Estimar lo contrario, entorpecería la facultad del Ministerio Público de recabar los datos de prueba para 
establecer que se ha cometido un hecho señalado en la ley como delito y existe la probabilidad de que 
el imputado lo cometió o participó en su comisión. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  
Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña Aguilera.  
 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. SU INICIO NO PRODUCE UNA AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL EN LA 
ESFERA JURÍDICA DEL IMPUTADO, POR LO QUE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN 
SU CONTRA ES IMPROCEDENTE. De conformidad con los artículos 107, fracción I, de la CPEUM y 61, 
fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, ambos de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
indirecto procede contra actos que causen una afectación real y actual en la esfera jurídica del quejoso. 
Por otra parte, el artículo 211 del CNPP define a la investigación como una de las etapas del 
procedimiento penal, que a su vez comprende dos fases, la inicial y la complementaria. En éstas, el 
Ministerio Público se erige como parte y, entre sus obligaciones, está la de recibir las querellas y/o 
denuncias sobre hechos que puedan constituir un delito y dirigir la investigación, sin que pueda 
suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en ella. De esta manera, 
el inicio de la carpeta de investigación no produce una afectación real y actual en la esfera jurídica del 
imputado, porque el hecho de que la víctima, ofendido o cualquier persona a quien le conste que se ha 
cometido un hecho probablemente constitutivo de un delito, denuncie o formule querella contra 
determinado individuo y, como consecuencia de ello, el Ministerio Público, dentro de sus facultades, 
tenga que iniciar una carpeta de investigación, no constituye un acto de molestia o privativo contra 
quien se imputó algún hecho, por lo que el juicio de amparo indirecto promovido en su contra es 
improcedente.TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Queja 99/2017. 18 
de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Juan  Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña 
Aguilera.  Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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C.  Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la versión pública de la 
documentación requerida: 
 
C.1. Folio de la solicitud 0001701035920 – RRA 2652/20  
 

 

Síntesis  Información relacionada con diversos contratos  

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro  
Información parcialmente clasificada como 
reservada y confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Del 1 de diciembre de 2018 a la fecha de la presente de la solicitud se requiere la siguiente 
información: 
1) Todo documento relacionado con algún proceso de licitación, concurso por invitación 
restringida o adjudicación directa relacionado con la adquisición o renovación de 
cualquier producto, licencia o servicio prestado, diseñado, producido, fabricado o 
comercializado por cualquiera de las empresas listadas a continuación, cualquiera 
de sus filiales y/o subsidiarias o cualquier empresa o persona con un nombre similar, 
incluyendo versión pública de cualquier solicitud de contratación, opinión técnica, 
dictamen de procedencia de excepción de licitación pública, propuesta, 
documentación presentada por el proveedor, contrato, anexo técnico, reporte de 
inspección de bienes o supervisión de servicios, solicitud o dictamen de 
modificación, suspensión o terminación del contrato, factura, comprobante de pago o 
cualquier otro documento. 
Lista de empresas: 
1. 3D ROBOTICS 
2. 4 INTELLIGENCE 
3. ABILITY INC 
4. ACUMEN TELECOMUNICACIONES S.A. DE C.V 
5. AERONAUTICS LTD 
6. AEROVANTECH 
7. AIR CAP S.A. DE C.V. 
8. ANTSUA S.A. DE C.V. 
9. ARCAFA S.A. DE C.V. 
10. ARTÍCULOS TEXTILES, EQUIPO Y ACCESORIOS MV S.A. DE C.V. 
11. BALAM SEGURIDAD PRIVADA S.A. DE C.V. 
12. BLINDADO SEGURO S.A. DE C.V. 
13. BLITZ CORP. 
14. BRUNKIAR 
15. BSD SECURITY SYSTEMS, S.A. DE C.V. 
16. CELLEBRITE MOBILE SYNCHRONIZATION 
17. CIRCLES 
18. CLEVERSIG 
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19. COBHAM DEFENSE 
20. COMERCIALIZADORA ANTSUA, S.A. DE C.V. 
21. COMERCIALIZADORA DE SOLUCIONES INTEGRALES MECALE S.A. DE C.V. 
22. COMERCIALIZADORA DE SOLUCIONES INTEGRALES S.A. DE C.V. 
23. COMERCIALIZADORA DIZOAL24. COMSTRAC 
25. COMUNICACIÓN SEGURA S.A. DE C.V. 
26. CYBERBIT LTD 
27. CYBERGLOVES LTD 
28. DEFENTEK 
29. DEFENTEK INC 
30. DIZOAL 
31. DRONETECHUAV 
32. DURITZ HOLDINGS LIMITED 
33. DXTX CORP. 
34. DYNAMIC TRADING EXCHANGE TECHNOLOGIES CORPORATIVO MÉXICO, S. 
DE R.L. 
35. ELBIT SYSTEMS LTD 
36. ELECTRONIC SYSTEMS 
37. ELITE BY CARGA S.A DE CV. 
38. ESROME 
39. EXFO INC 
40. EYE TECH SOLUTIONS S.A. DE C.V. 
41. GAMMA GROUP INTERNATIONAL LTD 
42. GAMMA INTERNATIONAL GMBH 
43. GESECO S.A. DE C.V. 
44. GITA TECHNOLOGIES 
45. GITA TECHNOLOGIES LTD 
46. GLOBAL GESORI SEGURIDAD PRIVADA Y TRASLADO DE VALORES 
47. GOCHA COMERCIALIZADORA 
48. GRUPO COMERCIAL VICRA S.A. DE C.V. 
49. GRUPO TECH BULL S.A. DE C.V. 
50. GULL DE MÉXICO, S.A. DE C.V. 
51. HELIOS TECHNOLOGIES 
52. HT S.R.L. 
53. HYDRA TECHNOLOGIES DE MÉXICO 
54. ICIT HOLDING, S.A. DE C.V. 
55. ICIT PRIVATE SECURITY MÉXICO S.A. DE C.V. 
56. IDR TECHNOLOGIES & TELECOM. LTD 
57. INDRA SISTEMAS MÉXICO, S.A. DE C.V. 
58. INMARSAT GLOBAL LIMITED 
59. IRIDIUM COMMUNICATIONS INC.60. ISMALLCELL BIZ 
61. KAVIT ELECTRONICS INDUSTRIES LTD 
62. KBH APPLIED TECHNOLOGIES GROUP 
63. KBH AVIATION S.A 
64. KBH TRACK S. A. DE C.V. 
65. KBH TRACK TECH S.A. DE C.V. 
66. L3 HARRIS 
67. LEYTE LTD. 
68. MANUFACTURERA IDR LTD 
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69. MECALE, S.A. DE C.V. 
70. MLM PROTECTION LIMITED 
71. NEMECISCO S.A. DE C.V. 
72. NEOLINX DE MÉXICO S.A. DE C.V. 
73. NICE 
74. NICE SYSTEMS 
75. NICE SYSTEMS LTD 
76. NOVOQUAD 
77. NSO GROUP 
78. NUNVAV INC 
79. OBSES DE MÉXICO S.A. DE C.V. 
80. PHANTOM TECHNOLOGIES LTD 
81. PICORP DE MÉXICO S.A. DE C.V. 
82. PKI ELECTRONIC 
83. PORTONOVO ADMINISTRADORA 
84. PROXIMUS LLC 
85. PROYECTOS Y DISEÑOS VME S.A. DE C.V. 
86. PROYECTOS Y DISEÑOS VME S.A. DE C.V. 
87. PUBLICIDAD GLOBAL SOFERXA 
88. QUETZAL AEROESPACIAL 
89. RAYFOND TECHNOLOGY 
90. RAYZONE GROUP LTD 
91. RAYZONE GROUP LTD 
92. REDEYE 
93. SECO 
94. SECURITY TRACKING DEVICES S.A. DE C.V. 
95. SEGURIDAD EN LA NUBE S.A. DE C.V.96. SEGURIDAD PRIVADA GRUPO ARMOR, S.A. DE C.V. 
97. SEGURITECH PRIVADA S.A. 
98. SEGURITECH SA DE CV 
99. SEPTIER 
100. SEPTIER COMMUNICATION 
101. SERVICIOS ESROME 
102. SERVICIOS PROFESIONALES ODELL 
103. SPECTRA GROUP 
104. STD SECURITY TRACKING DEVICES 
105. SYM SERVICIOS INTEGRALES, S.A. DE C.V. 
106. TACTICAL SECURITY 
107. TEVA TECH DE MÉXICO S.A. DE C.V. 
108. THE SPY PHONE 
109. THURAYA TELECOMMUNICATIONS COMPANY 
110. TI ELITE TACTICAL S.A. DE C.V. 
111. UAV AEROSPACE 
112. UPSEC S.A. DE C.V. 
113. VANS Y SUVS DE LUJO S.A. DE C.V. 
114. VERINT 
115. VERINT SYSTEMS INC. 
2) Todo documento relacionado con algún proceso de licitación, concurso por invitación 
restringida o adjudicación directa relacionado con la adquisición o renovación de 
cualquier producto, licencia o servicio enlistado a continuación incluyendo versión 
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pública de cualquier solicitud de contratación, opinión técnica, dictamen de 
procedencia de excepción de licitación pública, propuesta, documentación 
presentada por el proveedor, contrato, anexo técnico, reporte de inspección de 
bienes o supervisión de servicios, solicitud o dictamen de modificación, suspensión o 
terminación del contrato, factura, comprobante de pago o cualquier otro documento. 
a) CELL ID 
b) GEOMATRIX 
c) GUARDIAN UNIFIED 
d) NICE TRACK 
e) NICETRACK LOCATION TRACKING 
f) OPENCELL ID 
g) PC 360 
h) PC SURVEILLANCE SYSTEM 
i) PEGASUSj) PEGASUS 500 
k) PSS 
l) REMOTE CONTROL SYSTEM (RCS) 
m) SISTEMA GEOLOC LIGHTHOUSE 
n) SKYLOCK 
o) ULIN 
p) VERINT GI2 
q) VERINT GI2 M 
r) VERINT PI2 
3) Todo documento relacionado con algún proceso de licitación, concurso por invitación 
restringida o adjudicación directa relacionado con la adquisición o renovación de 
cualquier otro producto, licencia o servicio adquirido para la intervención de 
comunicaciones privadas, la intercepción de señales, la localización geográfica en 
tiempo real de dispositivos o la extracción de información de dispositivos que 
almacenan información, incluyendo versión pública de cualquier solicitud de 
contratación, opinión técnica, dictamen de procedencia de excepción de licitación 
pública, propuesta, documentación presentada por el proveedor, contrato, anexo 
técnico, reporte de inspección de bienes o supervisión de servicios, solicitud o 
dictamen de modificación, suspensión o terminación del contrato, factura, 
comprobante de pago o cualquier otro documento..” (Sic) 
 

Gestión de la solicitud: 
 

Inicialmente se informó que respecto al numeral 1, en el periodo señalado por el peticionario, es 
decir 1 de diciembre de 2018 a la fecha de la solicitud, no se adjudicaron contratos derivados de los 
procedimientos de contratación que se llevan a cabo a las empresas listadas en dicho numeral. 
 
Por lo que respecta al numeral 2, no se realizaron procedimientos de contratación, en el periodo 
señalado, es decir, del 1 de diciembre de 2018 a la fecha de la solicitud, “relacionado con la 
adquisición o renovación de cualquier producto, licencia o servicio” con las empresas enlistadas en el 
presente requerimiento. 
 
Finalmente, por lo que atañe al numeral 3, posterior de una busqueda en las unidades 
administrativas, no se encontraron documentales que reunan las caracteristicas de lo requerido.  
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En dichas consideraciones, resultó aplicable el criterio 07/17 emitido por el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), el cual es del 
tenor literal siguiente: 
 

Casos en los que no es necesario que el Comité de Transparencia confirme formalmente la 
inexistencia de la información. La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen el 
procedimiento que deben seguir los sujetos obligados cuando la información solicitada no se 
encuentre en sus archivos; el cual implica, entre otras cosas, que el Comité de Transparencia 
confirme la inexistencia manifestada por las áreas competentes que hubiesen realizado la 
búsqueda de la información. No obstante, lo anterior, en aquellos casos en que no se advierta 
obligación alguna de los sujetos obligados para contar con la información, derivado del 
análisis a la normativa aplicable a la materia de la solicitud; y además no se tengan elementos 
de convicción que permitan suponer que ésta debe obrar en sus archivos, no será necesario 
que el Comité de Transparencia emita una resolución que confirme la inexistencia de la 
información. 
 

 
No obstante, el particular se inconformó con la respuesta otorgada por este Sujeto Obligado 
ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI), por la negativa de la información, exponiendo una serie de elementos que 
facilitarían la búsqueda de ésta al interior de la Fiscalía.  
 
Por lo que con la finalidad de sobreseer el presente recurso de revisión, conforme a las 
facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, su 
Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de 
septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 
de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente solicitud de 
información se turnó para su atención a: CPA, CMI y SEIDO. 
 
Por ello, esta FGR al tener un compromiso con la rendición de cuentas y la transparencia, 
componentes esenciales en los que se fundamenta un gobierno democrático, después de 
realizar una búsqueda exhaustiva en sus archivos y bases localizó la siguiente información: 

 

 
 
 
Determinación del Comité de Transparencia 

 
ACUERDO  
CT/ACDO/0206/2021: 



 
 
 
 
 
 
 
 

Décima Sesión Ordinaria                                                                                                                                         88 
 

 

 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la clasificación y resguardo de 
diversos datos que recaen en los supuestos previstos en el 
artículo 110, fracción V hasta por un periodo de cinco 
años) y; 113 fracción, fracción I de la LFTAIP. 
 
A efecto de proporcionar al particular la versión pública de 
las 66 fojas inherentes a los contratos descritos con 
antelación, previo pago de los costos de reproducción. 
 

En ese tenor, resulta conveniente mencionar el contenido del citado precepto legal, que en su 
parte conducente refiere: 

 
De la Información Reservada 
Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
 
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 

 
Robustece lo expuesto, lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, que a la letra señalan:  

 
Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el 
artículo 113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona 
física y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud 
… 

 
Por lo que, de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP, el cual prevé que en los casos en 
que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a 
su vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se 
expone la siguiente prueba de daño: 
 

I. Riesgo real demostrable e identificable. El hacer del dominio público los nombres 
,firmas y datos personales constituiría la base para la identificación de los servidores 
públicos así como de los particulares participantes en el contrato, con lo cual se 
aumentaría exponencialmente el riesgo su vida y seguridad personal, así como la de sus 
familiares ya que se vuelven susceptibles de ser privados de su libertad, sufrir algún 
atentado, daño a su patrimonio o afectación de cualquier índole, provocando 
inestabilidad emocional familiar ante la posibilidad de u evento violento  

 
Dadas las funciones y la naturaleza del personal sustantivo de esta Fiscalía, al 
proporcionar información, que haga identificable a personal sustantivo podría poner en 
riesgo la vida, seguridad y salud, así como la de su familia, derivado de las actividades 
sustantivas que realizan en la investigación de indicios y elementos de prueba para la 
acreditación del delito; toda vez que al ser identificados, podrían ser objeto de 
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amenazas, represalias o ataques físicos o morales por parte de miembros de la 
delincuencia, con la finalidad de obtener información sensible que podría incidir en las 
actividades realizadas como auxiliares del Ministerio Público de la Federación, en la 
investigación y persecución de los delitos. 

 
II. Riesgo de perjuicio Es necesario reservar la información requerida, ya que al 

proporcionar información, se pondría en riesgo su integridad física y seguridad así como 
las actividades que llegaran a realizar, en ese sentido el difundir la información solicitada 
no garantiza el Interés Público y/o el Derecho a la Información, ya que el beneficio se 
limitaría única y exclusivamente al interés particular, afectándose el interés general de 
proteger la vida, seguridad y salud de los servidores públicos encargados de investigar y 
perseguir los delitos. 

 
III. Principio de proporcionalidad El reservar la información solicitada, no sólo salvaguarda 

las funciones que realizan el personal sustantivo de esta Institución, sino también se 
protege su identificación y localización para no poner en riesgo su vida, seguridad y 
salud, así como la de sus familiares. Por lo anterior, la reserva de dicha información 
resulta proporcional al interés jurídico tutelado en la causal de clasificación invocada, en 
ese sentido, en un ejercicio de ponderación de derechos el interés general de 
salvaguardar la vida seguridad y salud de las personas se encuentra sobre el interés 
particular de conocer la información solicitada. 

 
Así las cosas, al proporcionarse versión pública del documento requerido, se procederían a 
testar los datos personales de personas físicas sin necesidad de estar sujeto a temporalidad 
alguna y a la que solo podrá tener acceso el titular de la información o sus representantes 
legales; lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo establecido en la fracción I del 
artículo 113 de la LFTAIP, mismo que se transcribe a continuación: 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a 
ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

 
Refuerza lo anterior, lo que se indica en los Lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, en su 
numeral Trigésimo Octavo que establecen lo siguiente: 

 
CAPÍTULO VI 
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre 
y cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y  
III. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados 
internacionales. 
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La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener 
acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos 
facultados para ello. 
… 
 

En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física, independientemente del medio 
por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a la que 
sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus representantes legales. 
 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los sujetos obligados serán 
responsables de los datos personales en su posesión, y que, en relación con ellos. deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado, de conformidad con lo establecido por la fracción VI, 
artículo 68 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual es del 
tenor literal siguiente: 
 

Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y, en 
relación con éstos. deberán: 
… 
VI. Adoptar Las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida. transmisión y acceso no autorizado. 
Los sujetos obligados no podrán difundir. distribuir o comercializar los datos personales contenidos 
en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus [unciones, salvo que haya 
mediado el consentimiento expreso. por escrito o por un medio de autenticación similar, de Los 
individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la normatividad aplicable. Lo anterior. sin 
perjuicio a lo establecido por el artículo 120 de esta Ley. 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección de la confidencialidad de los 
datos personales es una garantía de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por 
escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo con la normatividad aplicable.  
 
Por lo antes señalado, resulta aplicable la siguiente Tesis aislada emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala: 
 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos 
específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso 
de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de información reservada. En lo 
que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, 
el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información confidencial, el 
cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior 
también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al 
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acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los 
casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del 
apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas 
y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la 
información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, 
por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas 
las personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a 
los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos 
expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar 
lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, 
pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la 
información. Época: Décima Época. Registro: 2000233. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1 Materia(s): 
Constitucional Tesis: 1a. VII/2012 (10a.) Página: 655. 

 

En esa tesitura, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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C.2. Folio de la solicitud 0001700038821 
 

 

Síntesis  

Documento con el que se solicitó al ISSSTE los 
datos de los saldos que tenían pendientes por 
concepto de la obtención de créditos personales 
de los trabajadores de esa Fiscalía que 
participaron en el proceso de liquidación del 
ejercicio 2020 

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro  
Información parcialmente clasificada como 
confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Se solicita a la Fiscalía General de la República exhiba copia del oficio o documento con el que 
se solicitó al ISSSTE los datos de los saldos que tenían pendientes por concepto de la 
obtención de créditos personales de los trabajadores de esa Fiscalía que participaron en el 
proceso de liquidación del ejercicio 2020; de igual forma se solicita se exhiba copia del oficio 
respuesta por parte del ISSSTE donde se muestre la fecha de aplicación de dicho saldo, es decir 
hasta que quincena aplicaba dicho saldo para realizar la retención correspondiente y finalmente 
se solicita a dicha fiscalía indique si dentro de las retenciones de dichos créditos estaban 
contempladas las correspondientes al mes de diciembre de 2020 o en su caso no fueron 
contempladas y fueron retenidas dos veces al trabajador.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CPA. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0207/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la clasificación y resguardo de datos 
personales pertenecientes a personas físicas contenidos 
en los documentos requeridos. de conformidad con el 
artículo 113, fracción I de la Ley de la materia, visibles en 
el expediente de averiguación previa en mención. 
 

Lo anterior, a fin de avalar la versión pública del documento señalado  
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Así las cosas, al proporcionarse versión pública del documento requerido, se procederían a 
testar los datos personales de personas físicas sin necesidad de estar sujeto a temporalidad 
alguna y a la que solo podrá tener acceso el titular de la información o sus representantes 
legales; lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo establecido en la fracción I del 
artículo 113 de la LFTAIP, mismo que se transcribe a continuación: 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a 
ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

 
Refuerza lo anterior, lo que se indica en los Lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, en su 
numeral Trigésimo Octavo que establecen lo siguiente: 

 
CAPÍTULO VI 
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre 
y cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y  
III. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados 
internacionales. 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener 
acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos 
facultados para ello. 
… 
 

En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física, independientemente del medio 
por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a la que 
sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus representantes legales. 
 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los sujetos obligados serán 
responsables de los datos personales en su posesión, y que, en relación con ellos. deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado, de conformidad con lo establecido por la fracción VI, 
artículo 68 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual es del 
tenor literal siguiente: 
 

Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y, en 
relación con éstos. deberán: 
… 
VI. Adoptar Las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida. transmisión y acceso no autorizado. 
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Los sujetos obligados no podrán difundir. distribuir o comercializar los datos personales contenidos 
en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus [unciones, salvo que haya 
mediado el consentimiento expreso. por escrito o por un medio de autenticación similar, de Los 
individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la normatividad aplicable. Lo anterior. sin 
perjuicio a lo establecido por el artículo 120 de esta Ley. 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección de la confidencialidad de los 
datos personales es una garantía de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por 
escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo con la normatividad aplicable.  
 
Por lo antes señalado, resulta aplicable la siguiente Tesis aislada emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala: 
 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos 
específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso 
de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de información reservada. En lo 
que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, 
el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información confidencial, el 
cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior 
también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al 
acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los 
casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del 
apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas 
y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la 
información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, 
por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas 
las personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a 
los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos 
expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar 
lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, 
pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la 
información. Época: Décima Época. Registro: 2000233. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1 Materia(s): 
Constitucional Tesis: 1a. VII/2012 (10a.) Página: 655. 

 

En esa tesitura, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales.  
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Por otro lado, este Órgano Colegiado ha determinado confirmar la negativa de exención de 
pago de reproducción y envío, propuesta por la UTAG; toda vez que la particular manifestó  no 
contar con ingresos, sin dar mayores elementos para acreditar dicha circunstancia, además de 
que derivado del recorte presupuestario y de los ajustes al gasto público, esta Fiscalía no 
cuenta con los recursos materiales, humanos y financieros para realizar la versión pública del 
documento requerido de manera gratuita; es decir, configura una carga excesiva para este 
sujeto obligado, esto atendiendo a lo señalado en el Lineamiento Trigésimo de los 
Lineamientos que establecen los procedimientos internos de atención a solicitudes de acceso a 
la información pública, que a letra señala: 
 

Trigésimo. Los costos de reproducción y, en su caso, de envío para la obtención de la información 
deberán ser cubiertos por el solicitante de manera previa a la entrega por parte del sujeto obligado. 
 
Las cuotas de los derechos aplicables deberán establecerse en la Ley Federal de Derechos, los 
cuales se publicarán en los sitios de Internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá 
considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información; 
asimismo, se deberá fijar una cuenta bancaria única y exclusivamente para que el solicitante realice 
el pago del costo de la información que solicitó. 
 
La información deberá ser entregada sin costo de reproducción, cuando implique la entrega de no 
más de veinte hojas simples. 
 
Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a 
las circunstancias socioeconómicas del solicitante. 
 
En caso de que el solicitante pida el acceso a la información de manera gratuita en atención a su 
condición socioeconómica, deberá señalarlo al momento de presentar su solicitud y llenar la 
solicitud de exención de pago de costos de reproducción y/o envío indicando, bajo protesta de decir 
verdad, las razones que le impiden cubrir los costos de reproducción y/o envío. 
 
La Unidad de Transparencia valorará la solicitud de exención de pago de reproducción y envío, 
asimismo propondrá la determinación al Comité de Transparencia para que éste confirme o revoque 
la decisión de la Unidad de Transparencia. 
El nombre del solicitante que se acojan al beneficio señalado en el párrafo anterior será público. 
 
 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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C.3. Folio de la solicitud 0001700039721  
 

 

Síntesis  

Documentos en formato de datos abiertos que 
contengan los análisis de mercado asociados al 
desarrollo o y/o adquisición de servicios web, 
aplicaciones o contenidos digitales, así como 
otras tecnologías digitales que este Sujeto 
Obligado tiene, del 1 de diciembre de 2018 al 1 de 
diciembre de 2020. 

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro  
Información parcialmente clasificada como 
reservada y confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Solicito todos los documentos en formato de datos abiertos que contengan los análisis de 
mercado asociados al desarrollo o y/o adquisición de servicios web, aplicaciones o 
contenidos digitales, así como otras tecnologías digitales que este Sujeto Obligado tiene.  
Esta información se solicita del 1 de diciembre de 2018 al 1 de diciembre de 2020. 
Documentos conforme al Artículo 3 Fracción VII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
Datos abiertos conforme al Artículo 3, fracción VI de la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CPA. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0208/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la clasificación y resguardo de 
diversos datos que recaen en los supuestos previstos en el 
artículo 110, fracciones I y VII (hasta por un periodo de 
cinco años) y artículo 113, fracciones I y III de la LFTAIP. 

 
A efecto de proporcionar al particular la versión pública de 
la documentación localizada, previo pago de los costos de 
reproducción. 
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En ese tenor, resulta conveniente mencionar el contenido del citado precepto legal, que en su 
parte conducente refiere: 
 

De la Información Reservada 
Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
 
I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional y cuente 
con un propósito genuino y un efecto demostrable; 
… 
VII. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

 
Robustece lo expuesto, lo contemplado en el numeral Décimo Séptimo, Décimo Octavo 
Vigésimo tercero de los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de 
la información, así como para la elaboración de versiones públicas, que a la letra señalan:  

 
Décimo séptimo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que de difundirse actualice o potencialice 
un riesgo o amenaza a la seguridad nacional cuando: 
… 
IV. Se obstaculicen o bloqueen las actividades de inteligencia o contrainteligencia y 
cuando se revelen normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones técnicas, 
tecnología o equipo que sean útiles para la generación de inteligencia para la seguridad 
nacional; 
 
VI. Se ponga en peligro la coordinación interinstitucional en materia de seguridad 
nacional; 
 
VII.  Se puedan menoscabar, obstaculizar o dificultar las estrategias o acciones para 
combatir la delincuencia organizada, la comisión de los delitos contra la seguridad de la 
nación, entendiéndose estos últimos como traición a la patria, espionaje, sedición, motín, 
rebelión, terrorismo, sabotaje, conspiración, el tráfico ilegal de materiales nucleares, de 
armas químicas, biológicas y convencionales de destrucción masiva; 
 
VIII.  Se posibilite la destrucción, inhabilitación o sabotaje de cualquier infraestructura de 
carácter estratégico o prioritario, así como la indispensable para la provisión de bienes o 
servicios públicos de agua potable, de emergencia, vías generales de comunicación o de 
cualquier tipo de infraestructura que represente tal importancia para el Estado que su 
destrucción o incapacidad tenga un impacto debilitador en la seguridad nacional; 
… 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser  
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de la 
seguridad nacional; sus normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones 
técnicas, tecnología o equipo útiles a la generación de inteligencia para la Seguridad 
Nacional, sin importar la naturaleza o el origen de los documentos que la consignen. 
 
Décimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que comprometa la seguridad pública, 
al poner en peligro las funciones a cargo de la Federación, la Ciudad de México, los Estados 
y los Municipios, tendientes a preservar y resguardar la vida, la salud, la integridad y el 
ejercicio de los derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público. 
 
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda entorpecer 
los sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
menoscabar o dificultar las estrategias contra la evasión de reos; o menoscabar o limitar la 
capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales. 
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Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser 
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de 
la seguridad pública, sus planes, estrategias, tecnología, información, sistemas de 
comunicaciones. 
… 
Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VII de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos 
al obstaculizar las acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o 
menoscabar o limitar la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos. 
Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las 
actividades de persecución de los delitos, deben de actualizarse los siguientes 
elementos: 
  
I.        La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en 
trámite; 
II.       Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de 
investigación, o el proceso penal, según sea el caso, y 
III.      Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales 
judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal. 
 

Por lo que, de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP, el cual prevé que en los casos en 
que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a 
su vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se 
expone la siguiente prueba de daño: 
 
Artículo 110, fracción I: 
 

I. Riesgo real, demostrable e identificable. Existe un riesgo real, demostrable e 
identificable, el difundir la información íntegra de las especificaciones técnicas de la 
IM 146-2019, implicaría revelar el estado de fuerza de la Institución al proporcionar datos 
concernientes a los aspectos técnicos de los sitios y/o páginas web o subsitios en los 
que se empleará la tecnología objeto de la citada investigación de mercado, facilitaría un 
ataque a los sitios públicos de la Institución, en razón de que se revelaría la herramienta 
que sirvió para su desarrollo y/o mantenimiento, lo que causaría un grave perjuicio a las 
actividades de investigación y persecución de los delitos, propias de este órgano 
autónomo encargado de la Seguridad Pública, toda vez que se difundiría la capacidad 
de reacción con al que se cuenta para la protección de la infraestructura tecnológica 
utilizada para el procesamiento, almacenamiento y consulta de la información 
relacionada con la generación de inteligencia para la seguridad pública. 

 
II. Perjuicio que supera el interés público. El divulgar la información integra contenida en la 

investigación de mercado de referencia pone en riesgo la fuerza del Estado y la 
capacidad de respuesta con la que cuenta la Institución para la atención de las tareas 
encomendadas en cumplimiento de sus funciones, hecho que se traduciría en un 
detrimento al combate la delincuencia en perjuicio de la seguridad pública, por lo que 
además y, en congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, debe tomarse 
en cuenta lo dispuesto en el Título 1. Política y Gobierno, numeral 8 denominado 
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“Articular la seguridad nacional, la seguridad pública y la paz”, en el que se señala que el 
Gobierno de México entiende la Seguridad Nacional como una condición indispensable 
para garantizar la integridad y la soberanía nacionales, libres de amenazas al Estado, a 
fin de construir una paz duradera y fructífera y, agrega, la actual administración 
fortalecerá las capacidades institucionales para alcanzar los siguientes objetivos 
estratégicos: Mejorar las capacidades tecnológicas de investigación científica en los 
ámbitos de seguridad pública, seguridad interior, generación de inteligencia estratégica 
y procuración de justicia. 

 
Es así que la publicidad de la información vulnera las actividades que realiza la Fiscalía 
General de la República encaminadas a la investigación de los delitos y el 
esclarecimiento de los hechos; otorgar una procuración de justicia eficaz, efectiva, 
apegada a derecho, que contribuya a combatir la inseguridad y disminuirla; la 
prevención del delito; fortalecer el Estado de derecho en México; procurar que el 
culpable no quede impune; así como promover, proteger, respetar y garantizar los 
derechos de verdad, reparación integral y de no repetición de las víctimas, ofendidos en 
particular y de la sociedad en general 

 
La publicidad de dicha información supone un perjuicio que supera el interés público 
general de que se difunda la información relacionada con especificaciones técnicas de 
los servicios de desarrollo de aplicaciones informáticas para el mantenimiento y 
desarrollo de sitios y/o páginas web, pues en nada resulta útil para que el público 
comprenda las actividades que este sujeto obligado lleva a cabo para la investigación 
de los delitos del orden federal y esclarecimiento de los hechos, por el contrario, su 
difusión atentaría directamente en labores para el combate a la delincuencia, poniendo 
en peligro las actividades e investigación y persecución de los delitos. Por lo anterior, 
resulta de mayor importancia para la sociedad, el que se garantice el derecho a la 
Seguridad Pública, sobre el interés particular de conocer información sobre el estado de 
fuerza de la Fiscalía General de la República. 

 
De igual forma, debe tomarse en cuenta que la institución se encuentra en proceso de 
transición conforme a lo establecido en el Régimen de Transición del Decreto por el cual 
se expide la Ley Orgánica de la FGR, Artículo 33, Apartado B, fracción XVIII, y 8° 
Transitorio, y divulgar la información solicitada relacionada con especificaciones técnicas 
de los servicios de desarrollo de aplicaciones informáticas para el mantenimiento y 
desarrollo de sitios y/o páginas web, sería susceptible de ser utilizada en prejuicio de la 
Institución.  

 
III. Principio de proporcionalidad. La presente clasificación se adecúa al principio de 

proporcionalidad, toda vez que se justifica negar su divulgación por el riesgo de vulnerar 
y poner en peligro la capacidad y margen de operación de este sujeto obligado en 
materia de seguridad pública, ya que obstaculizaría las funciones del Ministerio Público 
de la Federación; es decir, la investigación y persecución de delitos federales. 

 
Artículo 110, fracción VII: 
 

I. Riesgo real, demostrable e identificable: Proporcionar la información objeto de reserva, 
contenida en la IM-146-2019, representa un riesgo real, demostrable e identificable, ya 
que se vincularía con las especificaciones técnicas de los servicios de desarrollo de 
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aplicaciones informáticas para el mantenimiento y desarrollo de sitios y/o páginas web, 
donde viaja la información que se genera de manera sustancial para la investigación y 
persecución de los delitos en el orden federal, que llevan a cabo principalmente los 
Agentes del Ministerio Público de la Federación, a través de la integración de las 
averiguaciones previas y las carpetas de investigación; información que de caer en 
manos de grupos criminales, sería utilizada para conocer las vulnerabilidades que les 
permita evadir, destruir u ocultar los medios de prueba recopilados para la acreditación 
del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del o los responsables de la 
comisión de un ilícito del orden federal, obstruyendo la prevención o persecución de los 
delitos que son competencia de esta Fiscalía.  

 
II. Perjuicio que supera el interés público: Difundir la información íntegramente, superaría el 

interés público general, considerando que las funciones que le corresponden a esta 
Fiscalía tienen como fin el interés público general, y divulgar la información que se omite 
en la versión pública, pues en nada resulta útil para que el público comprenda las 
actividades que este sujeto obligado lleva a cabo para la investigación de los delitos del 
orden federal y del esclarecimiento de los hechos, y por el contrario provocaría un 
riesgo de perjuicio a la seguridad informática de la Institución, pues se estaría 
proporcionando elementos que permitirían identificar los sitios y/o páginas web o 
subsitios en los que se empleará la tecnología objeto de la citada investigación de 
mercado, que es necesaria para el cumplimiento del objetivo institucional y a la 
información que en ella viaja, lo cual afectaría el desarrollo y el resultado de las 
investigaciones que realizaran los agentes del Ministerio Público Federal, peritos y los 
policías ministeriales, al hacer públicos datos e información que limitaría la capacidad de 
esta autoridad para evitar la comisión de delitos. 

 
III. Principio de proporcionalidad: Que atendiendo al principio de proporcionalidad, se 

desprende que el reservar la información referente a las especificaciones técnicas de los 
servicios integrales, no se traduce en un medio restrictivo de acceso a la información, 
porque si bien la información en posesión de todos los Sujetos Obligados es pública, lo 
cierto es que también el derecho de acceso a la información se encuentra acotado por 
razones previstas en la normativa en la materia, ya que el régimen de excepciones a la 
publicidad de la información obedece a un criterio de ponderación, que en el caso que 
nos ocupa se justifica al existir un riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos. 
En tal virtud, es de señalarse que el interés público general se coloca por encima de un 
interés particular. en razón de que la naturaleza de la información reservada resulta 
proporcional al atender la importancia del interés jurídico tutelado en la causal de 
clasificación invocada consistente en la prevención y persecución de delitos federales. 

 
Así las cosas, al proporcionarse versión pública del documento requerido, se procederían a 
testar los datos personales de personas físicas sin necesidad de estar sujeto a temporalidad 
alguna y a la que solo podrá tener acceso el titular de la información o sus representantes 
legales; lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo establecido en la fracción I del 
artículo 113 de la LFTAIP, mismo que se transcribe a continuación: 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
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La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a 
ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

 
Refuerza lo anterior, lo que se indica en los Lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, en su 
numeral Trigésimo Octavo y Cuadragésimo que establecen lo siguiente: 

 
CAPÍTULO VI 
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre 
y cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y  
III. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados 
internacionales. 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener 
acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos 
facultados para ello. 
… 
Cuadragésimo. En relación con el último párrafo del artículo 116 de la Ley General, para 
clasificar la información por confidencialidad, no será suficiente que los particulares la hayan 
entregado con ese carácter ya que los sujetos obligados deberán determinar si aquéllos son 
titulares de la información y si tienen el derecho de que se considere clasificada, debiendo 
fundar y motivar la confidencialidad. La información que podrá actualizar este supuesto, entre 
otra, es la siguiente: 
I.        La que se refiera al patrimonio de una persona moral, y 
II.       La que comprenda hechos y actos de carácter económico, contable, jurídico o 
administrativo relativos a una persona, que pudiera ser útil para un competidor por ejemplo, 
la relativa a detalles sobre el manejo del negocio del titular, sobre su proceso de toma de 
decisiones o información que pudiera afectar sus negociaciones, acuerdos de los órganos de 
administración, políticas de dividendos y sus modificaciones o actas de asamblea 
 
 

En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física y/o moral, independientemente 
del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a 
la que sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus representantes legales. 
 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los sujetos obligados serán 
responsables de los datos personales en su posesión, y que, en relación con ellos. deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado, de conformidad con lo establecido por la fracción VI, 
artículo 68 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual es del 
tenor literal siguiente: 
 

Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y, en 
relación con éstos. deberán: 
… 
VI. Adoptar Las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida. transmisión y acceso no autorizado. 
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Los sujetos obligados no podrán difundir. distribuir o comercializar los datos personales contenidos 
en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus [unciones, salvo que haya 
mediado el consentimiento expreso. por escrito o por un medio de autenticación similar, de Los 
individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la normatividad aplicable. Lo anterior. sin 
perjuicio a lo establecido por el artículo 120 de esta Ley. 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección de la confidencialidad de los 
datos personales es una garantía de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por 
escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo con la normatividad aplicable.  
 
Por lo antes señalado, resulta aplicable la siguiente Tesis aislada emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala: 
 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos 
específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso 
de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de información reservada. En lo 
que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, 
el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información confidencial, el 
cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior 
también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al 
acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los 
casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del 
apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas 
y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la 
información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, 
por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas 
las personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a 
los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos 
expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar 
lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, 
pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la 
información. Época: Décima Época. Registro: 2000233. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1 Materia(s): 
Constitucional Tesis: 1a. VII/2012 (10a.) Página: 655. 

 

En esa tesitura, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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C.4. Folio de la solicitud 0001700060621  
 

 

Síntesis  
Documentos que tenga la Fiscalía General de la 
República sobre el trabajo de la Comisión 
Forense 

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro  Información parcialmente clasificada como 
reservada y confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Solicito todo documento, bitacora, listado de acciones, informe, dictamen o informe que se tenga 
en la fiscalía sobre el trabajo de la Comisión Forense (constituida en 2013 para que la PGR y el 
EAAF, así como otras organizaciones, investiguen la identidad de los cadáveres de la masacre de 
los 72 migrantes y las fosas de San Fernando, y la masacre de Cadereyta.) Solicito cada 
documento que se hubiera generado en el marco de la comisión forense.” (Sic) 
 
Otros datos para facilitar su localización: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5312887&fecha=04/09/2013 (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CMI. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0209/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la clasificación y resguardo de 
diversos datos que recaen en los supuestos previstos en el 
artículo 110, fracción V hasta por un periodo de cinco 
años) y; 113 fracción, fracción I de la LFTAIP. 

 
A efecto de proporcionar al particular la versión pública de 
las 8,208 fojas inherentes al trabajo de la Comisión Forense 
que corresponden al periodo de septiembre del año 2013 
al 15 de febrero de 2021, previo pago de los costos de 
reproducción. 
 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5312887&fecha=04/09/2013
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En ese tenor, resulta conveniente mencionar el contenido del citado precepto legal, que en su 
parte conducente refiere: 

 
De la Información Reservada 
Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
 
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 

 
Robustece lo expuesto, lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, que a la letra señalan:  

 
Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el 
artículo 113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona 
física y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud 
… 

 
Por lo que, de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP, el cual prevé que en los casos en 
que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a 
su vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se 
expone la siguiente prueba de daño: 
 

I. Dadas las funciones y la naturaleza del personal sustantivo de esta Fiscalía, al 
proporcionar información, que haga identificable a personal sustantivo podría poner en 
riesgo la vida, seguridad y salud, así como la de su familia, derivado de las actividades 
sustantivas que realizan en la investigación de indicios y elementos de prueba para la 
acreditación del delito; toda vez que al ser identificados, podrían ser objeto de 
amenazas, represalias o ataques físicos o morales por parte de miembros de la 
delincuencia, con la finalidad de obtener información sensible que podría incidir en las 
actividades realizadas como auxiliares del Ministerio Público de la Federación, en la 
investigación y persecución de los delitos. 

 
II. Es necesario reservar la información requerida, ya que al proporcionar información, se 

pondría en riesgo su integridad física y seguridad así como las actividades que llegaran a 
realizar, en ese sentido el difundir la información solicitada no garantiza el Interés 
Público y/o el Derecho a la Información, ya que el beneficio se limitaría única y 
exclusivamente al interés particular, afectándose el interés general de proteger la vida, 
seguridad y salud de los servidores públicos encargados de investigar y perseguir los 
delitos. 

 
III. El reservar la información solicitada, no sólo salvaguarda las funciones que realizan el 

personal sustantivo de esta Institución, sino también se protege su identificación y 
localización para no poner en riesgo su vida, seguridad y salud, así como la de sus 
familiares. Por lo anterior, la reserva de dicha información resulta proporcional al interés 
jurídico tutelado en la causal de clasificación invocada, en ese sentido, en un ejercicio de 
ponderación de derechos el interés general de salvaguardar la vida seguridad y salud 
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de las personas se encuentra sobre el interés particular de conocer la información 
solicitada. 

 
Así las cosas, al proporcionarse versión pública del documento requerido, se procederían a 
testar los datos personales de personas físicas sin necesidad de estar sujeto a temporalidad 
alguna y a la que solo podrá tener acceso el titular de la información o sus representantes 
legales; lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo establecido en la fracción I del 
artículo 113 de la LFTAIP, mismo que se transcribe a continuación: 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a 
ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

 
Refuerza lo anterior, lo que se indica en los Lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, en su 
numeral Trigésimo Octavo que establecen lo siguiente: 

 
CAPÍTULO VI 
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre 
y cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y  
III. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados 
internacionales. 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener 
acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos 
facultados para ello. 
… 
 

En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física, independientemente del medio 
por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a la que 
sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus representantes legales. 
 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los sujetos obligados serán 
responsables de los datos personales en su posesión, y que, en relación con ellos. deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado, de conformidad con lo establecido por la fracción VI, 
artículo 68 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual es del 
tenor literal siguiente: 
 

Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y, en 
relación con éstos. deberán: 
… 
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VI. Adoptar Las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida. transmisión y acceso no autorizado. 
Los sujetos obligados no podrán difundir. distribuir o comercializar los datos personales contenidos 
en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus [unciones, salvo que haya 
mediado el consentimiento expreso. por escrito o por un medio de autenticación similar, de Los 
individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la normatividad aplicable. Lo anterior. sin 
perjuicio a lo establecido por el artículo 120 de esta Ley. 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección de la confidencialidad de los 
datos personales es una garantía de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por 
escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo con la normatividad aplicable.  
 
Por lo antes señalado, resulta aplicable la siguiente Tesis aislada emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala: 
 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del 
interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines 
constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, 
ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan 
las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de 
acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información 
podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, 
referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga 
datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o 
comercialización. Lo anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos 
personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla 
general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción 
V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las 
víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la 
información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el 
derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas 
independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes 
respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un 
documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un 
documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo 
dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, 
pues puede permitirse su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de 
la persona a que haga referencia la información. Época: Décima Época. Registro: 2000233. Instancia: 
Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, 
Febrero de 2012, Tomo 1 Materia(s): Constitucional Tesis: 1a. VII/2012 (10a.) Página: 655. 

 

En esa tesitura, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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C.5. Folio de la solicitud 0001700060721  
 

 

Síntesis  
Documentos que tenga la Fiscalía General de la 
República sobre el trabajo de la Comisión 
Forense 

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro  
Información parcialmente clasificada como 
reservada y confidencial  

 
Contenido de la Solicitud:  
“Solicito copia de todas la minutas de trabajo de la Comisión Forense desde su creación, 
respetando los datos personales. Cada una de las notas informativas, minutas, power points, 
presentaciones o documentos en cualquier formato o plataforma que se hubieran generado por 
parte de esa comisión..” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CMI. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0210/2021: 
 
En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la clasificación y resguardo de 
diversos datos que recaen en los supuestos previstos en el 
artículo 110, fracción V hasta por un periodo de cinco 
años) y; 113 fracción, fracción I de la LFTAIP. 

 
A efecto de proporcionar al particular la versión pública de 
las 8,208 fojas inherentes al trabajo de la Comisión Forense 
que corresponden al periodo de septiembre del año 2013 
al 15 de febrero de 2021, previo pago de los costos de 
reproducción. 
 

En ese tenor, resulta conveniente mencionar el contenido del citado precepto legal, que en su 
parte conducente refiere: 

 
De la Información Reservada 
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Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
 
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 

 
Robustece lo expuesto, lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, que a la letra señalan:  

 
Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el 
artículo 113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona 
física y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud 
… 

 
Por lo que, de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP, el cual prevé que en los casos en 
que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a 
su vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se 
expone la siguiente prueba de daño: 
 

I. Dadas las funciones y la naturaleza del personal sustantivo de esta Fiscalía, al 
proporcionar información, que haga identificable a personal sustantivo podría poner en 
riesgo la vida, seguridad y salud, así como la de su familia, derivado de las actividades 
sustantivas que realizan en la investigación de indicios y elementos de prueba para la 
acreditación del delito; toda vez que al ser identificados, podrían ser objeto de 
amenazas, represalias o ataques físicos o morales por parte de miembros de la 
delincuencia, con la finalidad de obtener información sensible que podría incidir en las 
actividades realizadas como auxiliares del Ministerio Público de la Federación, en la 
investigación y persecución de los delitos. 

 
II. Es necesario reservar la información requerida, ya que al proporcionar información, se 

pondría en riesgo su integridad física y seguridad así como las actividades que llegaran a 
realizar, en ese sentido el difundir la información solicitada no garantiza el Interés 
Público y/o el Derecho a la Información, ya que el beneficio se limitaría única y 
exclusivamente al interés particular, afectándose el interés general de proteger la vida, 
seguridad y salud de los servidores públicos encargados de investigar y perseguir los 
delitos. 

 
III. El reservar la información solicitada, no sólo salvaguarda las funciones que realizan el 

personal sustantivo de esta Institución, sino también se protege su identificación y 
localización para no poner en riesgo su vida, seguridad y salud, así como la de sus 
familiares. Por lo anterior, la reserva de dicha información resulta proporcional al interés 
jurídico tutelado en la causal de clasificación invocada, en ese sentido, en un ejercicio de 
ponderación de derechos el interés general de salvaguardar la vida seguridad y salud 
de las personas se encuentra sobre el interés particular de conocer la información 
solicitada. 
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Así las cosas, al proporcionarse versión pública del documento requerido, se procederían a 
testar los datos personales de personas físicas sin necesidad de estar sujeto a temporalidad 
alguna y a la que solo podrá tener acceso el titular de la información o sus representantes 
legales; lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo establecido en la fracción I del 
artículo 113 de la LFTAIP, mismo que se transcribe a continuación: 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
… 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a 
ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

 
Refuerza lo anterior, lo que se indica en los Lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, en su 
numeral Trigésimo Octavo que establecen lo siguiente: 

 
CAPÍTULO VI 
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 
II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre 
y cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y  
III. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados 
internacionales. 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener 
acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos 
facultados para ello. 
… 
 

En este sentido, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física, independientemente del medio 
por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a la que 
sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus representantes legales. 
 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los sujetos obligados serán 
responsables de los datos personales en su posesión, y que, en relación con ellos. deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado, de conformidad con lo establecido por la fracción VI, 
artículo 68 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual es del 
tenor literal siguiente: 
 

Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y, en 
relación con éstos. deberán: 
… 
VI. Adoptar Las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida. transmisión y acceso no autorizado. 
Los sujetos obligados no podrán difundir. distribuir o comercializar los datos personales contenidos 
en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus [unciones, salvo que haya 
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mediado el consentimiento expreso. por escrito o por un medio de autenticación similar, de Los 
individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la normatividad aplicable. Lo anterior. sin 
perjuicio a lo establecido por el artículo 120 de esta Ley. 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección de la confidencialidad de los 
datos personales es una garantía de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por 
escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo con la normatividad aplicable.  
 
Por lo antes señalado, resulta aplicable la siguiente Tesis aislada emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala: 
 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos 
específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso 
de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de información reservada. En lo 
que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, 
el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información confidencial, el 
cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior 
también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al 
acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los 
casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del 
apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas 
y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la 
información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, 
por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas 
las personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a 
los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos 
expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar 
lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, 
pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la 
información. Época: Décima Época. Registro: 2000233. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1 Materia(s): 
Constitucional Tesis: 1a. VII/2012 (10a.) Página: 655. 

 

En esa tesitura, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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D.  Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la incompetencia de la 
documentación requerida: 
 
D.1. Folio de la solicitud 0001700039621 
 

 

Síntesis  
Analíticos Web del portal de internet que este 
Sujeto Obligado 

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro  Incompetencia   

 
Contenido de la Solicitud:  
“Solicito todos los documentos en formato de datos abiertos que contengan la información de los 
analíticos Web del portal del internet que este Sujeto Obligado tiene, la información que se 
requiere es la siguiente 
 
1. Visitas totales por día. 
2. Visitas por página por día. 
3. La fuente de Tráfico. 
4. Rebote por página por día. 
5. Flujo de consultas. 
6. Ciudades de visita por día 
7. Páginas de destino. 
 
Esta información se solicita del 1 de enero de 2012 al 1 de diciembre de 2020. 
 
Documentos conforme al Artículo 3 Fracción VII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
Datos abiertos conforme al Artículo 3, fracción VI de la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública.” (Sic) 
 
Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: CPA, DGCS y UTAG. 
 

ACUERDO  
CT/ACDO/0211/2021: 
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En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción II, 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad confirma la declaratoria de incompetencia 
para proporcionar la información requerida, de 
conformidad con el artículo 65, fracción II de la LFTAIP, a 
fin de orientar al particular a Presidencia de la República. 
 

Lo anterior, ya que el Decreto por el que se aprobó el Plan de Desarrollo 2013-2018, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de 2013, en el cual se establecen diversas 
estrategias transversales para la implementación de varios programas entre ellos el 
denominado “Programa para un Gobierno Cercano y Moderno”, en el que una de sus líneas de 
acción fue la de crear una “Estrategia Digital Nacional”, en la que se contemplaba el desarrollo y 
creación de una Ventanilla Única Nacional en la que las entidades de la Administración Pública 
Federal se incorporaran el portal www.gob.mx, mismo que es administrado por Presidencia de 
la República; la página https://www.gob.mx/fgr es administrada por la Unidad de Gobierno 
Digital adscrita a la institución referida. 
 
En ese orden de ideas, los analíticos webs a que hace referencia el particular no son 
administrados por este Sujeto Obligado, por lo que de conformidad con el artículo 65 fracción II, 
el Comité de Transparencia declara la incompetencia de la información solicitada. 

 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

http://www.gob.mx/
https://www.gob.mx/fgr
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E.  Cumplimiento a las resoluciones del INAI: 
 

E.1. Folio 0001700755520 – RRA 12342/20 
E.2. Folio 0001700752120 – RRA 12545/20 
E.3. Folio 0001700803720 – RRA 12208/20 

 
Las resoluciones adoptadas por unanimidad por los miembros del Comité de Transparencia se 
encuentran al final del acta de la presente sesión.  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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F.  Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la ampliación de término para 
dar respuesta a la información requerida: 

 
ACUERDO     
CT/ACDO/0212/2021: 

 

Los miembros del Comité de Transparencia determinan autorizar la ampliación del plazo de 
respuesta de los folios citados a continuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
135 de la LFTAIP.  

F.1. Folio 0001700047121 
F.2. Folio 0001700047221 
F.3. Folio 0001700058121 
F.4. Folio 0001700062221 
F.5. Folio 0001700063121 
F.6. Folio 0001700063221 
F.7. Folio 0001700063321 
F.8. Folio 0001700063421 
F.9. Folio 0001700063521 
F.10. Folio 0001700063621 
F.11. Folio 0001700063721 
F.12. Folio 0001700063821 
F.13. Folio 0001700063921 
F.14. Folio 0001700064021 
F.15. Folio 0001700064121 
F.16. Folio 0001700064221 
F.17. Folio 0001700064321 
F.18. Folio 0001700064421 
F.19. Folio 0001700064521 
F.20. Folio 0001700064621 
F.21. Folio 0001700064721 
F.22. Folio 0001700064821 
F.23. Folio 0001700064921 
F.24. Folio 0001700065021 
F.25. Folio 0001700065121 
F.26. Folio 0001700065221 
F.27. Folio 0001700065321 
F.28. Folio 0001700065421 
F.29. Folio 0001700065521 
F.30. Folio 0001700065721 
F.31. Folio 0001700067221 
F.32. Folio 0001700067321 
F.33. Folio 0001700067421 
F.34. Folio 0001700069721 
F.35. Folio 0001700070921 
F.36. Folio 0001700071021 
F.37. Folio 0001700071421 
F.38. Folio 0001700071521 
F.39. Folio 0001700071621 
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Lo anterior, de conformidad con los motivos que se expresan en el Cuadro I. Solicitudes 
sometidas a consideración del Comité de Transparencia, para su ampliación de término para 
dar respuesta que se despliega en la siguiente página.  

Sin embargo, se exhorta a los asistentes a que, en aquellos requerimientos en los que, dentro 
del procedimiento de acceso, se encuentre pendiente por concluir el proceso de verificación de 
la existencia de información en sus archivos, se entregue en un término no mayor a 5 días 
hábiles los resultados de la búsqueda a la UTAG, con la finalidad de contestarlos en tiempo y 
forma. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 135 de la LFTAIP, el cual 
establece que la respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo 
posible.   

  
Cuadro I. Solicitudes sometidas a consideración del Comité de Transparencia, para su 

ampliación de término para dar respuesta  
 

DETALLE DE LA SOLICITUD MOTIVO  

Folio 0001700047121 2021-03-16  Con base en los artículos 6 y 8 de la 
constitución solicito en versión electrónica, en caso de no existir, en 
copia simple, de la versión pública, toda expresión documental que dé 
cuenta sobre carpetas de investigación o averiguaciones previa sobre 
cualquier tipo de espionaje en los 20 años a la fecha. Favor de 
desglosar la información por año, estado, estado de la carpeta o 
averiguación previa, tipo de espionaje, quién cometió el delito. Favor 
de buscar en todas sus unidades administrativas. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700047221 2021-03-16  Con base en los artículos 6 y 8 de la 
constitución, solicito en versión electrónica, en caso de no existir, en 
copia simple, de la versión pública, toda expresión documental que dé 
cuenta sobre investigaciones realizadas por denuncias de espionaje 
político del año 2000 a la fecha. Favor de desglosar la información por 
año, tipo de espionaje, sanción, quién cometió el delito, dónde sucedió 
el espionaje, y qué puesto o función tenía la persona que denunció el 
espionaje. Favor de buscar en todas sus unidades administrativas. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700058121 2021-03-17  Entre el 2000 y 2020 número de 
averiguaciones previas y carpetas de investigación iniciadas por 
cualquier delito o ilícito en contra de gobernadores y ex gobernadores 
que gobernaron-gobiernan entre 2000 y 2020 invesgtigados por parte 
de la la FECC, la CAIA, la SCRPPA, la SEIDO, la SEIDF, la FEMDH-
SDHPDSC, la FEPADE-FEDE.  Detallar por año, delito, número del 
expediente estatus del expediente. (No nombres) 

Solicitada por 
falta de 

respuesta de 
FEMDH y FEDE  

Folio 0001700062221 2021-03-16  Número de denuncias ante 
autoridades competentes por robo de piezas arqueológicas (dividido 
por estados) y qué piezas arqueológicas han sido hurtadas durante 
2015 a la fecha  y de que zonas fueron sustraídas. Número y tipo de 
piezas recobradas tras ser hurtadas. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063121 2021-03-16  Buen día. ¿Cuántas denuncias se han 
recibido por parte de la Unidad de Inteligencia Financiera de personas 
políticamente expuestas,  bajo que presunto delito? Se pide especificar 
el cargo de la persona políticamente expuesta que se denunció por 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 
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parte de esa unidad de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
cuándo se recibió ésta y en qué estado está la investigación. 
Folio 0001700063221 2021-03-16  Solicito la version publica de la 
averiguación previa 856/MPFEADS/98, justificación de no pago: De 
ninguna manera estoy en posibilidades de pagar la reproducción sin 
embargo por ser un personaje de sumo interés publico es necesario 
que la FGR absorba el gasto y lo ponga a disposición de la ciudadania 
Tengo una deuda en el banco de mas de 60 mil pesos que puedo 
probar  con un estado de cuenta bancaria 

Solicitada por 
análisis de la 
solicitud en la 

UTAG 

Folio 0001700063321 2021-03-16  ¿Cuántas detenciones se han 
realizado en 2019 por delitos contra la salud en cualquiera de sus 
modalidades? Incluir las sustancias de portación y el gramaje, por 
favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063421 2021-03-16  ¿Cuántas detenciones se han 
realizado por elementos de seguridad pública en 2020 por delitos 
contra la salud en cualquiera de sus modalidades? Incluir las 
sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063521 2021-03-16  ¿Cuántas denuncias se presentaron 
durante 2019 por delitos contra la salud en cualquiera de sus 
modalidades? 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063621 2021-03-16  ¿Cuántas denuncias se presentaron 
durante 2020 por el delito de narcomenudeo? 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063721 2021-03-16  ¿Cuántas carpetas de investigación 
sobre narcomenudeo se generaron en 2019? 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063821 2021-03-16  ¿Cuántas carpetas de investigación 
sobre narcomenudeo se generaron en 2020? Incluir desgloce de 
sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700063921 2021-03-16  ¿Cuántas carpetas de investigación 
sobre delitos contra la salud se generaron en 2019? Incluir las 
sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700064021 2021-03-16  ¿Cuántas carpetas de investigación 
sobre delitos contra la salud se generaron en 2020? Incluir las 
sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700064121 2021-03-16  ¿Cuántas carpetas de investigación 
sobre delitos contra la salud concluyeron en una sentencia por el juez 
de control en 2019? Incluir las sustancias de portación y el gramaje, por 
favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700064221 2021-03-16  ¿Cuántas carpetas de investigación 
sobre delitos contra la salud concluyeron en una sentencia por el juez 
de control en 2020? Incluir las sustancias de portación y el gramaje, por 
favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 
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Folio 0001700064321 2021-03-16  ¿Qué número de detenciones se ha 
calificado como ilegales por delitos contra la salud en 2019? 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700064421 2021-03-16  ¿Cuántas detenciones por delitos 
contra la salud se calificaron como legales en 2020? Incluir desgloce 
de sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700064521 2021-03-16  ¿Cuál es el número de audiencias 
que se han celebrado en 2019 por delitos contra la salud en cualquiera 
de sus modalidades? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA y en la 

SCRPPA 
Folio 0001700064621 2021-03-16  ¿Cuál es el número de audiencias 
que se han celebrado en 2020 por delitos contra la salud en cualquiera 
de sus modalidades? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA y en la 

SCRPPA 
Folio 0001700064721 2021-03-16  ¿Cuál es el número de audiencias 
que se han celebrado en 2019 por el delito de narcomenudeo? Incluir 
desgloce con sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA y en la 

SCRPPA 
Folio 0001700064821 2021-03-16  ¿Cuál es el número de audiencias 
que se han celebrado en 2020 por el delito de narcomenudeo? Incluir 
desgloce con sustancias de portación y el gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA y en la 

SCRPPA 
Folio 0001700064921 2021-03-16  ¿Cuántas sentencias por delitos 
contra la salud concluyeron en la culpabilidad de la persona imputada 
durante 2019? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700065021 2021-03-16  ¿Cuántas sentencias por delitos 
contra la salud concluyeron en la culpabilidad de la persona imputada 
durante 2020? 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700065121 2021-03-16  ¿Cuántas sentencias por el delito de 
narcomenudeo concluyeron en la culpabilidad de la persona imputada 
durante 2019? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700065221 2021-03-16  ¿Cuántas sentencias por el delito de 
narcomenudeo concluyeron en la culpabilidad de la persona imputada 
durante 2020? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700065321 2021-03-16  ¿Cuántas sentencias por delitos 
contra la salud concluyeron en la inocencia de la persona imputada 
durante 2019? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700065421 2021-03-16  ¿Cuántas sentencias por delitos Por búsqueda 
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contra la salud concluyeron en la inocencia de la persona imputada 
durante 2020? Incluir desgloce con sustancias de portación y el 
gramaje, por favor. 

de la 
información en 

la CPA 
Folio 0001700065521 2021-03-17  Buenas tardes, me gustaría solicitar 
la información referente a los siguientes puntos sobre la Unidad 
Especializada para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, de forma 
anual, para el periodo de 2013 A 2015. 1.- Número de agentes del 
ministerio público, policías investigadores y peritos, anual para el 
periodo de 2013 a 2015. 2.- Presupuesto total asignado, anual para el 
periodo de 2013 a 2015. 3.- Presupuesto asignado para 1) servicios 
personales (capítulo 1000), 2) materiales y suministros (capítulo 2000), 
3) servicios generales (capítulo 3000) anual para el periodo de 2013 a 
2015. Y, de ser posible, sería de gran ayuda si me pueden mandar la 
información en un formato para analizar los datos como Excel o 
archivos legibles (no escaneados). Gracias. 

Solicitada por la 
CPA por 

búsqueda de la 
información 

Folio 0001700065721 2021-03-17  Buenas tardes, me gustaría solicitar 
la información referente a los siguientes puntos sobre la Fiscalía 
Especial sobre Crímenes contra Periodistas, de forma anual para el 
periodo de 2006 a 2010. A.- Número de agentes del ministerio público, 
policías investigadores y peritos, de forma anual para el periodo de 
2006 a 2010. B.- Presupuesto total asignado, de forma anual para el 
periodo de 2006 a 2010. C.- Presupuesto asignado para 1) servicios 
personales (capítulo 1000), 2) materiales y suministros (capítulo 2000), 
3) servicios generales (capítulo 3000), de forma anual para el periodo 
de 2006 a 2010. Y, de ser posible, sería de gran ayuda si me pueden 
mandar la información en un formato para analizar los datos como 
Excel o archivos legibles (no escaneados). Gracias. 

Solicitada por la 
CPA por 

búsqueda de la 
información 

Folio 0001700067221 2021-03-17  Solicito el número de denuncias 
presentadas por  tortura durante el periodo 2017-2020. Desglosado por 
año,sexo de la victima, presunto victimario (privado o institución 
pública) y estado. Solicitó el número de carpetas de investigación por 
tortura durante el periodo 2017-2020. Desglosado por año, sexo de la 
victima, estado y victimario. También, el numero de carpetas de 
investigación por tortura finalizadas. Desglosadas por año, estado, folio 
y motivo de la culminación de la investigación. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700067321 2021-03-18 Solicito me informe cuántas niñas, 
niños y adolescentes menores de 18 años fallecieron en acciones 
criminales presuntamente ejecutadas por el crimen organizado del 01 
de enero del 2001 al 31 de diciembre del 2020. Solicito además 
información estadística de a. la edad de los niños, niñas y adolescentes 
menores de 18 años fallecidos b. cuántos fallecidos eran niñas y 
cuántos niños c. cuántos fallecidos eran indígenas d. Cuántos 
fallecidos tenían alguna discapacidad e. cuántos fallecidos hablaban 
una lengua indígena y cuántos hablaban solo una lengua indígena f. 
cuántos fallecidos eran migrantes g. cuál era el estado migratorio de 
los fallecidos h. La entidad federativa y localidad donde se dieron los 
hechos. Todo lo anterior lo requiero desagregado por género, edad, 
nacionalidad y por año. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700067421 2021-03-18 Solicito me informe cuántos civiles Por búsqueda 
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fallecieron en acciones criminales presuntamente ejecutadas por el 
crimen organizado del 01 de enero del 2001 al 31 de diciembre del 
2020. Solicito además información estadística de a. la edad de civiles 
fallecidos b. cuántos fallecidos eran mujeres y cuántos hombres c. 
cuántos fallecidos eran indígenas d. Cuántos fallecidos tenían alguna 
discapacidad e. cuántos fallecidos hablaban una lengua indígena y 
cuántos hablaban solo una lengua indígena f. cuántos fallecidos eran 
migrantes g. cuál era el estado migratorio de los fallecidos h. La 
entidad federativa y localidad donde se dieron los hechos. Todo lo 
anterior lo requiero desagregado por género, edad, nacionalidad y por 
año. 

de la 
información en 

la CPA 
  

Folio 0001700069721 2021-03-18 Solicito los votos particulares y 
demás documentos presentados y/o enviados por la Fiscalía General 
de la República en todas las sesiones del Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas en el año 2020. No omito mencionar que la 
sesión extraordinaria de dicho Sistema, con fecha 27 de enero de 2021, 
la Directora General de Políticas Públicas, Vinculación y Coordinación 
Interinstitucional, en la Fiscalía General de la República Leticia Catalina 
Soto Acosta mencionó que en las sesión anterior se había presentado 
un voto particular. Ver la participación de Leticia Catalina Soto Acosta a 
partir de la hora, minuto, segundo 02:11:23 
https//www.youtube.com/watch?v9bn85ahLd2Afeatureyoutu.be 
También Leticia Catalina Soto Acosta solicitó que se agregue a la 
minuta de la sesión del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas del 
27 de enero de 2021 que se adhiera nuevamente dicho documento de 
voto particular, ver e la hora, minuto, segundo 02:27:50 del mismo 
video. 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700070921 2021-03-22 ¿Cuál ha sido el costo hasta el 
momento de la investigación sobre la desaparición de los 43 
normalistas de Ayotzinapa? 

Por falta de 
respuesta de 

CPA y 
derivación tardía 
a la SEIDO por 

sugerencia de la 
FEMDH 

Folio 0001700071021 2021-03-22 estatus de venta se encuentran las 38 
aeronaves que enajenaría la FGR, como parte del plan del presidente 
AMLO de obtener recursos mediante la venta de 72 vehículos aéreos 
(incluido el Boeing TP01). Solicito información sobre las 38 aeronaves 
que la FGR pondría en venta. Quisiera saber si alguna ya se logró 
vender, en caso positivo, cuántas se vendieron, a qué precio, de qué 
modelo, en caso de que no, especifique el modelo, fabricante y placas 
de las unidades que ya no serán vendidas. En caso de que la totalidad 
de las 38 unidades sigan a la venta, quisiera saber el estatus de ese 
proceso 

Por búsqueda 
de la 

información en 
la CPA 

Folio 0001700071421 2021-03-22 1.-Solicito saber cuántas órdenes de 
aprehensión ha solicitado la Fiscalía entre el 1 de diciembre de 2018 a 
la fecha de la presente solicitud contra militares (miembros de la 
SEDENA) por el caso  de la desaparición de los normalistas de 
Ayotzinapa. 2.-Solicito saber cuántas de esas órdenes ya fueron 

Por falta de 
respuesta de la 

FEMDH 
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liberadas y/o autorizadas por jueces. 3.-Quiero saber los delitos que se 
les imputan en la indagatoria y por lo cual se solicitó la orden de 
aprehensión. La información solicitada es meramente estadística, ya 
que no se están solicitando nombres ni cualquier otro dato personal de 
los involucrados. También es importante señalar que al ser información 
en general no se pone en riesgo la indagatoria. Es importante señalar 
que el 26 de septiembre de 2020 el propio presidente Andrés Manuel 
López Obrador dijo que se han obtenido órdenes de aprehensión 
contra militares por su presunta responsabilidad en la desaparición de 
43 normalistas de Ayotzinapa en 2014. Aquí la versión estenográfica del 
discurso del presidente López Obrador 
https//www.gob.mx/presidencia/es/articulos/version-
estenografica-a-seis-anos-de-la-desaparicion-de-43-normalistas-de-
ayotzinapa?idiomes 
Folio 0001700071521 2021-03-22 1.-Solicito saber cuántos militares 
están siendo investigados actualmente por el caso  de la desaparición 
de los normalistas de Ayotzinapa. La información que requiero es 
desde el 1 de diciembre de 2018 a la feca de la presente solicitud. 2.-
Solicito saber los delitos por los que se les está investigando. 3.-Quiero 
saber cuántos militares han sido citados y/o requeridos a declarar 
entre el 1 de diciembre de 2018 a la fecha de la presente solicitud 
como parte de la investigación que sigue la fiscalía del caso Ayotzinapa 
(la desaparición de los 43 normalistas en Guerrero). 4.-Favor de 
informar sobre los militares citados a declarar, cuántos han asistido y 
cuántos se han negado o no se han presentado. 

Por falta de 
respuesta de la 

FEMDH 

Folio 0001700071621 2021-03-22 1..-Quiero saber cuántos militares han 
declarado entre el 1 de diciembre de 2018 a la fecha de la presente 
solicitud como parte de la investigación que sigue esa fiscalía por la 
desaparición de los normalistas de Ayotzinapa. 2.-Favor de desglosar el 
rango militar y cargo actual de los militares que se presentaron a 
declarar entre el 1 de diciembre de 2018 a la fecha de la presente 
solicitud. 3.-Favor de proporcionar versión pública de las declaraciones 
rendidas por los militares que se han presentado a declarar entre el 1 
de diciembre de 2018 a la fecha de la presente solicitud. Es importante 
señalar que, aunque las declaraciones se encuentran inmersas en una 
indagatoria en curso que no ha concluido, éstas deben ser entregadas 
en versión pública porque dicha indagatoria está relacionada con 
violaciones a los derechos humanos y la ley de transparencia señala 
que bajo ese supuesto no podrá invocarse la clasificación o reserva de 
la información 

Por falta de 
respuesta de la 

FEMDH 

 
 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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G.  Solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO en las que se instruye o se analiza la 
procedencia o improcedencia de la información requerida: 

 
G.1. Folio de la solicitud 000170036021 
 

De conformidad con lo establecido en los artículos 96 y 97 de los Lineamientos Generales de 
Protección de Datos Personales para el Sector Público, en relación con el Criterio 1/18 emitido 
por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
datos Personales, el acta de sesión correspondiente a la solicitud 0001700036021 
relacionada con el ejercicio de derechos ARCO, se encontrará disponible para el particular 
en las instalaciones de esta Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental, ubicada en 
Avenida de los Insurgentes, número 20, Módulo de Atención Ciudadana o piso 23, Colonia 
Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06700 en la Ciudad de México, en un horario de 9:00 a 
15:00 horas. de lunes a viernes, previa acreditación de su personalidad, a través de los 
siguientes medios: 
 

I.- Identificación oficial 
 
II.- Instrumentos electrónicos o mecanismos de autenticación permitidos por otras disposiciones 
legales o reglamentarios que permitan su identificación fehacientemente, o  
 
III.- Aquellos mecanismos establecidos por el responsable de manera previa, siempre y cuando 
permitan de forma inequívoca la acreditación de la identidad del titular. 

 
Del mismo modo, como lo prevé el artículo 77 de la LGPDPPSO, cuando el titular ejerza sus 
derechos ARCO a través de su representante, éste deberá acreditar la identidad del titular y su 
identidad y personalidad presentando ante el responsable lo siguiente:  
 

I-. Copia simple de la identificación oficial del titular,  
 
II.- Identificación oficial del representante, e  
 
III.- Instrumento público, carta poder simple firmada ante dos testigos anexando copia simple de las 
identificaciones oficiales de quienes intervengan en la suscripción del mismo, o declaración en 
comparecencia personal del titular. 

 
Finalmente, el Comité de Transparencia instruye a la UTAG a que informe al particular que, 
una vez notificada la respuesta, esta Institución tiene un plazo de quince días para hacer 
efectivo el derecho de acceso a sus datos personales, de conformidad con el artículo 91 de los 
Lineamientos Generales. 
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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G.2. Folio de la solicitud 0001700043321 
 

De conformidad con lo establecido en los artículos 96 y 97 de los Lineamientos Generales de 
Protección de Datos Personales para el Sector Público, en relación con el Criterio 1/18 emitido 
por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
datos Personales, el acta de sesión correspondiente a la solicitud 0001700043321 
relacionada con el ejercicio de derechos ARCO, se encontrará disponible para el particular 
en las instalaciones de esta Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental, ubicada en 
Avenida de los Insurgentes, número 20, Módulo de Atención Ciudadana o piso 23, Colonia 
Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06700 en la Ciudad de México, en un horario de 9:00 a 
15:00 horas. de lunes a viernes, previa acreditación de su personalidad, a través de los 
siguientes medios: 
 

I.- Identificación oficial 
 
II.- Instrumentos electrónicos o mecanismos de autenticación permitidos por otras disposiciones 
legales o reglamentarios que permitan su identificación fehacientemente, o  
 
III.- Aquellos mecanismos establecidos por el responsable de manera previa, siempre y cuando 
permitan de forma inequívoca la acreditación de la identidad del titular. 

 
Del mismo modo, como lo prevé el artículo 77 de la LGPDPPSO, cuando el titular ejerza sus 
derechos ARCO a través de su representante, éste deberá acreditar la identidad del titular y su 
identidad y personalidad presentando ante el responsable lo siguiente:  
 

I-. Copia simple de la identificación oficial del titular,  
 
II.- Identificación oficial del representante, e  
 
III.- Instrumento público, carta poder simple firmada ante dos testigos anexando copia simple de las 
identificaciones oficiales de quienes intervengan en la suscripción del mismo, o declaración en 
comparecencia personal del titular. 

 
Finalmente, el Comité de Transparencia instruye a la UTAG a que informe al particular que, 
una vez notificada la respuesta, esta Institución tiene un plazo de quince días para hacer 
efectivo el derecho de acceso a sus datos personales, de conformidad con el artículo 91 de los 
Lineamientos Generales. 
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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VI. Asuntos generales. 
 

PUNTO 1. 
 

➢ Mensaje de la Titular de la Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental y 
la presidente del Comité de Transparencia. 

 
La Titular de la UTAG reiteró a los enlaces de transparencia de las diversas unidades 
administrativas que integran la estructura orgánica de esta Fiscalía General de la República que, 
la información que se proporciona como respuesta a las solicitudes de información, es 
responsabilidad exclusiva de los titulares de cada unidad administrativa; por lo que, cuando sus 
pronunciamientos así lo ameriten, deberán remitir además, la aclaración o precisión que 
justifique cualquier cuestionamiento mediático a la institución. 
 
 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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Tomando la votación de cada uno de los integrantes del Colegiado de Transparencia para cada 
uno de los asuntos de conformidad con lo que se plasmó en la presente acta, se da por 
terminada la Décima Sesión Ordinaria electrónica del año 2021 del Comité de Transparencia de la 
Fiscalía General de la República. Al efecto, se elabora acta por triplicado, firmando al calce los 
integrantes del Comité de Transparencia para constancia. 
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